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EDITORIAL

Los sismos que asolaron a la Ciudad de México, Morelos, Puebla, Oaxaca, Chiapas 
y otras regiones del país el pasado 19 de septiembre marcaron un punto de inflexión 
para la clase política de nuestro país: una sociedad civil que supo reaccionar ante 
la tragedia humana, no tardó en organizarse de manera espontánea para socorrer 
a quienes se encontraban entre escombros, al tiempo que alzó la voz para exigir 
solidaridad y acciones inmediatas a partidos, representantes y gobiernos de todos 

los niveles.

Este clamor tuvo como respuesta la casi inmediata búsqueda legal para poder 
destinar a los damnificados parte de los recursos asignados a las fuerzas políticas; 
un esfuerzo que si bien no estuvo exento de un dejo de demagogia y oportunismo 
de parte de algunos, también fue sincero de parte de quienes asumieron la urgencia 
de una situación excepcional que, como ocurre en estos casos, saca a la luz las más 
nobles acciones pero también las reacciones viles e incluso inhumanas de otros, ya 

sean parte de la clase política o de la misma sociedad civil o ciudadanía.

Un tema fue así puesto de inmediato a la luz pública: el enorme costo, que a veces 
raya en lo inaudito, de nuestra democracia. Sin negar la importancia de que haya 
recursos públicos destinados a fortalecer y apuntalar el sistema político, es innegable 
que el uso de esos recursos es en no pocas ocasiones dilapidado o empleado para fines 
incluso contrarios a los objetivos de la propia democracia. Y ese es en buena medida 
el fondo de mucha de la indignación que ha quedado manifiesta y a la que se debe 

responder con premura.

La presente edición de Bien Común, a través de su tema central, dedica tres ensayos 
a explorar las vías por las que, a través de la corrección y ajustes al presupuesto 
2018, podría reencauzarse una suma no menor de recursos públicos al apoyo de 
quienes fueron afectados por los fenómenos naturales del pasado septiembre. Estos 
análisis buscan aportar elementos para la reflexión y herramientas para la toma de 
decisiones que se realizarán en las siguientes semanas en el Congreso de la Unión, 
así como contribuir al debate sobre la manera de reducir los altos gastos de la 



6

administración pública federal, los partidos, las cámaras de representantes, los 
municipios y los estados, así como las campañas políticas, que serán sin duda un 

asunto que estará en el foco del debate público durante este y el próximo año.
  

Consideramos, en ese sentido, que todo esfuerzo colectivo para destinar fondos a 
la reconstrucción debe realizarse de manera seria, responsable y lejos del usufructo 
electoral que tanto indigna a la ciudadanía. La tentación demagógica es en estos 
casos grande y resultaría de enorme daño para el ya de por sí mancillado prestigio 
de los partidos políticos o del Gobierno federal, cuyas cifras de aprobación, tanto 
de este como de aquellos, y a la luz de los recién publicados resultados del informe 
Latinobarómetro 2017, se encuentra en niveles tan bajos que podría llegarse a 
poner en riesgo la estabilidad, viabilidad y futuro de las instituciones que hacen 

posible el sistema democrático.

Esta reflexión, y el tema hay que asumirlo como parte de los más sentidos reclamos 
de la ciudadanía, tiene también que ver con el financiamiento público a los propios 
partidos políticos, así como con el uso que se da a esos recursos: nuestra sección 
Dossier la dedicamos pues a este asunto, también de urgente atención, postergado 
o relegado por demasiado tiempo y que hoy como pocas veces en el pasado exige 
acciones concretas, tangibles y eficientes, con la finalidad, se insiste, no de atentar 
contra la viabilidad, permanencia y fortalecimiento de nuestras instituciones, sino 
más bien en busca de que su funcionamiento y actuar en la vida nacional obedezca 
en verdad a la finalidad con la que fueron creadas, y que es la de contribuir al 

mejoramiento de la nación.
  

México tiene hoy ocasión de revisarse a sí mismo desde el plano legal e institucional. 
Revisarse y mejorarse con un sentido de premura y altura de miras. La sociedad 
civil organizada, las organizaciones intermedias y la ciudadanía demostraron en 
fechas recientes su capacidad y potencial, pero también dejaron en claro que no 
basta ese esfuerzo colectivo si detrás, a un lado o al frente, dependiendo el momento 
y la situación, no hay una clase política que sepa también asumir, con el mismo 
sentido solidario y noble, su papel subsidiario en el más puro sentido de la palabra, 
lo que significa en fin retomar y darle su impostergable sitio a este valor de la acción 
política. Esa subsidiariedad es parte sustancial de los principios que guían la acción 
del humanismo político. Toca a quienes nos inscribimos y asumimos como propia 

esta línea de pensamiento, asumir como nuestra esta impostergable labor.  

Carlos Castillo López
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Análisis del Proyecto de Presupuesto 
de la Federación 2018: la búsqueda 

de recursos para los damnificados y el 
crecimiento 

Salomón Guzmán Rodríguez 

El gasto público es imprescindible en la 
dinámica de cualquier economía, 
principalmente, en la trayectoria de crecimiento 
de largo plazo. Por el lado de la demanda 
agregada, a través del gasto, se inyecta gran 
cantidad de recursos monetarios para la 
adquisición de bienes y servicios e inversión 
en proyectos de infraestructura, los cuales 
generan una gran cantidad de empleos 
formales directos e indirectos. 

Para México, el gasto público puede ser 
una herramienta importante, si se usa de for-
ma correcta, transparente y eficaz, tanto para 
el crecimiento económico como para hacerle 
frente al bajo crecimiento económico en el 
mundo. No obstante, con la llegada de Peña 
Nieto y el PRI a los Pinos en 2013, su adminis-
tración anula por medio de los recortes al gas-
to público y los desequilibrios presupuestales 
la evolución interna de la economía mexicana 
y el bienestar social de los hogares; para di-
mensionar las incongruencias presupuestales 
de esta gestión, basta con analizar, de mane-
ra completa y comparativa, la propuesta total 
del Presupuesto de Egresos para el año 2018. 
En lugar de traducirse en responsabilidad fis-
cal, la propuesta de presupuesto del gasto 

ante la turbulencia financiera y económica 
que vive el país, no es más que la cancelación 
del bienestar económico y social de los hoga-
res mexicanos. 

De acuerdo con los documentos de los 
Presupuestos de Egresos de la Federación 
aprobados desde 2008 al año 2018, se mues-
tra claramente, con cálculos detallados, de 
qué forma y hacia dónde, el Gobierno federal 
encarrila a la economía mexicana, en éste y 
en el próximo año. Se debe subrayar, la refor-
ma fiscal de Peña Nieto en 2013, orquestada 
por Videgaray y que ahora, poco a poco, se 
tienen mayores recursos fiscales, en lugar de 
ser utilizados con el propósito de reactivar los 
motores de crecimiento por medio de la inver-
sión pública, es todo lo contrario, se sacrifican 
dichos recursos en favor de los gastos co-
rrientes y el pago de los interéses de la deuda 
neta total. Hoy más que nunca, es necesario 
realizar una reforma presupuestal profunda, 
con objetivos claros de crecimiento económi-
co y generación de empleos, las reformas fis-
cales podrán ser completamente exitosas, no 
obstante, ante desequilibrios presupuestales 
como el que se experimenta con la adminis-
tración del PRI, donde se destinan mayores 
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recursos al pago por los servicios de la deuda, en lugar de generar proyectos de inversión, el 
destino económico del país en los próximos años es desalentador. Las reformas fiscales acom-
pañadas por desequilibrios y recortes presupuestales como el que se presenta en la propuesta 
de presupuesto de gasto para el próximo año de Peña Nieto, es una de las principales causas 
de lo que será el desequilibrio y estancamiento económico del país, y no sólo eso, lo incremen-
tos en los saldos de la deuda neta total (Shrfsp) podrían poner en riesgo la estabilidad macro-
económica del país ante el constante desequilibrio económico global. El daño económico futuro 
para la economía mexicana es latente y podría traducirse en crisis, por mencionar: en cinco 
años de la administración del PRI, la acumulación de la deuda del Sector Público representa 
cerca del 89% de toda la deuda acumulada durante los gobiernos de Vicente Fox y Calderón. 
Con Peña Nieto, la deuda neta total incrementó 43%, la interna 24% y la externa se duplicó, 
practicamente. Con Peña Nieto, la acumulación de la deuda externa representa el 220% de la 
acumulacion que se alcanzó con los gobiernos del PAN.

Tabla 1. Saldos históricos de los requerimientos financieros del sector público (miles de mi-
llones de pesos)

Fuente: elaboración propia de acuerdo con los informes al Congreso de la Unión de la SHCP.

Salomón Guzmán Rodríguez
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Si se compara a detalle la estructura porcentual del Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción por finalidad del gasto de 2013 con la Propuesta de Presupuesto de gasto de 2018, dos 
renglones del gasto incrementan su participación en dicha estructura: Desarrollo Social con 1% 
y otras funciones con 3.55%, mientras que otros dos pierden participación, gasto en Desarrollo 
Económico con -4.49% y gasto de Gobierno con apenas el -0.13%, aproximadamente.

Las incongruencias del proyecto de presupueso de Peña Nieto son claras, la responsabili-
dad de los recortes al gasto público que tanto difunden frente a la crisis fiscal y de ingresos, se 
traduce en menor importancia al gasto que detona desarrollo económico. Con otras palabras, la 
reingeniería del gasto público, con la Metodología Base Cero a partir de 2014, le resta importan-
cia a los egresos que detonan desarrollo económico y le concede mayor importancia al pago de 
obligaciones contraídas durante el gobierno de Peña Nieto. Por si fuera poco, en 2018 se pro-
pone un recorte real de gasto en desarrollo económico y un crecimiento real al gasto en otras 
funciones. El presupuesto bruto aprobado en 2017 fue poco más de 5.5 billones de pesos mien-
tras que la propuesta para 2018 es de 5.9 billones de pesos, un incremento real de 2.4%, apro-
ximadamente. Por su parte, la tasa de crecimiento real del gasto neto total es del 2.2% lo que 
equivale a 348 mil millones de pesos para el año 2018, aproximadamente (ver Tabla 2).

En la Tabla 2, se muestra que para 2018 el gasto bruto incrementará nominalmente, 404 mil 
millones de pesos, de este monto 46% corresponde al gasto a otras funciones, 37% al gasto en 
desarrollo social, 7% a gasto de gobierno y apenas 10% de gasto en desarrollo económico, si-
tuación nunca antes vista con las anteriores administraciones panistas. Por ejemplo, en 2012, 
último año de la administración de Felipe Calderón, el gasto en otras funciones y desarrollo 
económico representó el 19.6 y 24.5% del gasto bruto total, por el contrario, en 2018 de 23.1 y 
19.84%. Este cambio en la estructura del gasto explica, en su gran mayoría y muy probablemen-
te, no alcanzar las tasas de crecimiento económico que el país necesita. Por otra parte, el gasto 
bruto total en 2018, de acuerdo con la Tabla 3, podrá financiarse con el 78.23% de recursos 
fiscales y el 21.75 % con los ingresos propios que tienen que ver con la prestación de servicios 
de las empresas productivas y de control directo.

La estructura porcentual en ambos renglones presentan direcciones contrarias desde el año 
2013, el gasto con apoyo de los recursos fiscales incrementa 2.91% y por ingresos propios dis-
minuye 2.66%, aproximadamente. En la propuesta de presupuesto de 2018, el gasto que se fi-
nancia con recursos fiscales incrementará 305 mil 189 millones de pesos, es decir, un incre-
mento real del 2.16% y 3.3% en el caso de ingresos propios. En esta parte es importante men-
cionar, el 78% del gasto público se financia con los impuestos que pagan los mexicanos. Si se 
analiza con más detalle, de cada peso que sale del pago de impuestos para financiar el gasto 
bruto total, 52 centavos es gasto corriente y apenas 3 centavos obra pública. Esta es una de las 
principales señales del desequilibrio presupuestal del gobierno de Peña Nieto al finalizar su 
administración.

Salomón Guzmán Rodríguez
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Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Neteo: Resta de: a) aportaciones ISSSTE; y, b) subsidios, 
transferencias y apoyos fiscales a las entidades de control directo y empresas productivas del Estado. Ordenado de 
mayor a menor de 2018.  El deflactor para el 2017, año base 2018, es de 1.0479.

Salomón Guzmán Rodríguez

Tabla 2. Presupuesto de Egresos por funciones y participaciones, estructura % e incrementos, 
2008-PPEF 2018
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Tabla 3. Estructura % del gasto bruto por fuente de financiamiento, 2011-PPEF 2018

Tabla 4. Presupuesto de Egresos por tipo de financiamiento, 2011-PEF 2018 (mmdp)

Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Ordenado de mayor a menor de 2018 PPEF. La estructura se 
calculó de acuerdo con el gasto bruto. El deflactor para el 2017, año base 2018, es de 1.0479.

Salomón Guzmán Rodríguez
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Tabla 5. Estructura % del Presupuesto de Egresos por tipo de gasto, 2011-PPEF 2018 

Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Ordenado de mayor a menor de 2018 PPEF. La estructura se 
calculó de acuerdo con el gasto bruto. El deflactor para el 2017, año base 2018, es de 1.0479. En el gasto corriente 
se incluyen las pensiones y jubilaciones.

De acuerdo con la información de las Tablas 5 y 6, en 2018 el gasto de obra pública, y el gasto 
de capital diferente de obra pública experimentan su menor participación porcentual dentro de 
la estructura del gasto total desde 2012. En comparación con el Presupuesto de Egresos apro-
bado de 2017, el gasto de obra pública y gasto corriente presentan crecimientos reales des-
iguales del -11.39 y 3.08% en 2018.  

En términos monetarios, el gasto corriente incrementará 333 mil millones de pesos, mientras 
que el gasto de obra pública disminuirá 28 mil millones de pesos. En 2012, el gasto corriente, 
las participaciones y el gasto en obra pública representaron dentro de la estructura del 
presupuesto total el 70, 12.5 y 11.6 % mientras que en la propuesta de gasto de 2018 el 76, 13.5 
y 6.3%. Es decir, los motores del crecimiento económico con el presidente Calderón eran mucho 
más sólidos en 2012 que en 2017 y 2018, el gobierno del PRI es incapaz de reactivar la economía 

Salomón Guzmán Rodríguez
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Tabla 6. Presupuesto de Egresos por tipo de gasto, 2011-PPEF 2018 (mmdp) 

Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Neteo: Resta de: a) aportaciones ISSSTE; y, b) subsidios, 
transferencias y apoyos fiscales a las entidades de control directo y empresas productivas del Estado. Ordenado de 
mayor a menor de 2018.El deflactor para el 2017, año base 2018, es de 1.0479. En el gasto corriente se incluyen las 
pensiones y jubilaciones.

y elevar el desarrollo económico y social de los hogares mexicanos, aún con todo y el conjunto 
de reformas estructurales aprobadas desde 2013-2014. Cabe mencionar, en 2018 las 
participaciones experimentan un incremento nominal de 63 mil millones de pesos lo que equivale 
a un crecimiento real del 3.65% aproximadamente.

De acuerdo con la Tabla 6 se agrupan en un solo concepto, con el propósito de obtener agre-
gados y construir las Tablas 7 y 8, los renglones que tienen que ver con gasto corriente, inver-
sión y participaciones.

Salomón Guzmán Rodríguez
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De acuerdo con la información de las Tablas 7 y 8, por segunda vez en la historia presupuestal 
del país, la estructura porcentual del gasto en inversión es menor al de las participaciones que 
se destinan a las 32 entidades federativas. Para 2018, Peña Nieto propone disminuir el gasto en 
inversión en -3.4% en términos reales y crecimientos del 3% y 3.65% en el caso del gasto co-
rriente y participaciones. Con la información de la Tabla 8 se calcula que el gasto de inversión 
representó el 23.5% del gasto corriente en 2012, mientras que en la propuesta de gasto para 
2018 esta relación es del 13.14%; con otras palabras, la brecha presupuestal entre gasto co-
rriente y de inversión es cada vez más amplia, el gasto de inversión se anula y dificulta por el 
incremento desmedido del gasto corriente por parte de la administración de Peña Nieto.

Por su parte, de acuerdo con la Tabla 9, son cuatro funciones que cumple el gasto bruto total, 
el 20% es con destino al desarrollo económico, 51% al el desarrollo social, 6% a la función de 
gobierno y 23% para otros gastos no incluidos en las tres anteriores, cada uno de ellos se divide 

Tabla 7. Estructura % del Presupuesto de Egresos por tipo de gasto agregado, 2011-PPEF 
2018 

Tabla 8. Presupuesto de Egresos por tipo de gasto agregado, 2011-PPEF 2018 (mmdp)

Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Ordenado de mayor a menor de 2018 PPEF. La estructura se 
calculó de acuerdo con el gasto bruto.

Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Neteo: Resta de: a) aportaciones ISSSTE; y, b) subsidios, 
transferencias y apoyos fiscales a las entidades de control directo y empresas productivas del Estado. Ordenado de 
mayor a menor de 2018.El deflactor para el 2017, año base 2018, es de 1.0479. En el gasto corriente se incluyen las 
pensiones y jubilaciones.

Salomón Guzmán Rodríguez
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por gasto corriente y gasto en inversión. En el año de 2012, de cada peso que se destinó para 
gasto en desarrollo económico 54 centavos fue para gasto corriente y 46 para gasto en inver-
sión, mientras que en 2018, 69 centavos es para gasto corriente y, apenas, 31 para gasto de 
inversión. Con estas cifras se muestran las incongruencias presupuestales en las que cae la 
administración de Peña Nieto, la fuente para detonar desarrollo económico dejó de ser la inver-
sión, es decir, para administrar un peso de gasto en inversión se necesitan dos pesos en gasto 
corriente cuando en 2012 la relación fue de uno a uno, aproximadamente. Gasto en desarrollo 
económico cada vez más toma el concepto de gasto corriente.

Como se observa en la Tabla 9, por cada peso que en 2012 se destinó a desarrollo social, 90 
centavos fueron para gasto corriente y 10 para inversión; en 2018, 93 centavos fue a parar a 
gasto corriente y sólo 7 a gasto en inversión. El comportamiento es similar en el caso del gasto 
de gobierno, de 2012 a 2018 el gasto en inversión incrementó su participación en cerca del 1%, 
aproximadamente. En términos reales, el gasto de inversión que detona desarrollo económico, 
desarrollo social y de gobierno experimentan disminuciones y crecimientos del -10.93, 3.14 y 
34.2% para 2018. Con esta información se muestra que el ajuste presupuestal para 2018 no es 
más que el ajuste a la baja del gasto de inversión que detona desarrollo económico, en conse-
cuencia, ajuste al crecimiento económico y generación de empleos. A modo de resumen global, 
la propuesta de presupuesto de egresos de la federación para el año 2018, es decir, la reinge-
niería del gasto y la llamada responsabilidad fiscal, se traduce en menor crecimiento económico 
y menor nivel de bienestar social.

Tabla 9.  Estructura % del Presupuesto de Egresos por función y tipo de gasto: 2011-PPEF 
2018

Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Ordenado de mayor a menor de 2018 PPEF. La estructura se 
calculó de acuerdo con el gasto bruto.
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Tabla 10. Presupuesto de Egresos por tipo de gasto agregado, 2011-PPEF 2018 (mmdp)

Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Neteo: Resta de: a) aportaciones ISSSTE; y, b) subsidios, 
transferencias y apoyos fiscales a las entidades de control directo y empresas productivas del Estado. Ordenado de 
mayor a menor de 2018.El deflactor para el 2017, año base 2018, es de 1.0479. En el gasto corriente se incluyen las 
pensiones y jubilaciones.

Por otra parte, de acuerdo con la Tabla 11, si ahora se revisa la propuesta del gasto bruto total 
de los 48 Ramos que componen el presupuesto con el gasto corriente y de inversión, la suma 
del recorte del gasto en algunos ramos es de -42 mil millones de pesos mientras que en otros 
Ramos el incremento es de 446 mil millones de pesos; por su parte, la disminución del gasto en 
inversión en algunos ramos es de -28 mil millones de pesos mientras que solo en unos cuantos 
ramos la inversión incrementa en 35 mil millones de pesos. En el último renglón se muestra que 
el incremento del gasto corriente para el próximo año será de 333 mil millones y el gasto en in-
versión apenas en 7 mil millones. El desequilibrio presupuestal es claro, lo que más disminuye 
es la inversión, en especial el gasto en obra pública cuya reducción para el próximo año es 
cercano al -10.15% , aproximadamente.
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Tabla 11. Incrementos y disminuciones del presupuesto en los 48 Ramos por tipo de gasto, 
PPEF 2018 (mmdp)

Fuente: elaboración propia con información de SHCP.

Si ahora se agrupan los 48 Ramos del presupuesto, de acuerdo con el gasto en desarrollo eco-
nómico vs gasto corriente y gasto de inversión, el gasto corriente aumentará cerca de 51 mil 17 
millones de pesos y el gasto de inversión disminuirá 21 mil millones de pesos, esta suma es 
cercana a los 30 mil millones de pesos. 

Como se calcula en la Tabla 12, la disminución del gasto en inversión será principalmente 
explicada por el Ramo de provisiones salariales y económicas y comunicaciones y transportes, 
cuya suma del recorte en ambos Ramos es de poco más de los 25 mil 6 millones de pesos. En 
forma similar, CONACYT sufrirá un recorte monetario de poco más de los 6 millones de pesos. 
Por el lado del gasto corriente, en los Ramos de CFE y PEMEX aumentará el gasto en poco más 
de los 61 mil millones de pesos; es en esta parte donde se verifica el mayor desequilibrio pre-
supuestal de la propuesta de Peña Nieto, el gasto de las dos principales empresas productivas, 
las cuales pueden ser el principal motor de del desarrollo económico en 2017 no tiene nada que 
ver más con proyectos de inversión sino todo lo contrario. 

En conclusión, disminuir gasto en inversión y en ciencia y tecnología tendrá efectos graves 
para la economía nacional para el año de 2018. Las incongruencias de la propuesta de presu-
puesto de la administración de Peña Nieto son graves para la economía mexicana en 2018, el 
recorte al gasto que detona de inversión en desarrollo económico será compensado por aumen-
tos en gasto corriente de 50 mil millones de pesos, la combinación perfecta para estancar más 
a la economía y el bienestar de los mexicanos, menor gasto de inversión por parte de las dos 
principales empresas productivas así como menor gasto en inversión en ciencia y tecnología. 
También puede observarse, en 8 Ramos del gasto bruto total ni siquiera se registra un peso por 
el concepto del gasto en inversión. De manera similar, el Ramo de agricultura, ganadería, desa-
rrollo rural, pesca y alimentación experimentará una disminución por concepto de gasto corrien-
te, lo que muy probablemente tendrá que ver con los apoyos y subsidios al campo y de más 
principales actividades rurales. En resumen, el gasto de inversión que genera desarrollo econó-
mico disminuirá poco más de 21 mil millones de pesos, aproximadamente.
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De forma similar al análisis anterior de la Tabla 12, el gasto total que detona desarrollo social 
aumentará sustancialmente en poco más de los 182 mil millones de pesos, sin embargo, este 
incremento es resultado de la diferencia de los casi 167 mil millones de incremento del gasto 
corriente y de los casi 15 mil millones de pesos que aumentará el gasto en inversión. Es decir, 
el gasto que detona desarrollo social se traduce en mayor gasto corriente, once veces más que 
el gasto en inversión.

En la Tabla 13 se muestra los principales Ramos que se encuentran dentro del gasto en de-
sarrollo social, y que aunque se muestre paradójico, el gasto en aportaciones a la seguridad 
social, IMSS y aportaciones incrementa en poco más de 150 mil millones de pesos, que en su 

Tabla 12. Incrementos del gasto en desarrollo económico por ramos vs gasto corriente y 
gasto de inversión, PEF 2017- PPEF 2018 (mmdp)

Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Ordenado de mayor a menor de la diferencia del gasto de in-
versión de 2017-2018.
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mayoria es gasto corriente. En otras palabras, el equilibrio presupuestal, cuyo objetivo viene 
señalado en la propuesta de presupuesto de 2018, no puede entenderse de otra manera: estan-
camiento económico y menor inversión en bienestar social para los hogares mexicanos. En 
términos generales, en la columna del gasto del gasto en desarrollo se muestra que el gasto 
incrementará poco más de 182 mil millones de pesos, esta cifra es resultado de la suma de los 
167 mil millones de pesos de gasto corriente más 15 mil millones de pesos en inversión. Cabe 
señalar, del incremento de gasto corriente en aportaciones a la seguridad social y CFE, IMSS e 
ISSSTE su gran mayoría tiene que ver con incrementos significativos en pensiones, por ejemplo, 
el incremento monetario de las pensiones es de 104 mil millones de pesos, es decir una tasa de 
incremento del 5%, aproximadamente. Con otras palabras, incrementos en gasto para desarro-
llo social se traduce en incrementos del gasto en pensiones.

Tabla 13.  Incrementos del gasto en desarrollo social por ramos vs gasto corriente y gasto de 
inversión, PEF 2017- PPEF 2018 (mmdp)

Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Ordenado de mayor a menor de la diferencia del gasto de in-
versión de 2017-2018.
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Por si fuera menor la situación, de acuerdo con la Tabla 14, el gasto que tiene que ver con la 
función del gobierno incrementa el gasto corriente en cerca de los 28 mil millones de pesos y un 
incremento del gasto de inversión en cerca de 14 mil millones de pesos, la suma de ambos 
conceptos es equivalente a los 42 mil millones de pesos. Por ejemplo, el INE, el Poder Judicial 
y gobernación presentan el mayor incremento de gasto corriente dentro del gasto de gobierno. 
Por su parte, Defensa Nacional y Marina, son los dos principales ramos dentro del gasto a go-
bierno con mayor incremento en inversión.

Tabla 14. Incrementos del gasto en gobierno por ramos vs gasto corriente y gasto de inver-
sión, PEF 2017- PPEF 2018 (mmdp).
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Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Ordenado de mayor a menor de la diferencia del gasto de in-
versión de 2017-2018.

De acuerdo con los cálculos de las Tablas 11 y 15, el gasto bruto total aumentará en poco más 
de los 404 mil millones de pesos, esta cifra se explica por el incremento del gasto corriente en 
333 mil millones de pesos, más 7 mil millones de pesos en inversión y el incremento de cerca de 
los 64 mil millones de pesos de las participaciones para las entidades federativas.

 
Por entidad federativa, en la Tabla 15 se muestran los incrementos y disminuciones de la 

propuesta del presupuesto para 2018 en las 32 entidades de la federación, del gasto corriente, 
inversión y participaciones; por ejemplo, la Ciudad de México recibirá el mayor incremento de 
presupuesto por concepto de gasto corriente en cerca de los 102 mil millones de pesos de en-
tre las 32 entidades. Por el lado del gasto de inversión, se observa el grave deterioro que expe-
rimentarán muchas de las principales entidades del país por la reducción al gasto en inversión 
como es el caso de Campeche, Guanajuato, Querétaro y Durango. Contrariamente, se propone 
incrementar la inversión en Tabasco y Puebla. Cabe señalar, todas las entidades recibirán ma-
yor presupuesto en gasto corriente y gasto en participaciones, no obstante, el gasto en inver-
sión disminuye significativamente en 11 entidades federativas, otra muestra más del desequili-
brio de la propuesta de presupuesto de la federación en 2018. El proyecto de presupuesto no 
sólo no afecta el crecimiento macroeconómico del país sino a la economía de los estados de la 
República.
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Tabla 15. Incrementos del gasto por entidad federal vs gasto corriente, gasto de inversión y 
participaciones federales, PEF 2017- PPEF 2018 (mdp)

Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Ordenado de mayor a menor de la diferencia del gasto de in-
versión de 2017-2018.
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De acuerdo con las cifras de la Tabla 16, se revisa de manera puntual el presupuesto de 
PEMEX y se observa que el futuro inmediato de esta empresa productiva del estado es poco 
alentador. Crece el gasto corriente en 8 mil 537 millones de pesos y el gasto en inversión en 
nada. Para 2018, son tres principales renglones donde habra incrementos del gasto en 31 mil 
869 millones de pesos, estos renglones son gestión corporativa, exploración para descubrir 
yacimientos y para el pago de pensiones, por su parte, para cubrir estos incrementos, se redu-
cira en 23 mil 514 millones de pesos en los renglones de distribución y producción de petroleo, 
gas y gasolinas y el entorno ecologico. Esto implica un mayor nivel de importaciones por este 
concepto, lo cual agravaría la balanza petrolera y menor acumulación de divisas.

Tabla 16. Incrementos del presupuesto de PEMEX vs gasto corriente y gasto de inversión, 
PEF 2017- EF 2018 (mdp)

Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Ordenado de mayor a menor de la diferencia del gasto de in-
versión de 2017-2016.
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En el caso del recorte presupuestal al Ramo de comunicaciones y transportes del gasto, 
como en el caso de PEMEX, el recorte al gasto es poco más de 7 mil 374 millones de pesos, de 
los cuales 6 mil 764 es gasto en inversión y 609 millones de pesos en gasto corriente. Es en el 
rubro de ferrocarriles y carreteras alimentadoras donde se presenta el mayor recorte presu-
puestal en poco más 10 mil millones de pesos.

 
En el caso de los puertos, la disminución es de poco más de los mil 440 millones de pesos 

para el año de 2018. En el caso de CONACYT, la disminución del gasto es de 37 millones de 
pesos, que se explica por el incremento de gasto corriente en 604 millones de pesos más la 
disminución de 642 millones de gasto en inversión, individualmente.

Tabla 17. Incrementos del presupuesto de Comunicaciones y Transportes vs gasto corriente 
y gasto de inversión, PEF 2017- PPEF 2016 (mdp)

Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Ordenado de mayor a menor de la diferencia del gasto de in-
versión de 2017-2016.
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Tabla 18. Incrementos del presupuesto CONACYT vs gasto corriente y gasto de inversión, 
PEF 2017- PPEF 2018 (mdp)

Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Ordenado de mayor a menor de la diferencia de la diferencia 
total 2017-2016. 

Tabla 19. Incrementos del presupuesto en Educación vs gasto corriente y gasto de inversión, 
PEF 2017- PPEF 2018 (mdp)
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De acuerdo a la Tabla 19, se muestra que el gasto corriente que detona desarrollo social vía 
gasto en Educación incrementa poco más de los 7 mil 788 millones de pesos que se explica por 
el incrmento de 7 mil 770 millones de pesos de gasto corriente más 17 millones de gasto de 
inversión. Por ejemplo, en 8 renglones del gasto existen disminuciones significativas, como es 
el caso de la expansión de la educación media superior y superior y el fortalecimiento a la cali-
dad educativa.

Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Ordenado de mayor a menor de la diferencia del gasto de in-
versión 2017-2016.
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Tabla 20. Incrementos del presupuesto Salud vs gasto corriente y gasto de inversión, PEF 
2017- PPEF 2018 (mdp)

Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Ordenado de mayor a menor de la inversión 2017-2016.
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Con la información de la Tabla 20, el gasto que detona desarrollo social vía el gasto en salud, 
incrementa apenas 117 millones de pesos, 47 millones de gasto corriente más 70 de gasto en 
inversión.

 
En términos generales, las mayores disminuciones se presentan en el renglón de fortaleci-

miento de los servicios estatales de salud, rectoría en salud, vigilancia epidemilogica, etc. Si 
ahora se revisan los incrementos del presupuesto por sus conceptos de gastos, se observa con 
mayor detenimiento el nivel de descontrol del presupuesto. Si de por sí la propuesta de presu-
puesto para 2018 presenta un grave desequilibrio entre gasto corriente e inversión, el pago por 
los intereses de la deuda y para combustibles lubricantes y aditivos, son los renglones que 
mayor presupuesto recibirán por concepto de gasto corriente, ambos renglones suman poco 
más de los 117 mil millones de pesos. Cabe señalar, pensiones y jubilaciones incrementará en 
cerca de los 113 mil millones de pesos para 2018, lo que lo ubica como el principal concepto 
de gasto con mayor incremento. Del 100% de incremento por concepto de gasto corriente total, 
69% es absorbido por pensiones, intereses y gasto en combustibles. Con otras palabras, de 
cada peso de impuesto que financiará el gasto bruto total en 2018, 33 centavos es para pensio-
nes, intereses de la deuda pública, gasto en gasolinas, estimulos a los servidores públicos y 
gastos de deuda.

Tabla 21. Incrementos del presupuesto por Concepto de gasto vs gasto corriente y gasto de 
inversión, PEF 2017- PPEF 2018 (mdp)
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En las siguientes Tablas 22 y 23, se muestran los incrementos y disminuciones de la propuesta 
de presupuesto para 2017 por Ramos, actividad institucional y modalidad de los programas 
presupuestales versus gasto corriente, inversión y participaciones, esto con el propósito de 
detallar con mayor precisión los recortes presupuestales.

Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Ordenado de mayor a menor de del gasto corriente.

Tabla 22. Incrementos del presupuesto por Ramos y Actividad Institucional  vs gasto corrien-
te, gasto de inversión y participaciones PEF 2017- PPEF 2018 (pesos)
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Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Ordenado de mayor a menor de la diferencia del gasto total de 
2017-2018.

Tabla 24. Incrementos del presupuesto por ramos y modalidad de programas vs gasto co-
rriente, gasto de inversión y participaciones PEF 2017- PPEF 2018 (pesos)

Gasto Corriente Gasto de inversión Participaciones Diferencia total

Adeudos de Ejercicios Fiscales 
Anteriores  11,315,417,852  -    -    11,315,417,852 

Adeudos de Ejercicios Fiscales 
Anteriores (ADEFAS)  11,315,417,852  -    -    11,315,417,852 

Agricultura, Ganadería, Desarrollo 
Rural, Pesca y Alimentación -6,104,230,713 -167,901,591  -   -6,272,132,304 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  221,026,046  -    -    221,026,046 

Diseño y Aplicación de la Política 
Agropecuaria  201,315,567  -    -    201,315,567 

Programa de Sanidad e Inocui-
dad Agroalimentaria  128,273,728  -    -    128,273,728 

Regulación, supervisión y apli-
cación de las políticas públicas en 
materia agropecuaria, acuícola y 
pesquera

 115,360,824  -    -    115,360,824 

Programa de Acciones Comple-
mentarias para Mejorar las Sani-
dades

 95,267,901  -    -    95,267,901 

Desarrollo y aplicación de pro-
gramas educativos en materia 
agropecuaria

 47,638,786  -    -    47,638,786 

Generación de Proyectos de 
Investigación  30,610,741  -    -    30,610,741 

Sistema Nacional de Información 
para el Desarrollo Rural Sustent-
able

 8,869,970  -    -    8,869,970 

Vinculación Productiva  3,348,954  -    -    3,348,954 

Sistema Nacional de Investig-
ación Agrícola  1,696,577  -    -    1,696,577 

Fomento de la Ganadería y 
Normalización de la Calidad de los 
Productos Pecuarios

 243,628  -    -    243,628 

Desarrollo y Vinculación de la In-
vestigación Científica y Tecnológica 
con el Sector

-38,309,769  -    -   -38,309,769 

Apoyo a la Función Publica y 
Buen Gobierno -38,417,899  -    -   -38,417,899 
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Mantenimiento de Infraestructura  -   -64,921,802  -   -64,921,802 

Otros proyectos de infraestruc-
tura gubernamental  -   -102,979,789  -   -102,979,789 

Programa de Fomento Ganadero -166,002,571  -    -   -166,002,571 

Programa de Fomento a la Pro-
ductividad Pesquera y Acuícola -309,707,165  -    -   -309,707,165 

Programa de Productividad y 
Competitividad Agroalimentaria -340,013,845  -    -   -340,013,845 

Programa de Fomento a la Ag-
ricultura -714,976,554  -    -   -714,976,554 

Programa de Apoyos a la Comer-
cialización -1,173,036,141  -    -   -1,173,036,141 

Programa de Concurrencia con 
las Entidades Federativas   -2,000,000,000  -    -   -2,000,000,000 

Programa de Apoyos a Peque-
ños Productores -2,177,419,491  -    -   -2,177,419,491 

Aportaciones a Seguridad Social  56,919,925,902  -    -    56,919,925,902 

Pensiones y Jubilaciones en 
curso de Pago  29,056,213,970  -    -    29,056,213,970 

Previsiones para las cuotas de 
jubilación en curso de pago de 
los jubilados de Luz y Fuerza del 
Centro

 19,571,400,000  -    -    19,571,400,000 

Apoyo para cubrir el déficit de la 
nómina de pensiones del ISSSTE  15,460,700,009  -    -    15,460,700,009 

Seguro de Enfermedad y Ma-
ternidad  6,302,437,731  -    -    6,302,437,731 

Cuota Social al Seguro de Re-
tiro, Cesantía en Edad Avanzada 
y Vejez

 4,323,700,000  -    -    4,323,700,000 

Pensiones Civiles Militares y de 
Gracia  2,019,700,000  -    -    2,019,700,000 

Cuota Social Seguro de Salud 
ISSSTE  1,061,349,396  -    -    1,061,349,396 

Programa IMSS-PROSPERA  543,526,776  -    -    543,526,776 

Cuota Social Seguro de Retiro 
ISSSTE  529,491,124  -    -    529,491,124 

Pensión Mínima Garantizada 
IMSS  335,917,652  -    -    335,917,652 

Régimen de Incorporación  323,260,450  -    -    323,260,450 

Adeudos con el IMSS e ISSSTE  276,642,000  -    -    276,642,000 

Cuota correspondiente de los 
Haberes, Haberes de Retiro y 
Pensiones

 276,180,598  -    -    276,180,598 

Seguro de Invalidez y Vida  261,197,509  -    -    261,197,509 

Aportaciones Estatutarias al Se-
guro de Retiro, Cesantía en Edad 
Avanzada y Vejez

 236,921,625  -    -    236,921,625 

Previsiones para el Pago de las 
Pensiones de los Jubilados de Fer-
rocarriles Nacionales de México

 93,047,735  -    -    93,047,735 

Seguro de Salud para la Familia  29,739,327  -    -    29,739,327 

Pagas de Defunción y Ayuda 
para Gastos de Sepelio  25,300,000  -    -    25,300,000 
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Apoyo a jubilados del IMSS e 
ISSSTE  11,500,000  -    -    11,500,000 

Compensaciones de Carácter 
Militar con Pago único -36,200,000  -    -   -36,200,000 

Apoyo para cubrir el gasto de 
operación del ISSSTE -4,300,000,000  -    -   -4,300,000,000 

Previsiones para las pensio-
nes en curso de pago de los ex 
trabajadores de Luz y Fuerza del 
Centro

-19,482,100,000  -    -   -19,482,100,000 

Aportaciones Federales para Enti-
dades Federativas y Municipios  22,547,093,239  12,117,095,953  -    34,664,189,192 

FONE Servicios Personales  12,035,706,787  -    -    12,035,706,787 

FASSA  5,699,359,391  -    -    5,699,359,391 

FORTAMUN  2,747,524,824  2,747,524,823  -    5,495,049,647 

FAIS Municipal y de las Demar-
caciones Territoriales del Distrito 
Federal

 -    4,766,965,756  -    4,766,965,756 

FAFEF  -    3,002,407,800  -    3,002,407,800 

FAM Asistencia Social  803,015,412  -    -    803,015,412 

FAIS Entidades  -    657,527,308  -    657,527,308 

FONE Gasto de Operación  615,056,847  -    -    615,056,847 

FAM Infraestructura Educativa 
Básica  -    603,308,970  -    603,308,970 

FONE Fondo de Compensación  442,537,574  -    -    442,537,574 

FAM Infraestructura Educativa 
Media Superior y Superior  -    339,361,296  -    339,361,296 

FAETA Educación Tecnológica  112,887,815  -    -    112,887,815 

FAETA Educación de Adultos  91,004,589  -    -    91,004,589 

Comisión Federal de Competencia 
Económica  80,169,797  736,421  -    80,906,218 

Prevención y eliminación de 
prácticas y concentraciones 
monopólicas y demás restricciones 
a la competencia y libre concur-
rencia

 57,247,152  844,539  -    58,091,691 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  23,782,586 -104,552  -    23,678,034 

Actividades de apoyo a la función 
publica y buen gobierno -859,941 -3,566  -   -863,507 

Comisión Federal de Electricidad  55,211,828,689  7,176,111,042  -    62,387,939,731 

Administración de los contratos 
de producción independiente de 
energía CFE Generación V

 83,383,355,070  -    -    83,383,355,070 

Pago de pensiones y jubilaciones  38,698,114,766  -    -    38,698,114,766 

Operación y mantenimiento de la 
infraestructura del proceso de distri-
bución de energía eléctrica

 32,061,159,200  -    -    32,061,159,200 

Operación de mecanismos para 
mejorar la comercialización de 
servicios y productos

 26,514,244,343  -    -    26,514,244,343 

Comercialización de energía 
eléctrica y productos asociados  16,582,959,429  -    -    16,582,959,429 
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Operación y mantenimiento de la 
Red Nacional de Transmisión  10,425,357,704  -    -    10,425,357,704 

Operación y mantenimiento de 
las centrales generadoras de en-
ergía eléctrica

 8,976,559,977  -    -    8,976,559,977 

Mantenimiento de Infraestructura  -    5,642,363,484  -    5,642,363,484 

Proyectos de infraestructura 
económica de electricidad (Pidi-
eras)

 -    5,552,551,023  -    5,552,551,023 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  3,989,455,751  -    -    3,989,455,751 

Programas de adquisiciones  -    1,640,997,911  -    1,640,997,911 

Prestación de servicios corpo-
rativos  1,403,641,142  -    -    1,403,641,142 

Funciones en relación con Es-
trategias de Negocios Comerciales, 
así como potenciales nuevos 
negocios

 469,635,142  -    -    469,635,142 

Coordinación de las funciones 
y recursos para la infraestructura 
eléctrica

 433,956,581  -    -    433,956,581 

Operaciones ajenas  -    214,500,000  -    214,500,000 

Servicios de infraestructura apli-
cable a telecomunicaciones  172,416,986  -    -    172,416,986 

Estudios de pre inversión  -    20,595,469  -    20,595,469 

Seguridad física en las instalacio-
nes de electricidad  15,005,449  -    -    15,005,449 

Apoyo al desarrollo sustentable 
de comunidades afectadas por la 
instalación de la infraestructura 
eléctrica

 8,068,160  -    -    8,068,160 

Promoción de medidas para el 
ahorro y uso eficiente de la energía 
eléctrica

 3,565,239  -    -    3,565,239 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno -62,132,226  -    -   -62,132,226 

Proyectos de inmuebles (oficinas 
administrativas)  -   -166,779,734  -   -166,779,734 

Otros proyectos de infraestruc-
tura social  -   -206,521,186  -   -206,521,186 

Planeación del Sistema Eléctrico 
de la infraestructura de CFE -341,836,308  -    -   -341,836,308 

Suministro de energéticos a las 
centrales generadoras de electri-
cidad

-645,210,890  -    -   -645,210,890 

Operación, mantenimiento y 
recarga de la Nucleoeléctrica 
Laguna Verde 

-645,996,313  -    -   -645,996,313 

Operación Red de Fibra óptica y 
apoyo tecnológico a los procesos 
productivos

-935,502,078  -    -   -935,502,078 

Planeación y dirección de los 
procesos productivos -1,557,325,447  -    -   -1,557,325,447 

Proyectos de infraestructura 
económica de electricidad  -   -5,521,595,925  -   -5,521,595,925 
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Operación y mantenimiento a 
líneas de transmisión, subestacio-
nes de transformación y red fibra 
óptica

-8,782,807,786  -    -   -8,782,807,786 

Pago de pensiones y jubilaciones 
en CFE -35,964,154,997  -    -   -35,964,154,997 

Operación y mantenimiento 
de los procesos de distribución y 
de comercialización de energía 
eléctrica

-46,591,124,665  -    -   -46,591,124,665 

Adquisición de energía eléctrica 
a los Productores Externos -72,399,575,540  -    -   -72,399,575,540 

Comisión Nacional de Hidrocar-
buros -50,011,903  -    -   -50,011,903 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno -811,288  -    -   -811,288 

Estudios de Evaluación y Verifi-
cación de Hidrocarburos -5,813,963  -    -   -5,813,963 

Promoción y regulación de Hidro-
carburos -6,478,254  -    -   -6,478,254 

Actividades de apoyo adminis-
trativo -14,994,807  -    -   -14,994,807 

Administración Técnica de Asig-
naciones y Contratos -21,913,591  -    -   -21,913,591 

Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos  276,398,739  28,039,451  -    304,438,190 

Atender al público en general 
en oficinas centrales y foráneas; 
así como, solucionar expedientes 
de presuntas violaciones a los 
Derechos Humanos.

 157,455,752  14,808,414  -    172,264,166 

Promover, fortalecer e impulsar 
los vínculos de colaboración in-
terinstitucional; así como, diseñar 
y ejecutar los programas de edu-
cación y capacitación en materia de 
derechos humanos.

 122,212,664  1,468,623  -    123,681,287 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  71,986,588  5,269,301  -    77,255,889 

Mantener relaciones de cooper-
ación internacional con organismos 
afines nacionales e internacionales, 
realizar estudios y administrar el 
archivo institucional

 64,437,887  2,177,746  -    66,615,633 

Atender asuntos relacionados 
con la operación del Mecanismo 
Nacional de Prevención de la Tor-
tura y otros tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes.

 40,277,331  1,673,516  -    41,950,847 

Promover, difundir y proteger los 
Derechos Humanos de los inte-
grantes de pueblos y comunidades 
indígenas y atender asuntos de 
indígenas en reclusión

 25,058,712  158,327  -    25,217,039 

Atender asuntos relacionados 
con las y los jóvenes, las personas 
adultas mayores y las familias.

 14,108,306  963,314  -    15,071,620 

Atender asuntos relacionados 
con niñas, niños y adolescentes.  12,609,461  1,083,819  -    13,693,280 
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Planear las actividades y analizar 
los resultados institucionales  12,852,078  24,709  -    12,876,787 

Ejecutar el programa de comuni-
cación social  5,477,916  4,574,477  -    10,052,393 

Promover, observar y divulgar 
la protección, respeto y remedio 
de los Derechos Humanos de las 
personas o grupos de personas con 
mayores riesgos de vulnerabilidad 
ante los abusos de las empresas, 
públicas y privadas.

 8,533,291  38,778  -    8,572,069 

Atender asuntos relacionados 
con las personas migrantes  8,926,768 -477,376  -    8,449,392 

Promover, divulgar, dar segui-
miento, evaluar y monitorear la 
política nacional en materia de 
Igualdad entre mujeres y hombres, 
y atender Asuntos de la mujer

 4,845,694  44,414  -    4,890,108 

Atender asuntos relacionados 
con personas reportadas como de-
saparecidas, extraviadas, ausentes 
y fallecidas no identificadas.

 4,562,823  33,817  -    4,596,640 

Realizar visitas de supervisión 
para cumplir con la integración 
del Diagnostico Nacional de Su-
pervisión Penitenciaria, así como, 
realizar pronunciamientos en ma-
teria de Derechos Humanos con el 
Sistema Penitenciario.

 4,069,536  14,302  -    4,083,838 

Promover el respeto de los 
Derechos Humanos de periodis-
tas y personas defensores de 
Derechos Humanos.

 3,648,162  20,807  -    3,668,969 

Atender asuntos relaciona-
dos con los Derechos Humanos 
Económicos, Sociales, Culturales y 
Ambientales.

 3,260,127  20,807  -    3,280,934 

Promover el respeto de los 
Derechos Humanos de víctimas 
y posibles víctimas de la trata de 
personas.

 2,788,035  14,302  -    2,802,337 

Atender asuntos relacionados 
con víctimas del delito y de violacio-
nes a derechos humanos.

 2,296,650  31,519  -    2,328,169 

Atender asuntos relativos a la 
aplicación del Mecanismo Nacional 
de Promoción, Protección y Su-
pervisión de la Convención sobre 
los derechos de las Personas con 
Discapacidad.

 2,086,549  11,460  -    2,098,009 

Coordinar las publicaciones, 
realizar investigaciones, promover 
la formación académica y divul-
gación, así como ofrecer servicios 
bibliohemerograficos en materia de 
Derechos Humanos

 1,423,304  268,908  -    1,692,212 

Atender asuntos relacionados 
con Sexualidad, Salud y VIH    1,600,806  83,744  -    1,684,550 

Apoyo a la Función Pública y 
Buen Gobierno  375,444  896,476  -    1,271,920 
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Establecer y dirigir la estrategia 
institucional para proteger y pro-
mover los Derechos Humanos y 
presentar sus resultados

-1,962,833  -    -   -1,962,833 

Atender asuntos de las niñas, 
niños y adolescentes -11,265,143 -70,927  -   -11,336,070 

Atender asuntos relacionados 
con los jóvenes, las personas 
adultas mayores y las familias.

-11,380,840 -1,047,284  -   -12,428,124 

Promover y proteger los 
Derechos Humanos de los inte-
grantes de pueblos y comunidades 
indígenas y atender asuntos de 
indígenas en reclusión.

-19,420,966 -133,973  -   -19,554,939 

Atender asuntos relacionados a 
acciones Jurídicas y de Inconstitu-
cionalidad.

-26,714,842 -283,707  -   -26,998,549 

Realizar servicios de apoyo a la 
función sustantiva -27,155,003 -704,899  -   -27,859,902 

Operar el Mecanismo Nacional 
de Prevención de la Tortura -38,432,145 -1,789,138  -   -40,221,283 

Mantener relaciones de co-
laboración internacional con 
organismos afines nacionales e 
internacionales, realizar estudios y 
administrar el archivo institucional

-63,261,090 -488,605  -   -63,749,695 

Impartir capacitación en 
Derechos Humanos y establecer 
vínculos de colaboración interin-
stitucional

-98,902,283 -646,220  -   -99,548,503 

Comisión Reguladora de Energía -59,993,358  -    -   -59,993,358 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno -241,437  -    -   -241,437 

Actividades de apoyo adminis-
trativo -5,267,245  -    -   -5,267,245 

Regulación y permisos de elec-
tricidad -23,914,179  -    -   -23,914,179 

Regulación y permisos de Hidro-
carburos -30,570,497  -    -   -30,570,497 

Comunicaciones y Transportes -609,299,631 -6,764,250,910  -   -7,373,550,541 

Supervisión, regulación, in-
spección, verificación y servicios 
administrativos de construcción y 
conservación de carreteras

-54,729,940  3,128,450,282  -    3,073,720,342 

Proyectos de construcción de 
carreteras  -    2,154,331,117  -    2,154,331,117 

Reconstrucción y Conservación 
de Carreteras  -    706,915,304  -    706,915,304 

Sistema de Transporte Colectivo  -    500,000,000  -    500,000,000 

Programa de Empleo Temporal 
(PET) -184,186,661  230,119,703  -    45,933,042 

Programa México conectado  30,662,272  -    -    30,662,272 

Servicios de ayudas a la naveg-
ación aérea  59,780,188 -29,811,456  -    29,968,732 

Formación del personal de la 
marina mercante  1,827,675  -    -    1,827,675 
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Estudios y proyectos de con-
strucción de caminos rurales y 
carreteras alimentadoras

 -    2  -    2 

Operación de infraestructura 
marítimo-portuaria -656,252  -    -   -656,252 

Programa de subsidios al trans-
porte ferroviario de pasajeros -660,000  -    -   -660,000 

Investigación, estudios, proyec-
tos y capacitación en materia de 
transporte

-1,294,029  -    -   -1,294,029 

Estudios técnicos para la con-
strucción, conservación y operación 
de infraestructura de comunicacio-
nes y transportes

-1,354,746  -    -   -1,354,746 

Operación y Conservación de 
infraestructura ferroviaria -1,648,535  -    -   -1,648,535 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno -1,993,512  -    -   -1,993,512 

Estudios de pre inversión  -   -4,900,000  -   -4,900,000 

Derecho de Vía -7,655,482  -    -   -7,655,482 

Investigación, estudios y proyec-
tos en materia espacial -14,504,821  -    -   -14,504,821 

Regulación y supervisión del 
programa de protección y medicina 
preventiva en transporte multimodal

-15,012,857  -    -   -15,012,857 

Servicios de telecomunicaciones, 
satelitales, telegráficos y de trans-
ferencia de fondos

-21,257,773  -    -   -21,257,773 

Supervisión y verificación de con-
cesiones en telecomunicaciones -22,492,559  -    -   -22,492,559 

Definición, conducción y super-
visión de la política de comunica-
ciones y transportes

-24,641,166  -    -   -24,641,166 

Desarrollo de Infraestructura 
Aeroportuaria -31,891,592  -    -   -31,891,592 

Servicios de correo -39,947,373  -    -   -39,947,373 

Conservación de infraestructura 
marítimo-portuaria  -   -42,115,122  -   -42,115,122 

Actividades de apoyo adminis-
trativo -50,503,439  -    -   -50,503,439 

Proyectos de infraestructura de 
ciencia y tecnología  -   -54,917,003  -   -54,917,003 

Supervisión, inspección y 
verificación del transporte terrestre, 
marítimo y aéreo

-227,139,029  -    -   -227,139,029 

Sistema Satelital  -   -1,106,396,676  -   -1,106,396,676 

Proyectos de construcción de 
puertos  -   -1,128,121,391  -   -1,128,121,391 

Conservación de infraestructura 
de caminos rurales y carreteras 
alimentadoras

 -   -1,640,989,586  -   -1,640,989,586 

Proyectos de construcción de 
carreteras alimentadoras y cami-
nos rurales

 -   -3,464,603,542  -   -3,464,603,542 

Proyectos de Infraestructura 
Ferroviaria  -   -6,012,212,542  -   -6,012,212,542 
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Consejería Jurídica del Ejecutivo 
Federal  9,870,845  -    -    9,870,845 

Asesoramiento en materia ju-
rídica al Presidente de la Republica 
y al Gobierno Federal.

 7,508,552  -    -    7,508,552 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  1,858,463  -    -    1,858,463 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  503,830  -    -    503,830 

Consejo Nacional de Ciencia y 
Tecnología  604,955,654 -642,591,423  -   -37,635,769 

Becas de posgrado y apoyos a 
la calidad  600,000,000  -    -    600,000,000 

Sistema Nacional de Investiga-
dores  400,000,000  -    -    400,000,000 

Investigación científica, desar-
rollo e innovación  107,205,954  -    -    107,205,954 

Diseño y evaluación de políticas 
en ciencia, tecnología e innovación  81,735,536  -    -    81,735,536 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  57,918,835  -    -    57,918,835 

Proyectos de infraestructura 
social de ciencia y tecnología  -    57,408,577  -    57,408,577 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  2,689,547  -    -    2,689,547 

Fortalecimiento sectorial de las 
capacidades científicas, tecnológi-
cas y de innovación

-150,000,000  -    -   -150,000,000 

Fomento Regional de las Capa-
cidades Científicas, Tecnológicas y 
de Innovación

-200,000,000  -    -   -200,000,000 

Fortalecimiento de la Infraestruc-
tura Científica y Tecnológica  -   -200,000,000  -   -200,000,000 

Apoyos para actividades científi-
cas, tecnológicas y de innovación -294,594,218  -    -   -294,594,218 

Innovación tecnológica para 
incrementar la productividad de 
las empresas

 -   -500,000,000  -   -500,000,000 

Cultura -712,126,103  -    -   -712,126,103 

Desarrollo Cultural  355,398,003  -    -    355,398,003 

Protección y conservación del 
Patrimonio Cultural  283,636,264  -    -    283,636,264 

Servicios educativos culturales y 
artísticos  43,781,633  -    -    43,781,633 

Servicios de Educación Superior 
y Posgrado  39,060,285  -    -    39,060,285 

Investigación Científica, Arque-
ológica y Antropológica  31,326,653  -    -    31,326,653 

Protección de los derechos 
tutelados por la Ley Federal del 
Derecho de Autor

 11,761,800  -    -    11,761,800 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  11,694,853  -    -    11,694,853 
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Producción y transmisión de 
materiales culturales y artísticos  11,051,847  -    -    11,051,847 

Educación y cultura indígena  4,577,665  -    -    4,577,665 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  1,970,279  -    -    1,970,279 

Programa Nacional de Becas  629,932  -    -    629,932 

Producción y distribución de 
libros y materiales artísticos y cul-
turales

-2,102,345  -    -   -2,102,345 

Servicios Cinematográficos -4,633,365  -    -   -4,633,365 

Programas de Cultura en las 
Entidades Federativas -1,500,279,607  -    -   -1,500,279,607 

Defensa Nacional  2,300,131,623  9,313,804,146  -    11,613,935,769 

Previsión para el fortalecimiento 
de Infraestructura Naval y Militar  -    9,485,000,000  -    9,485,000,000 

Programa de la Secretaria de la 
Defensa Nacional en Apoyo a la 
Seguridad Pública

 3,279,637,107  -    -    3,279,637,107 

Operación y desarrollo de la 
Fuerza Aérea Mexicana  745,557,971  1,468,246,893  -    2,213,804,864 

Investigación y desarrollo tec-
nológico, producción y manten-
imiento de armamento, municiones, 
explosivos, vehículos y equipos 
militares y sus accesorios

 170,596,859  -    -    170,596,859 

Mantenimiento y conservación 
de la infraestructura militar y ma-
quinaria pesada y administración 
inmobiliaria

 151,844,907  -    -    151,844,907 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  39,476,815  -    -    39,476,815 

Investigación, desarrollo y 
producción de vestuario y equipo 
militar y mantenimiento de infrae-
structura

 29,045,245  -    -    29,045,245 

Programa de justicia militar  10,560,993  -    -    10,560,993 

Programa de sanidad militar -44,096,530  44,723,948  -    627,418 

Derechos humanos  489,833  -    -    489,833 

Sistema educativo militar  449,347  -    -    449,347 

Programa de Emergencias Ra-
diológicas Externo (P.E.R.E.)  3,174  -    -    3,174 

Programa de Becas para los 
hijos del Personal de las Fuerza 
Armadas en activo

-34,498,431  -    -   -34,498,431 

Defensa de la Integridad, la 
Independencia, la Soberanía del 
Territorio Nacional

 1,096,477,645 -1,230,546,015  -   -134,068,370 

Proyectos de infraestructura gu-
bernamental de seguridad nacional  -   -453,620,680  -   -453,620,680 

Programa de Seguridad Públi-
ca de la Secretaria de la Defensa 
Nacional

-3,145,413,312  -    -   -3,145,413,312 

Desarrollo Agrario, Territorial y 
Urbano  647,298,526  -    -    647,298,526 
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Programa de acceso al finan-
ciamiento para soluciones habita-
cionales

 312,486,109  -    -    312,486,109 

Programa de Infraestructura  194,548,737  -    -    194,548,737 

Programa de Apoyo a la Vivienda  98,762,973  -    -    98,762,973 

Programa de Atención de Conflic-
tos Agrarios  17,000,000  -    -    17,000,000 

Procuración de justicia agraria  13,468,055  -    -    13,468,055 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  10,675,509  -    -    10,675,509 

Regularización y Registro de 
Actos Jurídicos Agrarios  10,254,907  -    -    10,254,907 

Obligaciones jurídicas Ineludibles  10,000,000  -    -    10,000,000 

Política de Desarrollo Urbano y 
Ordenamiento del Territorio  4,300,028  -    -    4,300,028 

Consolidación de Reservas 
Urbanas  2,639,721  -    -    2,639,721 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  1,586,254  -    -    1,586,254 

Atención de asuntos jurídicos en 
materia agraria, territorial, urbana 
y vivienda

 252,012  -    -    252,012 

Ordenamiento y regulación de la 
propiedad rural -1,093,715  -    -   -1,093,715 

Conducción e instrumentación de 
la política nacional de vivienda -1,677,301  -    -   -1,677,301 

Programa de Prevención de 
Riesgos -2,859,324  -    -   -2,859,324 

Programa para regularizar 
asentamientos humanos irregulares -5,760,738  -    -   -5,760,738 

Modernización del Catastro Rural 
Nacional -8,074,701  -    -   -8,074,701 

Programa de modernización de 
los registros públicos de la propie-
dad y catastros

-9,210,000  -    -   -9,210,000 

Desarrollo Social  1,232,532,381  73,334,069  -    1,305,866,450 

Pensión para Adultos Mayores  372,439,716  -    -    372,439,716 

PROSPERA Programa de Inclu-
sión Social  211,667,129  -    -    211,667,129 

Programa de estancias infantiles 
para apoyar a madres trabajadoras  186,008,557  -    -    186,008,557 

Comedores Comunitarios  146,501,124  -    -    146,501,124 

Programa de Abasto Rural a 
cargo de Dichonas, S.A. de C.V. 
(DICONSA)

 98,499,503  -    -    98,499,503 

Programa de Fomento a la 
Economía Social  23,400,741  73,134,069  -    96,534,810 

Programa de Abasto Social de 
Leche a cargo de Licona, S.A. de 
C.V.

 57,586,940  -    -    57,586,940 

Diseño y Conducción de la Políti-
ca Pública de Desarrollo Social  52,863,908  -    -    52,863,908 

Adquisición de leche nacional  49,252,097  -    -    49,252,097 
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Actividades de apoyo adminis-
trativo  37,798,834  -    -    37,798,834 

Promoción y evaluación de 
la política de desarrollo social y 
comunitario, la participación y la 
cohesión social

 37,481,120  -    -    37,481,120 

Programa de Empleo Temporal 
(PET)  34,646,435  -    -    34,646,435 

Programa 3 x 1 para Migrantes  22,787,194  -    -    22,787,194 

Programa de Atención a Jornale-
ros Agrícolas  13,549,619  -    -    13,549,619 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  10,362,089  -    -    10,362,089 

Articulación de políticas públicas 
integrales de juventud  9,078,331  -    -    9,078,331 

Programas del Fondo Nacional 
de Fomento a las Artesanías (FON-
ART)

 8,322,667  -    -    8,322,667 

Programa de Coinversión Social  6,172,360  -    -    6,172,360 

Servicios a grupos con necesi-
dades especiales  3,618,926  -    -    3,618,926 

Subsidios a programas para 
jóvenes  1,682,299  -    -    1,682,299 

Desarrollo integral de las perso-
nas con discapacidad  1,552,532  -    -    1,552,532 

Seguro de vida para jefas de 
familia  603,066  -    -    603,066 

Proyectos de inmuebles (oficinas 
administrativas)  -    200,000  -    200,000 

Programa de Apoyo a las Instan-
cias de Mujeres en las Entidades 
Federativas (PAIMEF)

-39,542,890  -    -   -39,542,890 

Evaluación de los programas 
sociales -113,799,916  -    -   -113,799,916 

Deuda Pública  72,806,925,004  -    -    72,806,925,004 

Valores gubernamentales  75,106,062,504  -    -    75,106,062,504 

Fondo de ahorro SAR  366,898,027  -    -    366,898,027 

Pensión ISSSTE  6,939,122  -    -    6,939,122 

Banca comercial  3  -    -    3 

Coberturas -1,010,000  -    -   -1,010,000 

Bilaterales -30,454,392  -    -   -30,454,392 

Organismos financieros interna-
cionales -614,614,962  -    -   -614,614,962 

Otros financiamientos -779,266,033  -    -   -779,266,033 

Bonos -1,247,629,265  -    -   -1,247,629,265 

Economía -35,165,575  39,021,199  -    3,855,624 

Negociación, administración y 
defensa de Tratados y Acuerdos 
Internacionales de comercio e 
inversión

 491,277,242  -    -    491,277,242 

Proyectos estratégicos para la 
atracción de inversión extranjera  -    241,200,000  -    241,200,000 

Fondo Nacional Emprendedor -549,735  180,643,916  -    180,094,181 
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Promoción del comercio exterior 
y atracción de inversión extranjera 
directa

 25,074,658  -    -    25,074,658 

Protección de los derechos de 
los consumidores y Sistema Nacio-
nal de Protección al Consumidor

 12,135,801  -    -    12,135,801 

Generación y difusión de infor-
mación para el consumidor    11,627,492  -    -    11,627,492 

Programa para el desarrollo de la 
industria de software (PROSOFT) y 
la innovación

 -    10,312,284  -    10,312,284 

Vigilancia del cumplimiento de la 
normatividad y fortalecimiento de la 
certeza jurídica entre proveedores 
y consumidores

 8,593,033  -    -    8,593,033 

Programa para la productividad y 
competitividad industrial -32,225  7,589,232  -    7,557,007 

Producción de información ge-
ológica del territorio nacional  6,180,868  -    -    6,180,868 

Desarrollo tecnológico y 
prestación de servicios metrológi-
cos para la competitividad 

 4,436,461  -    -    4,436,461 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  2,140,659  -    -    2,140,659 

Fortalecimiento de la competi-
tividad y transparencia del marco 
regulatorio que aplica a los par-
ticulares

 834,576  -    -    834,576 

Programa nacional de financia-
miento al microempresario y a la 
mujer rural

 -    380,141  -    380,141 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  176,316  -    -    176,316 

Regulación, modernización y 
promoción de la actividad minera -2,023,248  -    -   -2,023,248 

Aplicación y modernización del 
marco regulatorio y operativo en 
materia mercantil, de normalización 
e inversión extranjera

-2,573,716  -    -   -2,573,716 

Diseño e instrumentación de 
acciones en materia de com-
petitividad, competencia y política 
regulatoria

-11,166,338  -    -   -11,166,338 

Planeación, elaboración y segui-
miento de las políticas y programas 
de la dependencia

-14,565,058  -    -   -14,565,058 

Atención de trámites y promoción 
de los programas de la Secretaria 
en las entidades federativas

-26,080,956  -    -   -26,080,956 

Instrumentación de políticas 
de fomento para los emprend-
edores y las micro, pequeñas y 
medianas empresas

-59,850,423  -    -   -59,850,423 

Promoción del desarrollo, com-
petitividad e innovación de los 
sectores industrial, comercial y de 
servicios

-71,064,125  -    -   -71,064,125 

Mantenimiento de Infraestructura  -   -159,904,374  -   -159,904,374 
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Proyectos para la atracción de 
inversión extranjera estratégica  -   -241,200,000  -   -241,200,000 

Negociaciones internacionales 
para la integración y competitivi-
dad de México en las cadenas 
globales de valor

-409,736,857  -    -   -409,736,857 

Educación Pública  7,770,364,778  17,752,367  -    7,788,117,145 

Subsidios para organismos 
descentralizados estatales  3,613,537,204  -    -    3,613,537,204 

Servicios de Educación Superior 
y Posgrado  1,740,665,332  41,496,796  -    1,782,162,128 

Servicios de Educación Media 
Superior  1,663,996,289 -54,279,588  -    1,609,716,701 

Investigación Científica y Desar-
rollo Tecnológico  492,747,945  49,066,399  -    541,814,344 

Programa Nacional de Becas  497,726,212  -    -    497,726,212 

Producción y distribución de 
libros y materiales educativos  314,535,942  -    -    314,535,942 

Escuelas de Tiempo Completo  281,816,872  -    -    281,816,872 

Educación Inicial y Básica Co-
munitaria  222,027,411  -    -    222,027,411 

Proyectos de infraestructura 
social del sector educativo  -    206,522,920  -    206,522,920 

Desarrollo Cultural  162,488,490  10,561,467  -    173,049,957 

Producción y transmisión de 
materiales educativos  156,183,271  -    -    156,183,271 

Formación y certificación para 
el trabajo  149,361,016  -    -    149,361,016 

Diseño de la Política Educativa  122,587,483  -    -    122,587,483 

Educación para Adultos (INEA)  110,119,407  -    -    110,119,407 

Programa de la Reforma Edu-
cativa  102,527,827  -    -    102,527,827 

PROSPERA Programa de Inclu-
sión Social  96,046,121  -    -    96,046,121 

Programa para el Desarrollo 
Profesional Docente  79,209,609  -    -    79,209,609 

Atención al deporte  60,511,508  -    -    60,511,508 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  49,363,163  -    -    49,363,163 

Normar los servicios educativos  44,181,141  -    -    44,181,141 

Programa Nacional de Ingles  37,784,645  -    -    37,784,645 

Programa para la Inclusión y la 
Equidad Educativa  18,358,177  -    -    18,358,177 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  13,089,610  -    -    13,089,610 

Programa Nacional de Conviven-
cia Escolar  12,476,173  -    -    12,476,173 

Programa de infraestructura 
física educativa  9,292,121  -    -    9,292,121 

Producción y distribución de 
libros y materiales culturales  6,845,975  -    -    6,845,975 

Normalización y certificación en 
competencias laborales  2,050,417  -    -    2,050,417 
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Políticas de igualdad de género 
en el sector educativo  477,879  -    -    477,879 

Programa de Formación de 
Recursos Humanos basada en 
Competencias

 -    354,849  -    354,849 

Evaluaciones de la calidad de la 
educación -7,013,437  -    -   -7,013,437 

Carrera Docente en UPES -22,871,713  -    -   -22,871,713 

Programa de Cultura Física y 
Deporte -35,533,825  -    -   -35,533,825 

Mantenimiento de Infraestructura  -   -235,970,476  -   -235,970,476 

Expansión de la Educación 
Media Superior y Superior -430,430,132  -    -   -430,430,132 

Fortalecimiento a la educación 
temprana y el desarrollo infantil -500,000,000  -    -   -500,000,000 

Apoyos para la atención a prob-
lemas estructurales de las UPES -600,000,000  -    -   -600,000,000 

Fortalecimiento de la Calidad 
Educativa -693,793,355  -    -   -693,793,355 

Energía  48,659,812  -    -    48,659,812 

Investigación, desarrollo tec-
nológico y prestación de servicios 
en materia nuclear y eléctrica

 17,629,046  -    -    17,629,046 

Fondos de Diversificación En-
ergética  13,643,190  -    -    13,643,190 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  6,951,136  -    -    6,951,136 

Coordinación de la política ener-
gética en hidrocarburos  3,942,929  -    -    3,942,929 

Gestión, promoción, supervisión 
y evaluación del aprovechamiento 
sustentable de la energía

 3,934,907  -    -    3,934,907 

Regulación y supervisión de ac-
tividades nucleares y radiológicas  1,112,514  -    -    1,112,514 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  901,251  -    -    901,251 

Conducción de la política ener-
gética  809,576  -    -    809,576 

Coordinación de la política ener-
gética en electricidad -264,737  -    -   -264,737 

Entidades no Sectorizadas  323,577,929  -    -    323,577,929 

Programa de Infraestructura In-
dígena  108,424,128  -    -    108,424,128 

Protección y Defensa de los 
Contribuyentes  103,191,262  -    -    103,191,262 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  94,701,731  -    -    94,701,731 

Programa de Apoyo a la Edu-
cación Indígena  60,415,480  -    -    60,415,480 

Planeación y Articulación de la 
Acción Pública hacia los Pueblos 
Indígenas

 52,899,569  -    -    52,899,569 

Atención a Victimas  49,036,518  -    -    49,036,518 
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Programa para el Mejoramiento 
de la Producción y la Productividad 
Indígena

 36,979,415  -    -    36,979,415 

Programa de Derechos Indíge-
nas  15,169,690  -    -    15,169,690 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  3,038,439  -    -    3,038,439 

Recopilación y producción de 
material informativo (Notimex) -1,118,977  -    -   -1,118,977 

Producción y Difusión de Mate-
riales Audiovisuales -7,084,974  -    -   -7,084,974 

Fortalecimiento de la Igualdad 
Sustantiva entre Mujeres y Hom-
bres

-13,219,315  -    -   -13,219,315 

Fortalecimiento a la Transversali-
dad de la Perspectiva de Genero -178,855,037  -    -   -178,855,037 

Erogaciones para los Programas de 
Apoyo a Ahorradores y Deudores 
de la Banca

 2,319,700,200  -    -    2,319,700,200 

I P A B  15,722,900,000  -    -    15,722,900,000 

ESTADOS Y MUNICIPIOS Re-
estructuración en Urdís -1,543,999,900  -    -   -1,543,999,900 

HIPOTECARIO-VIVIENDA Re-
estructuración en Urdís -11,859,199,900  -    -   -11,859,199,900 

Función Pública  85,329,651  -    -    85,329,651 

Promoción de la cultura de la le-
galidad y el aprecio por la rendición 
de cuentas

 88,060,633  -    -    88,060,633 

Fiscalización a la gestión pública  13,080,045  -    -    13,080,045 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  8,306,258  -    -    8,306,258 

Integración de las estructuras 
profesionales del gobierno  496,799  -    -    496,799 

Inhibición y sanción de las prácti-
cas de corrupción -3,890,240  -    -   -3,890,240 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno -9,534,633  -    -   -9,534,633 

Regulación de los procesos, 
trámites y servicios de la Adminis-
tración Pública Federal

-11,189,211  -    -   -11,189,211 

Gobernación  5,092,608,632 -72,205,000  -    5,020,403,632 

Operativos para la prevención y 
disuasión del delito  3,909,373,064  -    -    3,909,373,064 

Administración del Sistema 
Federal Penitenciario  619,923,891  -    -    619,923,891 

Programa de Derechos Humanos  188,629,759  -    -    188,629,759 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  126,323,991  -    -    126,323,991 

Servicios de inteligencia para la 
Seguridad Nacional  64,993,811  -    -    64,993,811 

Política y servicios migratorios  62,684,606  -    -    62,684,606 

Implementar las políticas, pro-
gramas y acciones tendientes a 
garantizar la seguridad pública de 
la Nación y sus habitantes

 58,572,209  -    -    58,572,209 
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Servicios de protección, custodia, 
vigilancia y seguridad de personas, 
bienes e instalaciones

 57,358,540  -    -    57,358,540 

Impartición de justicia laboral 
para los trabajadores al servicio del 
Estado

 14,571,343  -    -    14,571,343 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  8,140,997  -    -    8,140,997 

Conducción de la política de 
comunicación social de la Adminis-
tración Pública Federal y la relación 
con los medios de comunicación

 7,469,943  -    -    7,469,943 

Plataforma México  6,594,619  -    -    6,594,619 

Coordinación del Sistema Nacio-
nal de Protección Civil  4,483,062  -    -    4,483,062 

Coordinación con las instancias 
que integran el Sistema Nacional 
de Seguridad Pública

 4,338,617  -    -    4,338,617 

Fomento de la cultura de la par-
ticipación ciudadana en la preven-
ción del delito

 4,238,284  -    -    4,238,284 

Registro e Identificación de 
Población  3,835,814  -    -    3,835,814 

Defensa jurídica de la Secretaria 
de Gobernación y compilación 
jurídica nacional y testamentaria 
ciudadana

 3,815,734  -    -    3,815,734 

Fortalecimiento de las institucio-
nes democráticas a fin de lograr las 
reformas legislativas que transfor-
men el orden jurídico nacional

 3,049,787  -    -    3,049,787 

Preservación y difusión del 
acervo documental de la Nación  2,154,363  -    -    2,154,363 

Planeación demográfica del país  1,775,422  -    -    1,775,422 

Regulación de los servicios de 
seguridad privada para coadyuvar 
a la prevención del delito

 1,752,548  -    -    1,752,548 

Conducción de la política del Go-
bierno Federal en materia religiosa  722,381  -    -    722,381 

Producción de programas infor-
mativos de radio y televisión del 
Ejecutivo Federal

 663,292  -    -    663,292 

Atención a refugiados en el país  383,721  -    -    383,721 

Promover la Protección de los 
Derechos Humanos y Prevenir la 
Discriminación

-2,931,699  -    -   -2,931,699 

Promover la atención y preven-
ción de la violencia contra las 
mujeres

-27,333,947  -    -   -27,333,947 

Conducción de la política interior -32,975,520  -    -   -32,975,520 

Mantenimiento de Infraestructura  -   -72,205,000  -   -72,205,000 

Hacienda y Crédito Publico -604,082,171 -545,536,987  -   -1,149,619,158 

Administración de los recursos y 
valores federales  581,703,063  -    -    581,703,063 

Recaudación de las contribucio-
nes federales  380,551,459  -    -    380,551,459 
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Control de la operación aduanera  203,956,952  -    -    203,956,952 

Diseño y aplicación de la política 
pública para el desarrollo de Zonas 
Económicas Especiales

 164,133,766  -    -    164,133,766 

Fomento y promoción para el 
desarrollo de Zonas Económicas 
Especiales

 141,605,601  -    -    141,605,601 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  114,819,791  -    -    114,819,791 

Diseño y conducción de la políti-
ca de gasto público  42,770,623  -    -    42,770,623 

Regulación y supervisión de las 
entidades del sistema financiero 
mexicano

 35,329,164  -    -    35,329,164 

Diseño de la política de ingresos  32,160,215  -    -    32,160,215 

Asesoría jurídica y represent-
ación judicial y administrativa de 
la SHCP

 29,527,013  -    -    29,527,013 

Regulación del sector financiero  15,642,121  -    -    15,642,121 

Detección y prevención de ilícitos 
financieros  15,293,932  -    -    15,293,932 

Optimización de los inmuebles 
federales y valuación de los bienes 
nacionales

 12,380,659  -    -    12,380,659 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  9,643,179  -    -    9,643,179 

Administración y enajenación de 
activos  3,251,575  -    -    3,251,575 

Regulación y supervisión del sec-
tor asegurador y afianzador  1,944,181  -    -    1,944,181 

Regulación y supervisión 
del Sistema de Ahorro para el 
Retiro

 1,633,405  -    -    1,633,405 

Administración, restauración y 
difusión del acervo patrimonial y 
documental de la SHCP

 625,472  -    -    625,472 

Protección y Defensa de los Usu-
arios de Servicios Financieros -965,406  -    -   -965,406 

Fortalecimiento del Sector de 
Ahorro y Crédito Popular y Coop-
erativo

-2,310,600  -    -   -2,310,600 

Inversión de Capital de Riesgo  -   -9,600,000  -   -9,600,000 

Capacitación para Productores e 
Intermediarios Financieros Rurales  -   -27,500,000  -   -27,500,000 

Programa de Inclusión Financiera -30,413,167 -8,351,135  -   -38,764,302 

Apoyos a los Sectores Pesquero 
y Rural  -   -50,000,000  -   -50,000,000 

Producción de impresos valora-
dos, no valorados, numerados y de 
seguridad

-61,388,539  -    -   -61,388,539 

Programa de aseguramiento 
agropecuario -100,000,000  -    -   -100,000,000 

Reducción de Costos de Acceso 
al Crédito  -   -100,000,000  -   -100,000,000 

Garantías Liquidas  -   -160,000,000  -   -160,000,000 
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Apoyo a Unidades de Promoción 
de Crédito  -   -162,500,000  -   -162,500,000 

Diseño y aplicación de la política 
económica -145,236,172 -27,585,852  -   -172,822,024 

Administración de los fondos y 
valores federales -557,740,458  -    -   -557,740,458 

Administración del Fondo de 
Pensiones -1,493,000,000  -    -   -1,493,000,000 

Información Nacional Estadística y 
Geográfica  540,085,069  15,086,601  -    555,171,670 

Censos Económicos  341,097,918  58,902,082  -    400,000,000 

Producción y difusión de infor-
mación estadística y geográfica  162,800,278 -45,316,984  -    117,483,294 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  77,110,472  -    -    77,110,472 

Censo de Población y Vivienda  19,048,077  1,441,503  -    20,489,580 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno -8,810,953  -    -   -8,810,953 

Planeación, Coordinación, Se-
guimiento y Evaluación del Sistema 
Nacional de Información Estadística 
y Geográfica

-18,041,327  -    -   -18,041,327 

Censo Agropecuario -33,119,396  60,000  -   -33,059,396 

Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del 
Estado

 18,983,266,664  60,000,000  -    19,043,266,664 

Pensiones y Jubilaciones  15,029,975,256  -    -    15,029,975,256 

Prevención y control de enfer-
medades  3,107,383,273  -    -    3,107,383,273 

Pensiones por Causa de Muerte  1,000,678,528  -    -    1,000,678,528 

Suministro de Claves de Medi-
camentos  581,300,657  -    -    581,300,657 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  580,032,951  -    -    580,032,951 

Gastos Administrativos por Oper-
ación de Fondos y Seguros  385,588,546  36,000,000  -    421,588,546 

Pensiones por Vejez  272,710,442  -    -    272,710,442 

Pensiones por Riesgos de Tra-
bajo  119,224,196  -    -    119,224,196 

Prestaciones sociales  76,028,957  -    -    76,028,957 

Pagos de Funeral  32,019,200  -    -    32,019,200 

Proyectos de infraestructura 
social.  -    24,000,000  -    24,000,000 

Pensiones por Cesantía  9,582,153  -    -    9,582,153 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  6,864,732  -    -    6,864,732 

Indemnizaciones Globales  4,336,321  -    -    4,336,321 

Investigación y desarrollo tec-
nológico en salud  3,083,510  -    -    3,083,510 

Subsidios y Ayudas  1,880,791  -    -    1,880,791 

Equidad de Genero  768,047  -    -    768,047 

Salomón Guzmán Rodríguez



59

Atención a Personas con Dis-
capacidad  724,650  -    -    724,650 

Pensiones por Invalidez  672,126  -    -    672,126 

Atención a la Salud -2,229,587,672  -    -   -2,229,587,672 

Instituto Federal de Telecomunica-
ciones  63,224,188 -45,224,188  -    18,000,000 

Regulación y Supervisión de 
los sectores Telecomunicaciones y 
Radiodifusión

 117,026,676 -34,645,983  -    82,380,693 

Regulación para el uso eficiente 
del espectro radioeléctrico  11,081,651 -1,818,403  -    9,263,248 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  9,614,332 -1,060,735  -    8,553,597 

Actividades de apoyo adminis-
trativo -74,498,471 -7,699,067  -   -82,197,538 

Instituto Mexicano del Seguro 
Social  55,242,749,690  1,358,968,777  -    56,601,718,467 

Pensiones en curso de pago Ley 
1973  29,056,213,970  -    -    29,056,213,970 

Atención a la Salud  11,067,722,873  -    -    11,067,722,873 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  6,835,749,604  -    -    6,835,749,604 

Régimen de Pensiones y Jubila-
ciones IMSS  6,238,197,877  -    -    6,238,197,877 

Proyectos de infraestructura so-
cial de asistencia y seguridad social  -    1,320,871,319  -    1,320,871,319 

Servicios de guardería  1,212,326,710  -    -    1,212,326,710 

Prevención y control de enfer-
medades  1,032,271,017  -    -    1,032,271,017 

Pago de subsidios a los asegu-
rados  1,006,040,280  -    -    1,006,040,280 

Prestaciones sociales  355,662,300  -    -    355,662,300 

Rentas vitalicias Ley 1997  185,607,378  -    -    185,607,378 

Programas de adquisiciones  -    134,981,236  -    134,981,236 

Investigación y desarrollo tec-
nológico en salud -8,518,467  -    -   -8,518,467 

Atención a la salud en el trabajo -11,172,739  -    -   -11,172,739 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno -23,452,608  -    -   -23,452,608 

Estudios de pre inversión  -   -23,783,547  -   -23,783,547 

Mantenimiento de Infraestructura  -   -73,100,231  -   -73,100,231 

Recaudación de ingresos obrero 
patronales -84,865,755  -    -   -84,865,755 

Operaciones ajenas -1,619,032,750  -    -   -1,619,032,750 

Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protec-
ción de Datos Personales

 111,553,112  31,064,172  -    142,617,284 

Garantizar el óptimo cumplimien-
to de los derechos de acceso a la 
información pública y la protección 
de datos personales

 38,658,471  -    -    38,658,471 

Salomón Guzmán Rodríguez



60

Coordinar el Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Infor-
mación y de Protección de Datos 
Personales

 26,046,950  7,397,439  -    33,444,389 

Promover el pleno ejercicio de 
los derechos de acceso a la infor-
mación pública y de protección de 
datos personales

 20,349,809  1,663,130  -    22,012,939 

Proyectos de inmuebles (oficinas 
administrativas)  -    22,000,000  -    22,000,000 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  12,408,950  3,603  -    12,412,553 

Desempeño organizacional y 
modelo institucional orientado a re-
sultados con enfoque de derechos 
humanos y perspectiva de género

 9,688,307  -    -    9,688,307 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  4,400,625  -    -    4,400,625 

Instituto Nacional Electoral  9,872,718,349  71,432,758  -    9,944,151,107 

Otorgamiento de prerrogativas a 
partidos políticos, fiscalización de 
sus recursos y administración de 
los tiempos del estado en radio y 
televisión

 3,040,978,938 -8,581,728  -    3,032,397,210 

Capacitación y educación para 
el ejercicio democrático de la ciu-
dadanía

 2,657,745,291 -1,973,851  -    2,655,771,440 

Organización electoral nacional  1,793,308,018  27,597,381  -    1,820,905,399 

Tecnologías de información y 
comunicaciones  661,280,865  156,786,451  -    818,067,316 

Dirección, soporte jurídico elec-
toral y apoyo logístico  710,395,043 -212,810  -    710,182,233 

Actualización del padrón electoral 
y expedición de la credencial para 
votar

 469,924,838 -13,806  -    469,911,032 

Gestión Administrativa  344,476,194 -100,744,054  -    243,732,140 

Vinculación con la sociedad  119,917,357 -1,305,343  -    118,612,014 

Organización del servicio profe-
sional electoral  47,207,795 -197,964  -    47,009,831 

Apoyo a la función pública y al 
mejoramiento de la gestión  33,274,572 -142,849  -    33,131,723 

Planeación, innovación, segui-
miento y evaluación -5,790,562  221,331  -   -5,569,231 

Instituto Nacional para la Evalu-
ación de la Educación  70,097,688  3,735,619  -    73,833,307 

Coordinación, Seguimiento y 
Supervisión  190,372,908  232,975  -    190,605,883 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  59,272,994  460,381  -    59,733,375 

Evaluación del Sistema Educa-
tivo Nacional  8,941,811  783,875  -    9,725,686 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  3,674,168  353,061  -    4,027,229 

Información y Fomento de la 
Cultura de la Evaluación -1,703,663  593,383  -   -1,110,280 
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Coordinación de la Política Na-
cional de Evaluación Educativa -3,267,288  690,412  -   -2,576,876 

Normatividad y Política Educativa -187,193,242  621,532  -   -186,571,710 

Marina  1,452,275,622  3,516,607,077  -    4,968,882,699 

Previsión para el fortalecimiento 
de Infraestructura Naval y Militar  -    4,015,000,000  -    4,015,000,000 

Administración y fomento de los 
servicios de salud  544,613,694  -    -    544,613,694 

Administración y Operación de 
Capitanías de Puerto y Asuntos 
Marítimos

 434,690,710  -    -    434,690,710 

Proyectos de infraestructura so-
cial de asistencia y seguridad social  -    376,542,079  -    376,542,079 

Sistema Educativo naval y pro-
grama de becas  248,880,107  -    -    248,880,107 

Proyectos de infraestructura gu-
bernamental de seguridad nacional  -    100,000,000  -    100,000,000 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  12,310,337  -    -    12,310,337 

Adquisición, construcción, repa-
ración y mantenimiento de uni-
dades navales

 544,477,324 -803,567,948  -   -259,090,624 

Emplear el Poder Naval de la 
Federación para salvaguardar 
la soberanía y seguridad nacio-
nales

-332,696,550 -171,367,054  -   -504,063,604 

Medio Ambiente y Recursos Na-
turales  455,618,041  531,410,576  -    987,028,617 

Infraestructura de agua potable, 
alcantarillado y saneamiento  -    2,006,250,408  -    2,006,250,408 

Gestión integral y sustentable 
del agua  349,098,147  -    -    349,098,147 

Agua Potable, Drenaje y Trata-
miento  7,296,453  156,633,324  -    163,929,777 

Apoyos para el Desarrollo For-
estal Sustentable  12,747,597  83,028,045  -    95,775,642 

Proyectos de inmuebles (oficinas 
administrativas)  -    95,609,278  -    95,609,278 

Programa de Apoyo a la Infrae-
structura Hidroagricola  3,676,700  81,281,141  -    84,957,841 

Programa de Manejo de áreas 
Naturales Protegidas  77,126,120  -    -    77,126,120 

Operación y mantenimiento de 
infraestructura hídrica  77,093,511  -    -    77,093,511 

Protección Forestal  75,122,873  -    -    75,122,873 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  42,713,784  -    -    42,713,784 

Regulación Ambiental  32,388,790  -    -    32,388,790 

Programa de Empleo Temporal 
(PET)  15,962,060  -    -    15,962,060 

Programa de Conservación para 
el Desarrollo Sostenible  268,501  11,248,606  -    11,517,107 

Investigación científica y tec-
nológica  10,977,558  -    -    10,977,558 
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Investigación en Cambio Climáti-
co, Sustentabilidad y Crecimiento 
Verde

 9,456,169  -    -    9,456,169 

Conservación y Aprovechamiento 
Sustentable de la Vida Silvestre  3,140,614  5,889,638  -    9,030,252 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  6,333,362  -    -    6,333,362 

Capacitación Ambiental y Desar-
rollo Sustentable  1,461,209  972,220  -    2,433,429 

Programa de Devolución de 
Derechos -203,415  -    -   -203,415 

Programas de Calidad del Aire y 
Verificación Vehicular -375,762  -    -   -375,762 

Planeación, Dirección y Evalu-
ación Ambiental -2,562,608  -    -   -2,562,608 

Regulación, Gestión y Super-
visión del Sector Hidrocarburos -4,467,484  -    -   -4,467,484 

Conducción de las políticas 
hídricas -5,001,965  -    -   -5,001,965 

Programa de Recuperación y Re-
población de Especies en Riesgo -8,562,827 -480,166  -   -9,042,993 

Normativa Ambiental e Instru-
mentos para el Desarrollo Sustent-
able

-16,919,657  -    -   -16,919,657 

Inspección y Vigilancia del Medio 
Ambiente y Recursos Naturales -18,888,759  -    -   -18,888,759 

Sistemas Meteorológicos e 
Hidrológicos -26,832,470  -    -   -26,832,470 

Sistema Nacional de áreas Natu-
rales Protegidas -55,402,782  -    -   -55,402,782 

Fideicomisos Ambientales -130,027,678  -    -   -130,027,678 

Rehabilitación y Modernización 
de Presas y Estructuras de Cabeza  -   -221,512,691  -   -221,512,691 

Infraestructura para la Protección 
de Centros de Población y áreas 
Productivas

 -   -412,437,020  -   -412,437,020 

Infraestructura para la modern-
ización y rehabilitación de riego 
y temporal tecnificado

 -   -1,275,072,207  -   -1,275,072,207 

Oficina de la Presidencia de la 
Republica -22,169,935  -    -   -22,169,935 

Asesoría, coordinación, difusión 
y apoyo técnico de las actividades 
del Presidente de la Republica

 31,720,470  -    -    31,720,470 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  3,290,494  -    -    3,290,494 

Atención y seguimiento a las 
solicitudes y demandas de la ciu-
dadanía.

 2,908,342  -    -    2,908,342 

Coordinación y apoyo de las 
acciones a cargo del Consejo de 
Seguridad Nacional

 1,524,078  -    -    1,524,078 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno -679,926  -    -   -679,926 
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Apoyo a las actividades de se-
guridad y logística para garantizar 
la integridad del Ejecutivo Federal

-60,933,393  -    -   -60,933,393 

Participaciones a Entidades Fed-
erativas y Municipios  147,765,219  -    63,802,749,010  63,950,514,229 

Fondo General de Participacio-
nes  -    -    52,617,476,471  52,617,476,471 

Otros conceptos participables e 
incentivos económicos  -    -    9,040,696,091  9,040,696,091 

Fondo de Fomento Municipal  -    -    2,144,576,448  2,144,576,448 

Fondo de Compensación del Im-
puesto sobre Automóviles Nuevos  147,765,219  -    -    147,765,219 

Petróleos Mexicanos  8,537,028,224  -    -    8,537,028,224 

Aportaciones para pago de 
pensiones y jubilaciones  10,079,111,233  -    -    10,079,111,233 

Prestación de servicios corpo-
rativos  9,760,362,439  -    -    9,760,362,439 

Mantenimiento de Infraestructura  -    5,005,498,393  -    5,005,498,393 

Programas de adquisiciones  -    2,500,181,103  -    2,500,181,103 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  1,541,107,134  -    -    1,541,107,134 

Otros proyectos de infraestruc-
tura  -    969,711,499  -    969,711,499 

Servicios médicos al personal de 
PEMEX  582,636,915  -    -    582,636,915 

Estudios de pre inversión  -    367,989,392  -    367,989,392 

Servicios de perforación, ter-
minación, reparación, así como 
actividades y servicios relacionados 
a pozos

 330,000,000  -    -    330,000,000 

Conservación de infraestructura 
marítimo-portuaria  -    274,856,418  -    274,856,418 

Proyectos de inmuebles (oficinas 
administrativas)  -    3,000,000  -    3,000,000 

Otros proyectos de infraestruc-
tura social  -   -25,215,498  -   -25,215,498 

Proyectos de infraestructura so-
cial de asistencia y seguridad social  -   -36,501,323  -   -36,501,323 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno -333,988,847  -    -   -333,988,847 

Prestación de servicios de teleco-
municaciones internos a PEMEX -556,848,444  -    -   -556,848,444 

Operación y mantenimiento de la 
infraestructura en ecología -1,102,644,146  -    -   -1,102,644,146 

Distribución de petróleo, gas, 
petrolíferos y petroquímicos -2,101,483,869  -    -   -2,101,483,869 

Comercialización de petróleo, 
gas, petrolíferos y petroquímicos -2,167,675,488  -    -   -2,167,675,488 

Producción de petróleo, gas, 
petrolíferos y petroquímicos -7,493,548,703  -    -   -7,493,548,703 

Proyectos de infraestructura 
económica de hidrocarburos  -   -9,059,519,984  -   -9,059,519,984 

Poder Judicial  7,251,211,138  537,946,636  -    7,789,157,774 

Otras Actividades  7,251,211,138  537,946,636  -    7,789,157,774 
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Poder Legislativo  1,179,591,410 -252,190,608  -    927,400,802 

Actividades derivadas del trabajo 
legislativo  1,155,758,884 -14,639,086  -    1,141,119,798 

Entregar a la Cámara de Diputa-
dos del H. Congreso de la Unión, 
el informe sobre la revisión de la 
Cuenta de la Hacienda Pública 
Federal

 23,832,526 -69,482,262  -   -45,649,736 

Otros Proyectos  -   -73,925,155  -   -73,925,155 

Mantenimiento de Infraestructura  -   -94,144,105  -   -94,144,105 

Previsiones y Aportaciones para 
los Sistemas de Educación Básica, 
Normal, Tecnológica y de Adultos

 1,277,231,479  -    -    1,277,231,479 

Servicios de educación básica 
en el D.F.  2,007,509,150  -    -    2,007,509,150 

Servicios de educación normal 
en el D.F.  228,807,661  -    -    228,807,661 

Becas para la población atendida 
por el sector educativo  10,780,197  -    -    10,780,197 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  512,294  -    -    512,294 

Previsiones salariales y económi-
cas del Fondo de Aportaciones 
para la Educación Tecnológica y de 
Adultos

-1,679,782  -    -   -1,679,782 

Actividades de apoyo adminis-
trativo -95,317,174  -    -   -95,317,174 

Previsiones salariales y económi-
cas del Fondo de Aportaciones 
para la Nómina Educativa y Gasto 
Operativo (FONE)

-873,380,867  -    -   -873,380,867 

Procuraduría General de la Re-
publica  359,152,086 -12,824,945  -    346,327,141 

Investigar y perseguir los delitos 
del orden federal  147,138,421  -    -    147,138,421 

Promoción del Desarrollo Hu-
mano y Planeación Institucional  125,303,089  -    -    125,303,089 

Investigar y perseguir los delitos 
relativos a la Delincuencia Orga-
nizada

 66,617,041 -9,712,041  -    56,905,000 

Representación jurídica de la 
Federación en el ámbito nacional e 
internacional

 35,726,108  -    -    35,726,108 

Investigar y perseguir los delitos 
federales de carácter especial  23,208,221  -    -    23,208,221 

Supervisar y vigilar la aplicación 
del marco legal en la investigación 
y persecución del delito del orden 
federal

 4,347,923  -    -    4,347,923 

Investigar, perseguir y prevenir 
delitos del orden electoral  1,575,923  -    -    1,575,923 

Solucionar y promover las con-
troversias en materia penal federal 
mediante la aplicación de mecanis-
mos alternativos

 1,513,443  -    -    1,513,443 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  194,923  -    -    194,923 
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Mantenimiento de Infraestructura  -   -3,112,904  -   -3,112,904 

Actividades de apoyo adminis-
trativo -5,249,320  -    -   -5,249,320 

Investigación académica en el 
marco de las ciencias penales -7,972,147  -    -   -7,972,147 

Promoción del respeto a los 
derechos humanos y atención a 
víctimas del delito

-33,251,539  -    -   -33,251,539 

Provisiones Salariales y Económi-
cas -5,649,063,919 -19,027,349,739  -   -24,676,413,658 

Subsidios a las Tarifas Eléctricas  7,065,000,000  -    -    7,065,000,000 

FEIP  -    778,800,000  -    778,800,000 

Fondo para la modernización del 
patrimonio cultural federal  725,000,000  -    -    725,000,000 

Provisiones Salariales y 
Económicas  618,808,618  -    -    618,808,618 

Fondo para entidades federativas 
y municipios productores de hidro-
carburos

 -    612,200,000  -    612,200,000 

Fondo de Desastres Naturales 
(FONDEN)  -    608,012,744  -    608,012,744 

Seguridad y Logística  -    381,298,063  -    381,298,063 

CONACYT  -    230,200,000  -    230,200,000 

FEIEF  -    226,700,000  -    226,700,000 

Situaciones laborales superve-
nientes  191,668,203  -    -    191,668,203 

Fondo para la Transición  -    150,000,000  -    150,000,000 

Fondo para la Accesibilidad en el 
Transporte Publico para las Perso-
nas con discapacidad

-4,470,000  57,470,000  -    53,000,000 

Fondo Metropolitano -32,401,709  60,926,656  -    28,524,947 

Fondo Regional -23,155,997  43,541,454  -    20,385,457 

Programa de Separación Laboral   7,768,657  -    -    7,768,657 

Fondo de Prevención de Desas-
tres Naturales (FOPREDEN)  -    1,578,993  -    1,578,993 

Comisiones y pago a CECOBAN  750,856  -    -    750,856 

Provisión para la Armonización 
Contable  491,811  -    -    491,811 

Fiscalización  100,000  -    -    100,000 

Conservación, Operación y 
Equipamiento de la Cámara de 
Diputados

 -   -80,000,000  -   -80,000,000 

CNH-CRE  -   -261,200,000  -   -261,200,000 

Fondo de Apoyo a Migrantes -263,000,000  -    -   -263,000,000 

Proyectos para el Desarrollo 
Regional de la Zona Henequenal 
del Sureste

 -   -323,000,000  -   -323,000,000 

Fondo para Fronteras  -   -750,000,000  -   -750,000,000 

Fondo de Capitalidad -24,500,000 -1,175,500,000  -   -1,200,000,000 

Operación y Mantenimiento del 
Programa de Seguridad y Moni-
toreo en el Estado de México

-1,502,054,004  -    -   -1,502,054,004 
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Programas Regionales  -   -2,837,421,312  -   -2,837,421,312 

Fondo para el Fortalecimiento 
Financiero -3,243,603,803  -    -   -3,243,603,803 

Fondo para el Fortalecimiento 
de la Infraestructura Estatal y 
Municipal

-8,996,264,972  -    -   -8,996,264,972 

Proyectos de Desarrollo Re-
gional -169,201,579 -16,750,956,337  -   -16,920,157,916 

Relaciones Exteriores  773,933,181  10,068,529  -    784,001,710 

Atención, protección, servicios y 
asistencia consulares  290,029,261  -    -    290,029,261 

Diseño, conducción y ejecución 
de la política exterior  174,804,502  -    -    174,804,502 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  136,356,944  -    -    136,356,944 

Coordinación, promoción y eje-
cución de la Cooperación interna-
cional para el desarrollo

 102,811,311  -    -    102,811,311 

Promoción y defensa de los 
intereses de México en el ámbito 
multilateral

 68,532,032  -    -    68,532,032 

Proyectos de inmuebles (oficinas 
administrativas)  -    10,068,529  -    10,068,529 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  1,217,169  -    -    1,217,169 

Fortalecimiento de las capacid-
ades del Servicio Exterior Mexicano 
y de la Cancillería.

 181,962  -    -    181,962 

Salud  47,156,907  70,137,056  -    117,293,963 

Atención a la Salud  783,493,103  233,769,966  -    1,017,263,069 

Seguro Popular  589,979,369 -317,850,378  -    272,128,991 

Formación y capacitación de 
recursos humanos para la salud  183,987,036  -    -    183,987,036 

Mantenimiento de Infraestructura  -    109,889,000  -    109,889,000 

PROSPERA Programa de Inclu-
sión Social  107,002,771  -    -    107,002,771 

Seguro Médico Siglo XXI  93,663,791  -    -    93,663,791 

Programa de vacunación  76,119,078  -    -    76,119,078 

Prevención y atención contra las 
adicciones  61,037,440  -    -    61,037,440 

Investigación y desarrollo tec-
nológico en salud  48,630,480  -    -    48,630,480 

Fortalecimiento a la atención 
medica  35,317,286  5,928,668  -    41,245,954 

Servicios de asistencia social 
integral  39,480,953  -    -    39,480,953 

Proyectos de infraestructura 
social de salud  -    20,987,786  -    20,987,786 

Proyectos de inmuebles (oficinas 
administrativas)  -    17,412,014  -    17,412,014 

Protección Contra Riesgos Sani-
tarios  16,351,810  -    -    16,351,810 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  14,615,838  -    -    14,615,838 
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Asistencia social y protección del 
paciente  9,153,169  -    -    9,153,169 

Apoyos para la protección de las 
personas en estado de necesidad  7,949,378  -    -    7,949,378 

Prevención y control de enfer-
medades  5,882,263  -    -    5,882,263 

Calidad en la Atención Medica  2,728,486  -    -    2,728,486 

Programa de estancias infantiles 
para apoyar a madres trabajadoras  2,498,185  -    -    2,498,185 

Programa de Atención a Perso-
nas con Discapacidad  1,999,764  -    -    1,999,764 

Prevención y Control de So-
brepeso, Obesidad y Diabetes  619,746  -    -    619,746 

Salud materna, sexual y repro-
ductiva  590,446  -    -    590,446 

Prevención y atención de VIH/
SIDA y otras ITS  332,818  -    -    332,818 

Protección y restitución de los 
derechos de las niñas, niños y 
adolescentes

-621,577  -    -   -621,577 

Regulación y vigilancia de estab-
lecimientos y servicios de atención 
medica

-1,247,997  -    -   -1,247,997 

Programa de Desarrollo Comuni-
tario “Comunidad Diferente” -6,798,000  -    -   -6,798,000 

Vigilancia epidemiológica -27,898,280  -    -   -27,898,280 

Actividades de apoyo adminis-
trativo -63,909,605  -    -   -63,909,605 

Rectoría en Salud -83,800,844  -    -   -83,800,844 

Fortalecimiento de los Servi-
cios Estatales de Salud -1,850,000,000  -    -   -1,850,000,000 

Trabajo y Previsión Social  290,145,912  10,703,480  -    300,849,392 

Conciliación entre empleadores 
y sindicatos  150,919,822  -    -    150,919,822 

Programa de Apoyo al Empleo 
(PAE)  53,390,095  10,703,480  -    64,093,575 

Ejecución de los programas y 
acciones de la Política Laboral  30,074,396  -    -    30,074,396 

Capacitación para Incrementar la 
Productividad  14,349,002  -    -    14,349,002 

Impartición de justicia laboral  13,133,670  -    -    13,133,670 

Instrumentación de la política 
laboral  10,400,274  -    -    10,400,274 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  8,861,955  -    -    8,861,955 

Procuración de justicia laboral  6,150,041  -    -    6,150,041 

Evaluación del Salario Mínimo  1,104,967  -    -    1,104,967 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  942,484  -    -    942,484 

Registro de agrupaciones sin-
dicales  819,206  -    -    819,206 

Tribunal Federal de Justicia Admin-
istrativa  412,422,799  11,844,127  -    424,266,926 
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Impartición de Justicia Fiscal y 
Administrativa  407,290,880  16,866,745  -    424,157,625 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  5,131,919  -    -    5,131,919 

Proyectos de inmuebles (oficinas 
administrativas)  -   -5,022,618  -   -5,022,618 

Tribunales Agrarios  68,756,059  -    -    68,756,059 

Resolución de asuntos relativos 
a conflictos y controversias por la 
posesión y usufructo de la tierra

 46,470,878  -    -    46,470,878 

Resolución de juicios agrarios 
rotatorios de tierras y los recursos 
de revisión

 18,562,007  -    -    18,562,007 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  3,691,479  -    -    3,691,479 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  31,695  -    -    31,695 

Turismo  6,444,944 -237,674,301  -   -231,229,357 

Mantenimiento de Infraestructura  -    92,780,228  -    92,780,228 

Programa de Desarrollo Regional 
Turístico Sustentable y Pueblos 
Mágicos

 17,067,566  -    -    17,067,566 

Promoción de México como 
Destino Turístico  14,235,109  -    -    14,235,109 

Programa de Calidad y Atención 
Integral al Turismo  5,909,840  -    -    5,909,840 

Desarrollo y promoción de 
proyectos turísticos sustentables  3,575,744  -    -    3,575,744 

Regulación y certificación de 
estándares de calidad turística        2,191,392  -    -    2,191,392 

Actividades de apoyo a la función 
pública y buen gobierno  1,167,378  -    -    1,167,378 

Impulso a la competitividad del 
sector turismo  920,078  -    -    920,078 

Actividades de apoyo adminis-
trativo  907,372  -    -    907,372 

Planeación y conducción de la 
política de turismo -9,680,228  -    -   -9,680,228 

Conservación y mantenimiento 
a los CIP’s -11,193,591  -    -   -11,193,591 

Fomento y promoción de la inver-
sión en el sector turístico -18,655,716  -    -   -18,655,716 

Proyectos de infraestructura 
de turismo  -   -330,454,529  -   -330,454,529 

Total general  332,889,073,726  7,227,150,364  63,802,749,010  403,918,973,100 

Fuente: elaboración propia con información de SHCP. Ordenado de mayor a menor de la diferencia del gasto total de 
2017-2016. 
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El Anteproyecto de Presupuesto de 
Egresos de la Federación: Incrementos 

Nominales y Reales 

Christian Von Roehrich 

I. Introducción
El poder ejecutivo está organizado en un 
conjunto de diversas instituciones que forma 
la Administración Pública Federal, esta última, 
a su vez, se clasifica en dos grandes grupos 
con características y propósitos bien 
diferenciados. En el primer grupo se 
encuentran las dependencias de la 
administración centralizada, integrada por 17 
Secretarías y una Consejería Jurídica del 
Ejecutivo Federal, y cuyas atribuciones se 
encuentran en la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, en este grupo 
se incluyen también 69 órganos 
desconcentrados, constituidos para el 
cumplimiento de tareas específicas y que 
jurídica y administrativamente forman parte de 
las secretarías de Estado y de la Procuraduría 
General de la República (PGR). El segundo 
grupo se conforma de los organismos 
desconcentrados, empresas de participación 
estatal, instituciones de crédito, instituciones 
de seguros y fianzas y fideicomisos públicos, 
estas entidades se rigen por la Ley Federal de 
las Entidades Paraestatales y su Reglamento.

Todas las dependencias de la administra-
ción pública requieren, para su funcionamien-
to, de recursos: económicos, materiales y hu-
manos, cada año el presupuesto de egresos, 
es presentado y aprobado en la Cámara de 

Diputados, contiene los montos de los recur-
sos a ejercerse y que son distribuidos a los 
tres poderes: legislativo, ejecutivo y federal, 
así como órdenes de gobierno: federal, esta-
tal y municipal, y éstas dependencias su vez 
para el buen funcionamiento.

Por ello, el objetivo del presente artículo es 
analizar el proyecto de presupuesto de egre-
sos de la federación para el ejercicio fiscal 
2018, de manera específica sobre los fondos 
y programas municipales, con el propósito de 
identificar el crecimiento de manera real de 
los fondos, ramos y programas.

II. Antecedentes históricos del Presupuesto 
de Egresos
Se cree que en los años 1,000 A.C, donde sur-
gieron las primeras ciudades y grandes civili-
zaciones, la que tuvo mayor importancia en 
nuestro país fue la Azteca (Rodríguez, 2001).

Según Carrasco Iriarte (2000), la forma po-
lítica de la organización económica estaba 
caracterizada por: el desarrollo de un sistema 
tributario, la existencia de tierras públicas, 
grandes obras organizadas por el Estado, la 
creación de almacenes estatales que concen-
traban los tributos; mercaderes profesionales 
y rutas de comercio.
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Para las tierras comunales o calpulli se des-
tinaban a tres pagos; la primera para el pago 
de los tributos del Estado; la segunda para 
solventar los gastos del gobierno interno; y la 
tercera para la manutención del representante 
estatal y las familias. Tanto en las tierras del 
calpulli como en la administración estatal, ha-
bían parcelas destinadas a los funcionarios o 
al sostenimiento de instituciones, los servicios 
y productos se entregaban directamente a los 
beneficiarios. 

También otra fuente de riqueza del Estado 
fueron los impuestos sobre las actividades 
mercantiles, sometidas a su control los asun-
tos relacionados con operaciones mercanti-
les, imponiendo casetas de vigilancia donde 
se cobraban aranceles por los productos que 
entraban a la ciudad y se destinaba para los 
gastos de los señores del clero.

En 1535, después de la caída del Imperio 
Azteca de 1521, la forma de gobierno de la 
Nueva España constituyó con la designación 
de Antonio de Mendoza, Primer Virrey Espa-
ñol. Los secretarios de despacho formaban 
los presupuestos anuales de los gastos de la 
administración pública, que se estime deban 
hacerse por su respectivo ramo, rendirán 
cuentas de los que se hubieren hecho. Las 
Cortes establecían y confirmaban anualmente 
las contribuciones, las cuales se repartían en-
tre los españoles con proporción a sus facul-
tades (Rosell, 2001).

En 1814, se expide el Decreto Constitucional 
para la Libertad de la América Mexicana, 
establece como obligaciones de los 
ciudadanos para con la patria una pronta 
disposición a contribuir a los gastos públicos, 
un sacrificio voluntario de los bienes y de la 
vida cuando sus necesidades lo exijan. Las 
atribuciones del Supremo Congreso son 
exclusivas: arreglar los gastos del gobierno, 
establecer contribuciones e impuestos, 

establecer el método conveniente para la 
administración, conservación y enajenación 
de los bienes propios del Estado, así como 
examinar y aprobar las cuentas de recaudación 
e inversión de la hacienda pública.

En 1822, se expide el Reglamento Provisio-
nal Político del Imperio Mexicano, establece 
que todo habitante del imperio debe contribuir 
en razón de sus proporciones. El Poder Legis-
lativo reside en la Junta Nacional Instituyente, 
cuya base orgánica, es organizar el plan de la 
hacienda pública a fin de que haya el caudal 
necesario para su ejecución con los gastos 
nacionales. Por su parte, las obligaciones del 
Emperador, decretar la inversión de los fon-
dos destinados a cada uno de los ramos pú-
blicos.

En 1824, se expide la Constitución Federal 
de los Estados Unidos Mexicanos, son facul-
tades exclusivas del Congreso General, fijar 
los gastos generales, establecer las contribu-
ciones necesarias para cubrirlos, arreglar su 
recaudación para determinar su inversión y 
tomar anualmente cuentas al gobierno. Entre 
las atribuciones del Presidente, publicar, cir-
cular y hacer guardar las leyes y decretos del 
congreso, cuidar la recaudación y decretar la 
inversión de las contribuciones generales.

En 1835, las bases constitucionales expe-
didas por el Congreso Constituyente, en su 
Artículo 14 establece que “una ley sistemati-
zará la hacienda pública en todos sus ramos”, 
considera el método de cuenta y razón, orga-
nizará el tribunal de Revisión de Cuentas y 
considera la jurisdicción económica y conten-
ciosa de este ramo.

En 1836, se promulgan las Leyes 
Constitucionales, la tercera a la séptima de las 
Siete Leyes, nos señala que el ejercicio del 
Poder Legislativo, se deposita en el Congreso 
General de la Nación, el cual se compondrá 
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de dos Cámaras: Diputados y Senadores. Las 
sesiones de trabajo se contemplan entre el 1º 
de enero y el 1º de julio de cada año, al 
concluir la aprobación del presupuesto a 
través de un estudio minucioso para su 
aprobación en el pleno.

En 1843, las Bases de Organización de la 
República Mexicana, en su Artículo 14, esta-
blece la obligación de todo mexicano a contri-
buir a la defensa de los gastos de la Nación. 
El Artículo 66 señala que el Congreso tenía la 
facultad de decretar anualmente los gastos 
que se han de hacer en el siguiente año y las 
contribuciones con que deben cubrirse, así 
como examinar y aprobar cada año la Cuenta 
General que debe presentar el Ministerio de 
Hacienda por el respectivo año anterior.

En 1857, la Constitución Federal de los Es-
tados Unidos Mexicanos, establece en el Artí-
culo 31, la obligación de todo mexicano a 
contribuir para los gastos públicos, así como 
de la Federación como del estado y munici-
pios en que resida, de la manera proporcional 
y equitativa. El supremo poder de la Federa-
ción, se divide para su ejercicio en Legislati-
vo, Ejecutivo y Judicial. El Congreso de la 
Unión tendrá cada uno dos periodos de sesio-
nes ordinarias: el primero comienza el 16 de 
septiembre y termina el 15 de diciembre; el 
segundo, inicia el 1 de abril y concluye el últi-
mo día de mayo. Para el segundo caso, se 
destinarán a sesiones exclusivas para exami-
nar y votar las contribuciones y los presupues-
tos de la cuenta del año siguiente.

En 1917, la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, ha experimentado 
múltiples modificaciones, a fin de responder a 
los cambios políticos y sociales de nuestro 
país, entre ellas son particularmente 
importantes las referidas al tema relativo a los 
antecedentes constitucionales del 
presupuesto de egresos, que es el tema que 

nos ocupa, en el Artículo 74, fracción IV, 
regula es facultad exclusiva de la Cámara de 
Diputados aprobar el presupuesto de gastos, 
discutiendo primero las contribuciones que a 
su juicio deban decretarse para aquel. Para el 
6 de diciembre de 1977 dicha fracción sufre 
de una notable modificación, la cual se 
describe como sigue: examinar, discutir y 
aprobar anualmente el presupuesto de 
egresos de la federación y del Distrito Federal, 
discutiendo primero las contribuciones que, a 
su juicio, deben decretarse para cubrirlo, así 
como revisar la cuenta pública del año 
anterior.

En la reforma del día 25 de octubre de 
1993, se omite la expresión del “Departamen-
to del Distrito Federal. La reforma del 30 de 
julio de 1999, se establece “para la revisión de 
la cuenta pública, la Cámara de Diputados se 
apoyará en las Entidades de Fiscalización Su-
perior de la Federación. Si aparecieran dis-
crepancias que se realice al examen entre las 
cantidades correspondientes a los ingresos o 
egresos, con relación a los conceptos y las 
partidas respectivas o no existieran exactitud 
o justificación en los ingresos obtenidos o en 
los gastos realizados, se determinarán las res-
ponsabilidades de acuerdo a la ley.

Las administraciones públicas, para com-
probar los gastos autorizados en el Presu-
puesto de Egresos deben presentar ante el 
Congreso de la Unión, por parte del Ejecutivo 
Federal, la cuenta anual. El examen de ésta se 
atribuye al Congreso, de acuerdo con el Artí-
culo 73, fracción XXVIII constitucional, un ex-
perto en materia contable es el encargo de 
revisarla, se debe verificar si están o no de 
acuerdo con las partidas respectivas del pre-
supuesto, además de comprender la exacti-
tud y justificación de los gastos hechos, con la 
fijación de las responsabilidades consiguien-
tes en el caso de que no se comprobara debi-
damente la erogación de dichos gastos.
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El proyecto de presupuesto no podrá presentarse si no se desglosa en programas específicos 
por cada área de actividad de las instituciones del Gobierno federal. Por lo anterior, el artículo 
74 constitucional señala la existencia de una cuenta programática y de una programación 
financiera, que antes en el presupuesto tradicional no existía. La cuenta pública corresponde la 
totalidad de los gastos públicos de los tres poderes, excepto de entidades de la Administración 
Pública Paraestatal que no estén comprometidos en el presupuesto.

III. Definición de Presupuesto de Egresos
El gobierno requiere de recursos económicos para poder cumplir con sus funciones y cometi-
dos. La orientación y el destino del gasto público se detallan en el Presupuesto de Egresos de 
la Federación, documento que autoriza de manera exclusiva la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión (CEFP, 2002).

El Presupuesto de Egresos, es el documento jurídico, contable y financiero que contiene los 
montos y destinos de los recursos económicos que el gobierno requiere durante un ejercicio 
fiscal, generalmente un año, con el objetivo de: proporcionar servicios educativos y de salud, 
construir carreteras y vivienda, apoyar el desarrollo del campo, generar y distribuir la electrici-
dad, garantizar la seguridad pública, garantizar el bienestar a través de programas sociales, 
desarrollar actividades reglamentarias y atender la hacienda municipal.

El Gobierno federal obtiene del pago de los impuestos, productos y aprovechamientos de la 
sociedad, ingresos petroleros, por la venta de bienes y servicios de las empresas y organismos 
públicos, contribuciones de trabajadores y patrones al sistema de seguridad social, así como 
de financiamientos que contrata. La diferencia entre los ingresos y el gasto, cuando este último 
es mayor se cubre con deuda pública, es decir, con los préstamos que las administraciones 
adquieren.

IV. El Presupuesto de Egresos de la Federación
De acuerdo con la Constitución general, el Poder Ejecutivo hace entrega del Proyecto de Egre-
sos de la Federación a la Cámara de Diputados durante los primeros días del mes de septiem-
bre, contiene los criterios generales de política económica e indicadores macroeconómicos, así 
como el desglose de los recursos asignados por programa, fondo y ramo.

Para 2018 el proyecto de presupuesto de egresos de la federación contempla un monto no-
minal de 5 billones 236 mil 375 millones de pesos. De estos recursos, el gasto programable por 
la cantidad de 3 millones 731 mil 687 millones de pesos (71%), mientras que los apoyos para el 
gasto no programable es de 1 billón 504 mil 687 millones de pesos (29%).

En el gráfico primero se presentan los montos nominales de los presupuestos de 2012 a la 
fecha, se puede notar los aumentos substanciales año tras año de conformidad con la progra-
mación y atención de necesidades de la administración pública en todos los órdenes de gobier-
no.
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Los montos del proyecto de presupuesto se contemplan valores nominales, sin embargo, para 
conocer el incremento real de 2018 respecto al 2017, es necesario considerar la tasa de infla-
ción pronosticada por el Banco de México, siendo del 3%, en la Tabla número 1 se aprecia que 
el proyecto presenta un incremento porcentual de 4.1.

Fuente: elaboración propia con datos de ANAC.

Fuente: elaboración ANAC.

Grafica 1. Comparativo PEF, montos nominales: 2012- 2018

Tabla 1. Incremento nominal y real del PEF en miles de millones
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ticos de la presente investigación se refiere a 
los estados y municipios, las transferencias 
intergubernamentales se les denomina trans-
ferencias federales.

La teoría nos dice el municipio con capaci-
dades institucionales menores cuentan con 
pocos ingresos propios dada la dificultad de 
impulsar su recaudación en un contexto don-
de la población puede pagar en menor medi-
da por la prestación de servicios públicos y 
contribuciones como el predial. Al mismo 
tiempo ese municipio es el que cuenta con 
mayores necesidades de gasto por habitante, 
dada la falta de infraestructura básica, urbani-
zación, entre otras carencias. Por su parte, el 
municipio metropolitano tiene más ingresos 
propios per cápita, pero también cuenta con 
necesidades de gasto per cápita alta, ya que 
requiere mantener y ampliar redes de servi-
cios públicos, además de que puede contar 
con una ciudadanía que demanda del munici-
pio diseñe políticas más allá de sus compe-
tencias constitucionales.

Las participaciones a entidades federati-
vas o Ramo 28 son los recursos asignados a 
los estados y los municipios en los términos 
establecidos por la Ley de Coordinación Fis-
cal y los Convenios de Adhesión al Sistema de 
Colaboración Administrativa en Materia Fiscal 
Federal.

En el segundo gráfico se presentan los 
montos nominales de los presupuestos de 
2012 a la fecha del ramo 28 se precia un in-
cremento considerable en cada anualidad, de 
conformidad con la programación del Ejecuti-
vo con el fin de atender las necesidades de la 
administración pública en todos los órdenes 
de gobierno.

Los montos del ramo 28 se contemplan 
valores nominales, sin embargo, para conocer 

VI. El PEF - 2018 en los ramos, fondos y 
programas de impacto municipal
Una de las funciones más importantes que 
lleva a cabo un Gobierno federal es la de 
impulsar la equidad entre regiones, de forma 
que se reduzca la brecha entre la capacidad 
de gasto o de inversión de los gobiernos 
municipales con mayores o menores niveles 
de autosuficiencia financiera.

Con el propósito de apoyar el desarrollo y 
fortalecimiento de los gobiernos municipales, 
es necesario contar con recursos necesarios 
para financiar servicios, programas y proyec-
tos, por ello es necesario examinar los ramos 
y fondos interés de los ayuntamientos que 
permitan a los funcionarios identificar y solu-
cionar la atención de necesidades y proble-
máticas locales.

6.1 Participaciones a entidades 
federativas y municipios (Ramo 28)
En todos los países federalistas, incluso en los 
más descentralizados, existen transferencias 
de un orden de gobierno a otro, los que 
permite a los gobiernos municipales financiar 
ciertos programas o funciones que con 
recursos propios no podrían hacer. En teoría, 
las transferencias pueden ir del gobierno 
federal a los locales y viceversa, el término 
más apropiado para referirse a este tipo de 
recursos son transferencias 
intergubernamentales.

Las transferencias intergubernamentales 
pueden definirse como “los recursos transferi-
do de un orden de gobierno a otro con el fin 
de financiar las necesidades de gasto del ám-
bito receptor” (SEGOB, 2011, pág. 12). Se tra-
ta de una definición general, resulta difícil es-
pecificar qué clase de recursos se pueden 
transferir, cuáles son los mecanismos de 
transparencia o qué tipo de necesidades de 
gasto se pretenden financiar, para fines prác-
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el incremento real de 2018 respecto al 2017, es necesario considerar la tasa de inflación 
pronosticada por el Banco de México, siendo del 3%, en la Tabla número 2 se aprecia que el 
proyecto presenta un incremento porcentual de 6.2.

Grafica 2. Comparativo Ramo 28, montos nominales: 2012- 2018

Fuente: elaboración propia con datos de ANAC.
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Los montos del ramo 28 se contemplan valores nominales, sin embargo, para conocer el incre-
mento real de 2018 respecto al 2017, es necesario considerar la tasa de inflación pronosticada 
por el Banco de México, siendo del 3%, en la tabla número 2 se aprecia que el proyecto presen-
ta un incremento porcentual de 6.2.

Fuente: elaboración ANAC.

Tabla 2. Incremento nominal y real del Ramo 28 en miles de millones
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La naturaleza de ejercicio del Ramo 28, alude al principio de criterio resarcitorio, se define 
como aquellas fórmulas o mecanismos que toman en cuenta el nivel de recaudación o el dina-
mismo y las características de una economía local para distribuir las transferencias. También se 
considera resarcitorio al esquema de distribución que considera los costos que tiene que asu-
mir un municipio como parte de su desarrollo económico, de ahí que se pueda decir que las 
transferencias federales distribuidas bajo criterios resarcitorios favorecen más a los estados y 
municipios con mayores capacidades institucionales donde se recauda más y donde se cuenta 
con mayor dinamismo económico.

Con el objetivo de analizar la naturaleza del criterio resarcitorio de las participaciones a 
entidades federativas y municipios, en la tabla siguiente se puede apreciar los montos y 
porcentajes de distribución, de esta forma, se concluye que no se cumple en algunos casos con 
la fórmula de distribución para la que fue creada, algunos estados reciben menos cantidad de 
dinero de la que recaudan por concepto de PIB estatal, por ejemplo: Campeche, Ciudad de 
México y Nuevo León, sin embargo, el porcentaje de participación es mayor.

Cuadro 1. Participaciones federales: montos y porcentajes de distribución
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Fuente: elaboración ANAC.

6.2 Aportaciones para entidades federativas (Ramo 33)
Las aportaciones federales para entidades federativas y municipios o Ramo 33 es el mecanismo 
presupuestario diseñado para transferir a los estados y municipios recursos que les permitan 
fortalecer su capacidad de respuesta y atender demandas de gobierno en los rubros de: edu-
cación, salud, infraestructura básica, fortalecimiento financiero, seguridad pública, programas 
de alimentación, asistencia social e infraestructura educativa.

En el tercer gráfico se presentan los montos nominales de los presupuestos de 2012 a la fe-
cha del ramo 33, se precia un incremento considerable en cada anualidad, de conformidad con 
la programación del Ejecutivo con el fin de atender las necesidades de la administración pública 
en todos los órdenes de gobierno.
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Los montos del ramo 33 se contemplan valores nominales, sin embargo, para conocer el incre-
mento real de 2018 respecto al 2017, es necesario considerar la tasa de inflación pronosticada 
por el Banco de México, siendo del 3%, en la Tabla número 3 se aprecia que el proyecto pre-
senta un incremento porcentual de 2.5.

La naturaleza de ejercicio del Ramo 33, alude al principio de criterios compensatorios, se define 
como aquellas fórmulas y mecanismos de distribución que toman en cuenta el nivel de rezago, 
marginación o pobreza como criterio para asignar las transferencias federales. Se trata de pro-
cedimientos que asignan más recursos a los estados o municipios o cualquier otro elemento 
que ponga en evidencia su mayor condición de vulnerabilidad. Con estos esquemas de distri-
bución el objetivo es “compensar” a los estados y municipios con más rezagos, de modo que 
se traduzca la brecha entre los de mayor y menor desarrollo. 

Grafica 3. Comparativo Ramo 33, montos nominales: 2012- 2018

Fuente: elaboración propia con datos de ANAC.

Tabla 3. Incremento nominal y real del Ramo 33 en miles de millones

Fuente: elaboración ANAC.
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Con el objetivo de analizar la naturaleza del criterio compensatorio de las aportaciones para 
entidades federativas, en la tabla siguiente se puede apreciar los montos y porcentajes de dis-
tribución, bajo las mismas circunstancias, se concluye que no se cumple con la fórmula de 
distribución para la que fue creada, algunos estados reciben mayor cantidad de dinero en co-
rrespondencia con su situación real y por lo tanto su porcentaje de participación no hay propor-
ción equitativa con las fórmulas: Estado de México, Jalisco y Veracruz.

Cuadro 2. Aportaciones federales: montos y porcentajes de distribución

Fuente: elaboración ANAC.
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6.3 Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social (FAIS) 
Conforme a lo señalado por el artículo 33 de la Ley de Coordinación Fiscal, los recursos del FAIS 
deberán beneficiar directamente a la población en pobreza extrema, localidades con alto o muy 
alto nivel de rezago social. El FAIS es uno de los ocho fondos que forman el Ramo 33, cuyo 
objetivo, es el financiamiento de obras y acciones sociales básicas que beneficien a los secto-
res de la población más vulnerable.

El FAIS cuenta con recursos equivalentes al 2.5% de la recaudación federal participable y se 
divide en dos fondos: el Fondo de infraestructura Social Estatal (FISE) y el Fondo de Infraestruc-
tura Social Municipal (FISM). El primero destinado a obras y acciones que beneficien preferen-
temente a la población de los municipios, demarcaciones territoriales que presenten mayores 
niveles de rezago social y pobreza extrema. El segundo destinado a agua potable, alcantarilla-
do, drenaje, electrificación, mejoramiento de vivienda, así como mantenimiento de infraestructu-
ra, conforme a lo señalado en el catálogo de acciones establecido en los lineamientos del fondo 
que emita la Secretaría de Desarrollo Social.

Los gobiernos locales deben utilizar los recursos del FAIS para la realización de obras y ac-
ciones que atiendan prioritariamente las carencias sociales identificadas en el informe anual de 
pobreza. Para ello los gobiernos locales deben incorporar a su plan de desarrollo estatal y/o 
municipal, la información contenida en el Informe que permita identificar los indicadores de re-
zago social y pobreza prioritarios a mejorar el bienestar de las comunidades.

En el cuarto gráfico se presentan los montos nominales de los presupuestos de 2012 a la 
fecha del FAIS, se presenta un incremento considerable en cada anualidad, de conformidad 
con la programación del Ejecutivo con el fin de atender las necesidades de la administración 
pública municipal en materia de obras.

Christian Von Roehrich

Grafica 4. Comparativo Ramo 28, montos nominales: 2012- 2018

Fuente: elaboración propia con datos de ANAC.
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Los montos FAIS se contemplan valores nominales, sin embargo, para conocer el incremento 
real de 2018 respecto al 2017, es necesario considerar la tasa de inflación pronosticada por el 
Banco de México, siendo del 3%, en la Tabla número 4 se aprecia que el proyecto presenta un 
incremento porcentual de 20.8.

6.4 Fondo para el Fortalecimiento Municipal y de las Demarcaciones Territoriales 
(Fortamun) 
Las aportaciones federales de los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de 
México se reciben a través del Fortamun, de conformidad con el artículo 37 de la Ley de Coor-
dinación Fiscal (LCF), se destinarán a la satisfacción de sus requerimientos, dando prioridad al 
cumplimiento de las obligaciones financieras, el pago de derechos y aprovechamientos por 
concepto de agua, y la atención de necesidades directamente vinculadas con la seguridad 
pública.

Los recursos del Fortamun se reciben con base en la proporción de población que tiene 
cada uno de los municipios del país con respecto del número total de habitantes del estado 
perteneciente. Las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México reciben 75% de los re-
cursos a partir de la proporción de población y el 25% restante de la población flotante.

De la gráfica 5, se puede notar un incremento en los montos nominales, sin embargo, para 
este año la programación del fondo para 2018 bajo a un 12.69% con respecto al 2017, lo que 
significa mejores recursos para cubrir los servicios que presentan los gobiernos municipales 
incluyendo las nuevas alcaldías de la Capital.

Christian Von Roehrich

Tabla 4. Incremento nominal y real del FAIS en miles de millones

Fuente: elaboración ANAC.
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Los montos del Fortamun se contemplan valores nominales, sin embargo, para conocer el incre-
mento real de 2018 respecto al 2017, es necesario considerar la tasa de inflación pronosticada 
por el Banco de México, siendo del 3%, en la Tabla número 5 se aprecia que el proyecto pre-
senta un incremento porcentual de 5.8.

6.5 Fondo de Fortalecimiento para la Seguridad (Fortaseg)
El Fortaseg es un subsidio que se otorga a los municipios, y, en su caso, a los estados, cuando 
ejercen función de seguridad pública. Con este subsidio se cubren aspectos de evaluación de 
control de confianza de los elementos operativos de las instituciones policiales municipales, su 
capacitación, recursos destinados a la homologación policial y a la mejora de condiciones labo-
rales de los elementos, su equipamiento, la construcción de infraestructura, prevención del 
delito y la conformación de bases de datos, así como ser un  aliciente para apoyar la profesio-
nalización, certificación y equipamiento de los cuerpos de seguridad.

Grafica 5. Comparativo Fortamun, montos nominales: 2012- 2018

Fuente: elaboración propia con datos de ANAC.
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Tabla 5. Incremento nominal y real del Fortamun en miles de millones

Fuente: elaboración ANAC.
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El cambio del Subsemun al Fortaseg, se debe a la incorporación de elementos diferenciados, 
el segundo término es más amplio y acorde con las necesidades actuales, se basa en el desa-
rrollo de las personas, fortalecimiento tecnológico, equipamiento e infraestructura de las institu-
ciones de seguridad pública, prevención social de la violencia y la delincuencia, así como la 
capacitación, derechos humanos e igualdad de género.

Christian Von Roehrich

Grafica 6. Comparativo Fortamun, montos nominales: 2012- 2018

Fuente: elaboración propia con datos de ANAC.

Los montos del Fortaseg se contemplan valores nominales, sin embargo, para conocer el incre-
mento real de 2018 respecto al 2017, es necesario considerar la tasa de inflación pronosticada 
por el Banco de México, siendo del 3%, en la Tabla número 6 se aprecia que el proyecto pre-
sentará un decremento porcentual de 3.0 con respeto al 2017.

Tabla 6. Incremento nominal y real del Fortaseg en miles de millones

Fuente: elaboración ANAC.
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6.6 Fondo Metropolitano
El Fondo Metropolitano se destina, prioritariamente, al desarrollo de estudios, programas, pro-
yectos y obras públicas de infraestructura y su equipamiento, que impulsen la competitividad 
económica y las capacidades productivas de las zonas metropolitanas; que coadyuven a su 
viabilidad y a mitigar su vulnerabilidad o riesgos por fenómenos naturales, ambientales y los 
propiciados por la dinámica demográfica y económica, que incentiven la consolidación urbana 
y el aprovechamiento óptimo de las ventajas  competitivas de funcionamiento regional, urbano 
y económico del espacio territorial de las zonas metropolitanas.

Los montos del Fondo Metropolitano se contemplan valores nominales, sin embargo, para co-
nocer el incremento real de 2018 respecto al 2017, es necesario considerar la tasa de inflación 
pronosticada por el Banco de México, siendo del 4%, en la Tabla número 7 se aprecia que el 
proyecto presentará un decremento porcentual de 2.1 con respeto al 2017.
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Grafica 7. Comparativo Fondo Metropolitano, montos nominales: 2012- 2018

Fuente: elaboración propia con datos de ANAC.

Tabla 7. Incremento nominal y real del Fondo Metropolitano en miles de millones

Fuente: elaboración ANAC.
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6.7 Programas federales sujetos a reglas de operación
Los programas federales son instrumentos del gobierno federal para contribuir al cumplimiento 
de los objetivos planteados en los planes nacional, estatal y municipal de desarrollo, con el pro-
pósito de fomentar el desarrollo de actividades sociales o económicas prioritarias de interés 
general. Para su instrumentación se requiere de la coordinación interinstitucional de otros acto-
res, según el principio de subsidiariedad los asuntos deben ser resueltos por la autoridad más 
próxima a los problemas.

Los programas federales representan una oportunidad para buscar el desarrollo de los pro-
yectos locales. Para los gobiernos federal y estatales es muy importante el papel que juegan los 
municipios en la implementación de programas, debido al conocimiento con precisión de las 
necesidades de la población.

Los programas se desarrollan por medio de reglas de operación, son las disposiciones nor-
mativas que tienen los objetivos y alcances de los programas, los apoyos que se proporcionen, 
el tipo de beneficiarios y la forma de gestión de los recursos. Así como otros trámites y requisi-
tos. 

Para 2018, se consideraron 72 programas para el próximo año, adicionando 2 proyectos 
más, siendo: programa de comedores comunitarios dentro del Ramo 20, dependiente de la 
Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL) y el programa de concurrencia de las entidades fe-
derativas o Ramo 6 perteneciente a la Secretaría de Ganadería, Agricultura y Pesca.

Las reglas de operación de los programas federales de corte municipal deben ser claras, 
precisas y concisas, es necesario llevar un proceso de simplificación, evitar en todo momento 
la duplicidad de proyectos y funciones para cada dependencia, asimismo se debe garantizar 
su máxima difusión a fin de ser aprovechados con eficiencia y eficacia todos los recursos 
públicos.

VII. Conclusiones y recomendaciones
Los gobiernos locales deben fortalecer sus capacidades institucionales, convencidos de que el 
Presupuesto de Egresos de la Federación debe aumentar paulatinamente los recursos de los 
municipios para poder ejercerlos plenamente y sin restricciones, y así garantizar un desarrollo 
permanente en el país.

Desde la ANAC hemos manifestado una postura firme para que los municipios puedan tener 
acceso directo a los fondos, ramos y programas federales, de manera eficiente, transparente y 
con reglas de operación sencillas que faciliten su gestión y tramitación. De manera que, propo-
nemos la creación de un ramo municipalista, sin distinción de partido, con fórmulas claras y con 
distribución directa de entrega.

Christian Von Roehrich
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llegue a más municipios de conformidad con 
el número de elementos, vehículos, 
capacitación, infraestructura y 
responsabilidades, para atender y combatir 
eficazmente los delitos y crímenes que atenten 
contra la vida y la dignidad humana.

En virtud que el 24 de enero de 2017 se 
cumplieron cien años del municipalismo en 
México, es necesario actualizar las leyes y re-
gular nuevas conductas para garantizar la sa-
tisfacción de las demandas de la ciudadanía, 
contar con la capacidad de cobrar con efi-
ciencia los servicios públicos de: calles, par-
ques, jardines y su equipamiento.

De acuerdo con información de la OCDE 
(2016), la recaudación de los municipios mexi-
canos representa apenas el equivalente al 
0.135% del Producto Interno Bruto nacional, 
este indicador en promedio es de 0.97%, siete 
veces mayor que nuestro país.

Con el objetivo de recaudar mayores recur-
sos, es necesario para los municipios, elimi-
nar la exención de bienes inmuebles pertene-
cientes a la federación y de los estados, orga-
nismos descentralizados, asociaciones sin fi-
nes de lucro y las vías generales de comuni-
cación, deben pagar impuestos, con la única 
excepción de aquellos que tengan un objeto 
social justificado, tales como instituciones de 
educación y salud.

Proponer reforma al artículo 73 constitucio-
nal, fracción XXIX, inciso 5º, sub-inciso a), eli-
minar la imposibilidad de los gobiernos muni-
cipales por cobrar el derecho de alumbrado 
público, esto permitirá cobrar los recursos por 
su cuenta, hacer frente a las deudas genera-
das por recargos ante la Comisión Federal de 
Electricidad, será responsabilidad del ayunta-
miento definir los criterios para cobrar este 
servicio.

De la mano con el desarrollo de la 
gobernanza municipalista, solicitamos se 
revisen las fórmulas de los ramos 28 y 33 con 
el objetivo de cumplir con la distribución de 
los recursos públicos de manera equitativa, 
transparente y eficaz, de conformidad con los 
criterios poblacionales, territoriales, pobreza, 
marginación y calidad recaudatoria, toda vez 
que la práctica dista de cumplimiento con la 
teoría.

En consecuencia, es urgente mandatar 
desde el texto constitucional que los estados 
establezcan en su normatividad la obligatorie-
dad de diseñar e implementar estrategias 
para la profesionalización de los servidores 
públicos, que su desempeño sea evaluado y 
se evite la ruptura de la curva de aprendizaje, 
la excesiva rotación de personal entre cam-
bios de administración. En consecuencia, 
proponemos, la creación de un Fondo en el 
Presupuesto de Egresos 2018 para capacitar 
a los empleados del ayuntamiento.

De los programas federales se detectan in-
consistencias en las reglas de operación para 
que los municipios puedan plantear proyectos 
de coordinación con la Federación y fortale-
cer la capacitación continua, es necesario 
promover la transversalidad de información 
de ser posible en línea, se recomienda, tam-
bién, incluir la asignación de recursos para la 
elaboración de proyectos municipales preca-
lificados para el desarrollo de obra pública, 
de igual manera, es necesario, la creación de 
una ventanilla única de gestión como respues-
ta para ingresar los proyectos en una sola pre-
sentación. 

La seguridad pública es un tema de interés 
nacional y de demanda social, no obstante en 
la actualidad se obra con presupuesto 
limitado, por ello se propone incrementar de 
manera gradual el Fondo de Seguridad 
Pública (Fortaseg) para que el monto asignado 
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Por último, indicar en el artículo 115 
constitucional la necesidad de eliminar los 
convenios de coordinación fiscal entre los 
estados con el objetivo de derogar la cláusula 
que prohíbe a los gobiernos municipales el 
cobro por el derecho de uso de vía pública.
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La construcción social de la 
vulnerabilidad, riesgo y desastre 

Ernesto Tescucano Hernández
Edmundo Zaldívar López

“El tipo, el modelo y los medios del reparto de los riesgos se diferencian sistemáticamente 

de los repartos de la riqueza. Esto no excluye que muchos riesgos estén repartidos de una 

manera específica en las capas o clases. En este sentido, hay amplias zonas de solapamiento 

entre la sociedad de clases y la sociedad del riesgo. La historia del reparto de los riesgos 

muestra que estos siguen, al igual que las riquezas, el esquema de clases, pero al revés: las 

riquezas se acumulan arriba, los riesgos abajo”. (Beck, 1998)

El mes de septiembre del presente año, los 
sismos acontecidos en distintos estados del 
país, en específico: Chiapas, Ciudad de Méxi-
co, Guerrero, Morelos, Oaxaca, Puebla y Tlax-
cala cobraron la vida de cientos de personas, 
nos hicieron recordar todos aquellos capítulos 
–generalmente tristes– que los mexicanos he-
mos transitado al presentarse estos fenóme-
nos naturales que en algunas ocasiones y al 
combinarse con ciertos factores pueden ser 
destructivos. Es evidente que la rapidez con 
la que se presentaron y la capacidad demole-
dora de los sismos no dan espacio a la re-
flexión, mucho menos a desmenuzar las cau-
sas por las cuales se ponen en riesgo tanto 
vidas humanas como bienes materiales. Sin 
embargo, es necesario adentrarnos en la 
construcción de los riesgos para entender 
cómo se construyen y qué responsabilidad 
tiene el humano en edificar ya sea un entorno 
seguro o un entorno riesgoso que permite que 
los sismos se conviertan en fenómenos pertur-
badores y destructivos.

Este artículo tiene la finalidad de explicar 
de manera breve cómo se construye la vulne-
rabilidad, los riegos y los desastres a conse-
cuencia de los fenómenos naturales y como 
en ocasiones se refleja en el contexto arqui-
tectónico y socio-cultural.

Para entender el proceso de construcción 
social del riesgo valdría la pena hacer una 
aclaración que nos parece de lo más perti-
nente, “los fenómenos naturales no son de-
sastres naturales” por lo general se confunden 
y se asocian unos con otros, situación que no 
abona al estudio de los desastres, mucho me-
nos a entenderlos, a conocer y saber sus cau-
sas. Los fenómenos naturales se pueden en-
tender de la siguiente manera:

Es toda manifestación de la naturaleza. Se refiere a 
cualquier expresión que adopta la naturaleza como 
resultado de su funcionamiento interno. Los hay de 
cierta regularidad o de aparición extraordinaria y 
sorprendente. Entre los primeros tenemos las lluvias 
en los meses de verano en la sierra, la llovizna en los 
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meses de invierno en la costa, etc. Ejemplos del 
segundo caso serían un terremoto, un “tsunami” o 
maremoto, una lluvia torrencial en la costa etc., 
(Andrew, 2017).1

Por otro lado los desastres se definen 
como: 

La correlación entre fenómenos naturales peligrosos 
(como un terremoto, un huracán, un maremoto, etc.) 
y determinadas condiciones socioeconómicas y físi-
cas vulnerables (como situación económica preca-
ria, viviendas mal construidas, tipo de suelo inesta-
ble, mala ubicación de la vivienda, etc.) En otras 
palabras, se puede decir que hay un alto riesgo de 
desastre si uno o más fenómenos naturales peligro-
sos ocurrieran en situaciones vulnerables. (Andrew, 
2017)

En este sentido, los fenómenos naturales 
pueden provocar desastres cuando se pre-
sentan en un territorio determinado y afectan a 
una población que se encuentra en condicio-
nes de vulnerabilidad y de ser susceptible a 
uno o varios riesgos. La vulnerabilidad, es uno 
de los conceptos que abre el estudio de los 
desastres, sin este concepto sería imposible 
entender cómo se producen los riesgos que 
se cristalizan en desastres. Por ello, es que en 
este artículo abordaremos la vulnerabilidad, la 
construcción social del riesgo y el desastre 
como un proceso social de relación consecu-
tiva sin perder de vista que no se presenta un 
desastre por si sólo sino que depende de la 
creación de este proceso. Asimismo, se abor-
dara de manera breve la  relación que presen-
ta dicho proceso con la forma en que se cons-
truye en las zonas más vulnerables.

La vulnerabilidad es un concepto que ha 
sido definido ampliamente, en este artículo 

1 .- Maskrey Andrew. Los Desastres No Son Naturales, Red de Estudios 
Sociales en Prevención de Desastres en América Latina, recuperado de: 
http://www.desenredando.org/public/libros/1993/ldnsn/LosDesastres-
NoSonNaturales-1.0.0.pdf revisión hecha el 3 de octubre de 2017.

	

emplearé la definición de los siguientes 
autores, los cuales ayudarán a explicar este 
concepto y su significado:

“En todo el mundo, pero sobre todo en los países 
más pobres, la población vulnerable a menudo sufre 
impactos repetidos, múltiples y que se refuerzan mu-
tuamente contra su vida, su asentamiento y su sus-
tento. A menudo o no, el patrón de esas tensiones 
frecuentes desencadenadas por una gran variedad 
de mecanismos naturales de descarga se ha visto 
complicado por la acción humana”.

“Para definir el coemoscepto de vulnerabilidad es 
necesario considerar que la vulnerabilidad de la po-
blación se genera por procesos socioeconómicos y 
políticos que influyen en la forma como las amena-
zas afectan a la gente de diversas maneras y con di-
ferente intensidad”.

“Los procesos sociales, económicos y políticos son 
también modificados a veces por un desastre en for-
mas que hacen a algunas personas más vulnerables 
a un evento extremo en el futuro” (Blaikie, 1996).2

Otro concepto de vulnerabilidad, es el que 
expone Andrew Maskrey que establece: 

“Ser vulnerable a un fenómeno natural es ser sus-
ceptible de sufrir daño y tener dificultad de recupe-
rarse de ello. No toda situación en que se halla el ser 
humano es vulnerable. Hay situaciones en las que la 
población sí está realmente expuesta a sufrir daño 
de ocurrir un evento natural peligroso (sismo, alu-
vión, huracán, tempestad eléctrica, etc. Hay otras, 
en cambio, en que la gente está rodeada de ciertas 
condiciones de seguridad, por lo cual puede consi-
derarse protegida)”. “La vulnerabilidad de los pue-
blos se da”:

2  .- Piers Blaikie Terry Cannon Ian David Ben Wisner en Vulnerabilidad 
el entorno social, politico y económico de los desastres Primera Edición: 
Julio de 1996. P.p. 10-290.
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1. Cuando la gente ha ido poblando terrenos que no 
son buenos para vivienda, por el tipo de suelo, por 
su ubicación inconveniente con respecto a huaycos, 
avalanchas, deslizamientos, inundaciones, etc.

2. Cuando ha construido casas muy precarias, sin 
buenas bases o cimientos, de material inapropiado 
para la zona, que no tienen la resistencia adecuada, 
etc.

3. Cuando no existe condiciones económicas que 
permitan satisfacer las necesidades humanas (den-
tro de las cuales debe contemplarse la creación de 
un hábitat adecuado). (Andrew, 2017).

Las definiciones expuestas por los autores an-
tes citados, muestran con claridad que la de-
finición de vulnerabilidad es utilizada con la 
intención de referirse a un grupo de personas 
que se encuentran situadas en una posición 
geográfica y en un contexto social determina-
do que refleja condiciones sociales políticas y 
económicas, éstas condiciones los hacen ser 
susceptibles y expuestos a uno o varios ries-
gos. La vulnerabilidad se construye a lo largo 
de procesos sociales que muestran el grado 
de desigualdad social que enfrentan estos 
grupos de personas.

 
Es importante mencionar que no se reduce 

la vulnerabilidad de los grupos humanos has-
ta que la condición de desigualdad social 
cambia; no se puede pensar en modificar o 
reducir la vulnerabilidad sin cambiar el con-
texto político y económico al que están ex-
puestos los grupos humanos que se encuen-
tran en esta situación. En términos concretos, 
podemos decir que un rasgo fundamental de 
la vulnerabilidad es la pobreza economía y la 
marginación.

Otro factor de suma importancia para en-
tender la vulnerabilidad es la posición 
geográfica que ocupan los grupos de per-
sonas que la padecen, es decir, el lugar 

en donde viven; ya que puede presentar 
diferentes condiciones y por ende, distin-
tas exposiciones a distintos riesgos. Este 
factor es muy importante de resaltar pues 
el establecimiento de una población en un 
lugar determinado; puede ser factor de 
riesgo o crearlo con la actividad humana y 
el cambio en el entorno natural que produ-
ce al establecerse, en este caso la auto-
construcción, que se entiende como “el 
proceso de construcción o edificación de 
la vivienda realizada directamente por los 
propios humanos, en forma individual, fa-
miliar o colectiva”.3 (La falta de recursos 
económicos obliga a adoptar esta forma 
de construcción como alternativa para ac-
ceder a un techo y vivienda en general). 
Es entonces donde se construye el riesgo.

El riesgo, es el resultado de condiciones de 
vulnerabilidad, su construcción es el reflejo 
más claro de la desigualdad social, el con-
cepto es entendido de diferentes formas ya 
que se puede hablar de él en el presente pero 
también refleja lo que pudiera ocurrir en el fu-
turo si esté se cristalizar en un desastre. Sin 
embargo, para llegar a una situación de ries-
go, es necesario que se geste el mismo; es 
decir, que se genere y se desarrolle. Una si-
tuación de riesgo pasa por varias facetas que 
combinadas lo producen. El concepto lo defi-
ne Elizabeth Mansilla; de la siguiente manera:

“Desde nuestra perspectiva, definimos el riesgo de 
desastre como la probabilidad de que se manifieste 
una amenaza determinada sobre un sistema con un 
grado de vulnerabilidad dado, descontando de ello 
las acciones de prevención-mitigación que se hayan 
implementado”. 
“En términos formales podemos expresar el riesgo 
de la siguiente manera:
RIESGO = (Amenaza x Prevención) (Vulnerabilidad 
x Mitigación)”

3  Ley de Vivienda de México, México, Diario Oficial 
de la Federación, junio 2006, obtenida del sitio web:  
h t tp : / /www.h ic -a l .o rg /g losar iodef in ic ionc fm? id_ent rada=6 
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“Existen diversas visiones acerca de la categoría 
riesgo. Entre las más extendidas se encuentra aque-
lla que parte de la idea de que las sociedades se tor-
nan riesgosas a partir de que sus estructuras (socia-
les y materiales) se encuentran localizadas en zonas 
con una alta presencia de amenazas. El elemento fí-
sico-natural juega un papel dominante en esta con-
cepción y es el elemento activo. La sociedad por su 
parte, es un elemento pasivo frente a lo natural. En 
las corrientes más avanzadas de esta visión, se han 
introducido elementos “sociales” en la ecuación del 
riesgo. Se reconoce una vulnerabilidad frente a las 
amenazas; sin embargo, ésta generalmente se en-
tiende como una vulnerabilidad física o estructural 
(material) que puede reflejarse en distintos niveles 
de resistencia de la sociedad frente al impacto de las 
amenazas”4 (Mansilla, 2000).

El concepto de riesgo que expone Eliza-
beth Mansilla, suma los factores urbanos, físi-
co-natural que están presentes en la cons-
trucción social del riesgo. Liga con claridad el 
concepto de vulnerabilidad al de riesgo y se 
entiende que ésta es la ante sala del desastre. 
Buscando profundizar en la definición del 
concepto Andrew Maskrey, su libro Los de-
sastres no son naturales, expone el siguiente 
concepto de riesgo:

“El riesgo, como ya se mencionó, se obtiene de rela-
cionar la amenaza, o probabilidad de ocurrencia de 
un fenómeno de una intensidad específica, con la 
vulnerabilidad de los elementos expuestos. Por lo 
tanto, el riesgo puede ser de carácter geológico, hi-
drológico, atmosférico o, también, tecnológico, de-
pendiendo de la naturaleza de la amenaza a la cual 
está referido”.
“Adicionalmente, es común que el riesgo sea esti-
mado solamente en términos físicos, dado que la 
vulnerabilidad social es difícil de evaluar en térmi-
nos cuantitativos, no con esto queriendo decir que 
no sea posible estimar, para estos casos, en forma 

4 .- Mansilla Elizabeth en Riesgo y Ciudad, Universidad Nacional Autono-
ma de Mexico. Division de Estudios de Posgrado, Facultad de Arquitec-
tura , Red de Estudios Sociales en Prevención de Desastres en América 
Latina edit. 2000. Pp. 18-181.

relativa o mediante indicadores “riesgos relativos”, 
que igualmente permiten tomar decisiones y definir 
prioridades de prevención y mitigación”.

“De otra parte, una vez evaluado el riesgo y tenien-
do en cuenta que no es posible reducirlo a cero, para 
efectos de la planificación y el diseño de obras de 
infraestructura y de protección es necesario definir 
un nivel de “riesgo aceptable”, o sea un valor admi-
sible de probabilidad de consecuencias sociales y 
económicas que, a juicio de las autoridades que re-
gulan este tipo de decisiones, se considera lo sufi-
cientemente bajo para permitir su uso en la planifi-
cación física, la formulación de requerimientos de 
calidad de los elementos expuestos o para fijar polí-
ticas socioeconómicas afines”.
“En resumen, para evaluar el riesgo deben seguirse 
tres pasos: la evaluación de la amenaza o peligro; el 
análisis de la vulnerabilidad y la estimación del 
riesgo como resultado de relacionar los dos paráme-
tros anteriores. Cambios en uno o más de estos pa-
rámetros modifican el riesgo en sí mismo”. (Andrew, 
2017)

Es importante mencionar que los riesgos al 
tiempo que se generan también se reparten, 
ya que no toda la sociedad se encuentra ex-
puesta a los mismo y aunque lo estén el riesgo 
puede reducirse dependiendo de la capaci-
dad para sobreponerse a ellos. En lo que se 
refiere al riesgo la construcción del mismo y 
su concentración, el sociólogo alemán el Beck 
Ulrich en su libro La sociedad del riesgo. Ha-
cia una nueva modernidad  expresa como es 
el reparto del riesgo:

“El tipo, el modelo y los medios del reparto de los 
riesgos se diferencian sistemáticamente de los re-
partos de la riqueza. Esto no excluye que muchos 
riesgos estén repartidos de una manera específica en 
las capas o clases. En este sentido, hay amplias zo-
nas de solapamiento entre la sociedad de clases y la 
sociedad del riesgo. La historia del reparto de los 
riesgos muestra que estos siguen, al igual que las 
riquezas, el esquema de clases, pero al revés: las ri-
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quezas se acumulan arriba, los riesgos abajo. Por 
tanto los riesgos parecen fortalecer y no suprimir la 
sociedad de clases.  A la insuficiencia de los sumi-
nistros se añade la falta de seguridad y una sobrea-
bundancia de riesgos que habría que evitar. Frente a 
ello los ricos (en ingresos, en poder, en educación), 
pueden comprarse la seguridad y la libertad respec-
to del riesgo. Esta “ley” de un reparto de los riesgos 
especifico de las clases y, por tanto, de la agudiza-
ción de los contrastes de clase mediante la concen-
tración de los riesgos en los pobres y débiles, estuvo 
en vigor durante mucho tiempo y sigue estándolo, 
hoy para algunas dimensiones centrales del riesgo: 
el riesgo de no conseguir empleo es hoy mucho ma-
yor para quienes no han estudiado que para quienes 
están muy calificados. Los riesgos de daño, radia-
ción e intoxicación que están vinculados al trabajo 
en las empresas industriales correspondientes están 
repartidos de manera desigual en las diversas profe-
siones. Son en especial las zonas residenciales bara-
tas para grupos de población con ingresos bajos que 
se encuentran cerca de los centros de producción 
industrial las que están dañadas permanentemente 
por las diversas sustancias nocivas que hay en el 
aire, el agua y el suelo. Con la amenaza de la pérdi-
da de ingresos puede obtener una tolerancia supe-
rior”. (Beck, 1998)

De esta forma, los riesgos son la represen-
tación formal de la vulnerabilidad su reparto 
en las capas de la sociedad en donde se con-
centra es de acuerdo a Beck, el resultado de 
condiciones socioeconómicas más que de fe-
nómenos naturales que si bien estos ya se 
presentaban en la tierra antes de la existencia 
del humano, comenzaron a generar desastres 
cuando afectaban a una población en particu-
lar.

 El concepto central de este artículo es el 
de desastre, lejos de tener una definición 
concreta, es en nuestro particular punto de 
vista el resultado de varios factores y procesos, 
no podríamos expresar el concepto de 
desastre sin antes explicar el de vulnerabilidad 
y riesgo. 

 Para Andrew Maskrey el desastre se defi-
ne de la siguiente manera: 

“Es la correlación entre fenómenos naturales peli-
grosos (como un terremoto, un huracán, un maremo-
to, etc.) y determinadas condiciones socioeconómi-
cas y físicas vulnerables (como situación económica 
precaria, viviendas mal construidas, tipo de suelo 
inestable, mala ubicación de la vivienda, etc.) En 
otras palabras, se puede decir que hay un alto riesgo 
de desastre si uno o más fenómenos naturales peli-
grosos ocurrieran en situaciones vulnerables”. (An-
drew, 2017).

Otra definición es la expuesta por Piers 
Blaikie, Terry Cannon, Ian David  y Ben Wis-
ner; el desastre es una construcción social; 
que parte de lo económico y lo político, plan-
teándolo como el resultado de factores com-
binados que ponen en riesgo a una población 
determinada y que presenta características 
propias de vulnerabilidad y riesgo. Como ya 
hemos observado estas categorías juegan un 
papel importante en la construcción del de-
sastre. Estos autores exponen lo siguiente:

“El punto crucial de entender por qué ocurren los 
desastres es que no son sólo los eventos naturales 
los que los causan. También son el producto del me-
dio ambiente social, político y económico (diferente 
del medio ambiente natural) debido a la forma en 
que estructura la vida de diferentes grupos de perso-
nas. Hay un peligro al tratar los desastres como algo 
peculiar, como eventos que merezcan su propio enfo-
que especial. Al estar separados de las estructuras 
sociales que influyen en la forma como las amenazas 
afectan a la gente, se da demasiado énfasis en la 
gestión de los desastres a las amenazas naturales 
propiamente dichas y no suficiente al ambiente so-
cial y sus procesos”.

“Muchos aspectos del medio ambiente social se re-
conocen fácilmente: la población vive en situaciones 
económicas adversas que la llevan a habitar partes 
del mundo que se ven afectadas por amenazas natu-
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rales, sean áreas de inundación de los ríos, laderas 
de volcanes o zonas sísmicas. Pero hay muchos otros 
factores políticos y económicos menos obvios que 
están tras el impacto de las amenazas”.

“Estos incluyen la forma como están distribuidos 
los activos y los ingresos entre diferentes grupos so-
ciales y varias formas de discriminación que se pre-
sentan en la asignación de bienestar (que incluye el 
socorro). Son éstos los que sirven de eslabón a nues-
tro análisis de desastres que se cree son causados 
principalmente por amenazas naturales a grupos 
más amplios de la sociedad. Estos dos aspectos no 
se pueden separar entre sí: al hacerlo así se corre el 
riesgo de no entender el peso adicional de los desas-
tres naturales y no ayuda a entender los desastres y 
hacer algo para prevenirlos o mitigarlos” (Blaikie, 
1996).

Como se puede observar, el concepto de 
desastre es producto de la relación que guar-
dan los seres humanos, con su entorno, en 
donde se pone de manifiesto la desigualdad 
social. Otro concepto es el que expone “Eliza-
beth Mansilla” considera al desastre como:

“Los desastres son eventos consumados, expresados 
en la materialización de las amenazas sobre contex-
tos vulnerables. Es decir, los desastres se presentan 
como resultado de la concreción de los procesos de 
riesgo; y, en consecuencia, el riesgo se convierte en 
el elemento sustancial tanto para entender cómo se 
construyen los desastres, como para determinar los 
elementos sobre los cuales debemos incidir para evi-
tar o reducir sus efectos” (Mansilla, 2000).

Después de definir los conceptos queda 
claro que existe una relación consecutiva en-
tre la vulnerabilidad, el riesgo y los desastres. 
Si bien, los fenómenos naturales al presentar-
se pueden ser muy poderosos o romper cual-
quier registro o antecedente, esto sumado a la 
vulnerabilidad y el riesgo dan como resultado 
el desastre. Ahora bien, es evidente que a lo 
largo de la historio del humano en sociedad, 

ha conocido del funcionamiento de su entorno 
natural, del clima y de la geografía en donde 
vive, ejemplo de ello es la agricultura, que se 
desarrolló por ese conocimiento pero que 
también ha generado una memoria de conoci-
miento y de saberes, de conocer en qué lugar 
se presenta el tiempo de secas, el tiempo de 
lluvia y el cambio de fases de la naturaleza, es 
decir, genera conocimiento y una memoria 
histórica que a lo largo de los años ha perfec-
cionado con la intención de protegerse de la 
naturaleza. Motivo por el cual conoce hasta 
cierto punto cómo funciona. Hoy en día es im-
posible que la ciencia y la tecnología no de-
tecten cambios o fenómenos naturales que se 
van a presentar, no se pude conocer en qué 
magnitud se mostrarán pero se sabe con cla-
ridad que espacios geográficos se encuen-
tran más expuestos a riesgos y en qué medi-
da.

En lo que respecta a los fenómenos natura-
les y los desastres que se han presentado en 
México la remembranza es grande, la ciencia 
y la tecnología han contribuido en gran medi-
da a conocer y saber la zonificación de los 
fenómenos naturales que generan desastres,  
en el caso específico de los sismos, se tiene la 
certeza de cuáles son las zonas en donde se 
pueden presentar pues los mapas de riesgo 
también describen el tipo de suelo y la proba-
bilidad de que se presente un sismo, si bien, 
no se puede predecir la frecuencia ni la seve-
ridad que tendrá el sismo, sí se puede saber 
en qué lugares se puede presentar.

Es en este sentido, los sismos no se pue-
den predecir pero al tener una zonificación de 
los lugares donde se han presentado, se pue-
de actuar en consecuencia, es importante 
mencionar que no en todos el país se presne-
tan sismos, solo en algunas zonas que están 
plenamente ubicadas. En México después del 
sismo de 1985, se comenzó a trabajar en el 
estudio de la prevención de los desastres 
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dentro de los que se ubican los sismos como 
un fenómeno natural que puede ser altamente 
destructivo, por ello el 20 de septiembre de 
1988 se inauguró el Centro Nacional de Pre-
vención de Desastres CENAPRED, el cual tie-
ne por objetivo general:

Crear, gestionar y promover políticas públicas para 
la prevención de desastres y reducción de riesgos a 
través de la investigación, el desarrollo, aplicación 
y coordinación de tecnologías; así como impulsar la 
educación, la capacitación y la difusión de una cul-
tura preventiva y de autoprotección para la pobla-
ción ante la posibilidad de un desastre.5 (CENA-
PRED, 2017)

El CENAPRED, tiene como Misión: Salva-
guardar en todo momento la vida, los bienes e 
infraestructura de las y los mexicanos a través 
de la gestión continua de políticas públicas 
para la prevención y reducción de riesgos de 
desastres por medio de la investigación y el 
monitoreo de fenómenos perturbadores, así 
como la formación educativa y la difusión de 
la cultura de protección civil, con objeto de lo-
grar una sociedad más resiliente. Su trabajo 
se ha convertido en un pilar fundamental de la 
política pública de  prevención de los desas-
tres y ha generado información con alto valor 
para la sociedad. En este sentido ha ubicado 
al país en regiones sísmicas, estas son:  

• La zona A es una zona donde no se tienen registros 
históricos de sismos, no se han reportado sismos en 
los últimos 80 años y no se esperan aceleraciones 
del suelo mayores a un 10% de la aceleración de la 
gravedad a causa de temblores.
• Las zonas B y C son zonas intermedias, donde se 
registran sismos no tan frecuentemente o son zonas 
afectadas por altas aceleraciones pero que no sobre-
pasan el 70% de la aceleración del suelo.

5 .- Centro Nacional de Prevención de Desastres recuperado de: http://
www.cenapred.gob.mx/es/dirQuienesSomos/Objetivo/  revisión hecha 
el 12 de octubre de 201.	

• La zona D es una zona donde se han reportado 
grandes sismos históricos, donde la ocurrencia de 
sismos es muy frecuente y las aceleraciones del sue-
lo pueden sobrepasar el 70% de la aceleración de la 
gravedad6  (Servicio Geológico, 2017).

También detalla las zonas Asísmicas:

 Otra división del país está dada por Regiones Sís-
micas, Penisísmicas y Asísmicas.  Las Zonas sísmi-
cas están localizadas al sur y suroeste de la Repúbli-
ca, abarca los estados de México, Colima, Michoa-
cán, Guerrero, Morelos, Oaxaca, sur de Veracruz, 
Chiapas, Jalisco, Puebla y Ciudad de México; las 
Zonas penisísmicas abarcan la Sierra Madre Occi-
dental, las llanuras de Sonora, Sinaloa, Nayarit, así 
como la región transversal que va del sur de Duran-
go al centro de Veracruz y, las Zonas asísmicas se 
sitúan en la parte norte y noreste de México, en casi 
toda la península de Baja California y en la penínsu-
la de Yucatán (Servicio Geológico, 2017).

Y por consiguiente las zonas de mayor riesgo: 

6 .- Servicio Geológico Mexicano recuperado de: http://www.sgm.gob.
mx/Web/MuseoVirtual/Riesgos-geologicos/Sismologia-de-Mexico.html 
revisión hecha el 12 de octubre de 2017

.	
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Áreas de mayor riesgo en México: En sí, las zonas 
de mayor sismicidad se concentran en la costa occi-
dental del país a lo largo de los bordes de varias 
placas cuyo contacto es conocido como Trinchera. 
Se ha utilizado de acuerdo con el SAS, la expresión 
de  “brecha sísmica” a la zona geográfica donde no 
se han producido sismos de 7 ó más grados en la 
escala de Richter por un largo periodo de tiempo (50 
años o más) para determinar la Brecha de 
Guerrero(cerca de 100 años de acumulación de 
energía elástica), la Brecha de 
Jalisco(aproximadamente 70 años)  y la Brecha de 
Chiapas (con más de 300 años) como las áreas de 
mayor riesgo en el país.

Sismógrafos y acelerógrafos, estudian la fre-
cuencia de los sismos en esta región y aunque los 
estudios todavía no están concluidos se puede decir  
que es probable que en la costa de Guerrero ocurra 
un gran sismo para liberar energía acumulada, aun-
que se debe aclarar que con precisión no se sabe 
cuándo ni dónde y tampoco la magnitud; se sabe que 
existe un hueco muy grande que va desde el sureste 
de Petatlán hasta casi Pinotepa Nacional, si esta re-
gión se rompe en un sólo movimiento telúrico, éste 
puede tener una magnitud superior a 8 en la escala 
de Richter, aunque también pueden ocurrir una serie 
de sismos de menor magnitud. “Actualmente no hay 
forma de afirmar cuál de estas dos últimas posibili-
dades puede suceder” (Instituto de Geofísica de la 
UNAM, Dr. Shri Krishna Singh). Cabe mencionar 
que los temblores de 1907 a 1911 fueron menores a 
7.9 (Servicio Geológico, 2017).

Por otro lado, la Ciudad de México es una 
zona altamente sísmica, es estudiada por el 
CENAPRED quien ha realizado una zonifica-
ción del Valle de México y expone lo siguien-
te: 

Zonificación del Valle de México. Aunque la Ciudad 
de México se encuentra ubicada en la zona B, debi-
do a las condiciones del subsuelo del Valle de Méxi-
co, se puede tratar como una zona sísmica en la que 
se distinguen tres zonas de acuerdo al tipo de suelo:

 
•	 Zona I, firme o de lomas: localizada en las 
partes más altas de la cuenca del valle, está formada 
por suelos de alta resistencia y poco compresibles.
•	 Zona II o de transición: presenta característi-
cas intermedias entre la Zonas I y III.
•	 Zona III o de Lago: localizada en las regio-
nes donde antiguamente se encontraban lagos (lago 
de Texcoco, Lago de Xochimilco). El tipo de suelo 
consiste en depósitos lacustres muy blandos y com-
presibles con altos contenidos de agua, lo que favo-
rece la amplificación de las ondas sísmicas (Servicio 
Geológico, 2017).

El CENAPRED elabora y expone informa-
ción valiosa como la frecuencia con la que se 
presentan los sismos en la Ciudad y señala: 

En promedio, en México ocurren:

Sismos de magnitud >= 7.5 grados en la escala de 
Richter, 1 cada 10 años
Sismos de magnitud >= 6.5 grados en la escala de 
Richter, 5 cada 4 años
Sismos de magnitud <= 4.5 grados en la escala de 
Richter, 100 cada año
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Los sismos más destructivos en la historia de la 
ciudad de México alcanzaron una magnitud de 8.1 y 
7.6 el 19 y 20 de septiembre de 1985; recientemente 
el de 7 de septiembre de 2017 tuvo lugar un sismo de 
magnitud 8.2 y, el 19 de septiembre del 2017 ocurrió 
otro de magnitud 7.1, ambos con alcances similares 
a los anteriores que aunque no han sido los de mayor 
magnitud, sí los que más pérdidas han causado por 
el tamaño, la densidad y lo intrincado de la 
megalópolis afectada. (Servicio Geológico, 2017)

Como se observa, existe un conocimiento 
que permite zonificar y conocer cuáles son los 
lugares que pueden ser más susceptibles de 
recibir el impacto de algún sismo y que éste 
se convierta en desastre considerando las 
condiciones de vulnerabilidad y riesgo que 
presentan algunas zonas de la Ciudad. 

A pesar de que existe este conocimiento y 
que se ha logrado trabajar en la detección de 
las zonas de riesgo, no parece que en el terre-
no de los hechos cambie la exposición a los 
sismos, pues se solapa y con frecuencia se 
minimiza lo que permite que en muchas oca-
siones se invisivilicen, esto produce que los 
riesgos aumenten. Al presentarse un fenóme-
no natural activa las condiciones de vulnerabi-
lidad y por ende los riesgos, lo que da como 
resultado el desastre. 

La Ciudad de México, se encuentra en una 
zona sísmica en donde la concentración de 
población es muy grande, esto se debe a 
múltiples factores entre ellos; es que se 
encuentran los tres Poderes de la Unión, es 
por excelencia el centro de poder en donde 
las actividades y las decisiones que se toman 
impactan en todo el país. Por ello, es que 
parecería muy importante trabajar no sólo en 
la prevención y anticipación de los riesgos 
sino también trabajar desde la raíz, es decir, 
desde la vulnerabilidad, tratando de reducir la 
desigualdad social que se traduce también en 

reparto de riesgos y por ende en exposición a 
desastres.  

Los desastres, son eventos que dejan un 
gran aprendizaje, por lo regular las socieda-
des traducen y dan sentido a lo que viven de 
acuerdo a su experiencia histórica y su cultu-
ra, cuando estos se traducen en pérdidas de 
vidas y en bienes materiales se debería de 
convertir o transformar en conductas distintas 
pero sobre todo en medidas que logren miti-
gar la vulnerabilidad y el riesgo. Eso debería 
ser en realidad la forma de procesar los de-
sastres. 

Sin embargo, la memoria histórica que te-
nemos nos hace ver que existe poco trabajo 
en relación a mitigar o reducir la vulnerabili-
dad, al contrario, hoy nos podemos encontrar 
con grandes zonas en donde se solapa y se 
produce el riesgo, el caso específico de la 
Ciudad de México y su exposición y reparto 
de los mismos, es un claro ejemplo de cómo 
se puede producir los desastres, esto se pue-
de explicar desde el acelerado proceso de 
urbanización y ocupación del territorio de la 
Ciudad de México, tan sólo en el siglo pasado 
un acelerado aumento de la población con-
cretó una dinámica de migración a la ciudad 
sin precedentes el cual se refleja de la si-
guiente manera:
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Los censos realizados de 1900 a 2010, así como la 
Encuesta Intercensal en 2015 muestran el crecimiento 
de la población en la Ciudad de México. 

INEGI7

Como se observa, la Ciudad de México ex-
perimentó una sorprendente metamorfosis en 
el transcurso del siglo XX y los albores del si-
glo XXI, al tener 344 000 habitantes en 1900, a 
8.9 millones en 2015, es un incremento de po-
blación  que generó una ocupación del espa-
cio de forma irregular, aunado a grandes in-
mobiliarias que se asentaron en la Ciudad con 
la intención de construir y ofrecer vivienda, 
edificaron una enorme cantidad de Unidades 
habitacionales con departamentos para uso 
de vivienda, por otro lado, la población que se 
acentó en la periferia y en las delegaciones 
que colindan con los estados vecinos y que 
en muchas ocasiones la falta de regulación, la 
invasión de predios, la autoconstrucción pero 
sobre todo autoridades delegacionales que 
con una clara ausencia de políticas de ocupa-
ción eficientes dejaron que fuera creciendo 
este proceso de ocupación desbordado, es-
cenario que hoy padecemos.

7 .- Instituto Nacional de Estadística y Geografía INEGI Información por 
entidad, recuperado de: http://cuentame.inegi.org.mx/monografias/infor-
macion/df/poblacion/dinamica.aspx?tema=me revisión hecha el 10 de 
octubre de 2017.

	

Es pertinente aclarar que este escenario no 
es un problema o responsabilidad de una ad-
ministración delegacional ni del gobierno cen-
tral, esto se generó por muchas administracio-
nes previas a las actuales que no pudieron 
cambiar patrones de comportamiento ni de 
reparto de riesgo, en el caso del gobierno 
central invirtió de manera adecuada en el Fon-
do de Atención a los Desastres Naturales en 
la Ciudad de México, el cual el Jefe de Go-
bierno ya ha aplicado para buscar resolver la 
emergencia, sin embargo, este escenario es 
sin duda el reflejo más claro de un proceso 
histórico que muestra más de 50 años de ma-
las decisiones, –entre el dejar de hacer y el 
dejar pasar– escenario que por mucho que 
una administración busque mitigar los riegos, 
es practicante imposible considerando el 
tiempo de cada una de ellas que para las de-
legaciones es de tres años y para el Gobierno 
Central desde 1997 es de 6 años, motivo por 
el cual todos los Jefes de Gobierno incluido el 
actual ya tenían un enorme problema en las 
manos que con el paso del tiempo se ha bus-
cado combatir desde diferentes perspectivas, 
esto refleja que el problema es multifactorial. 
Otro inconveniente que se generó con esta 
forma desbordada de ocupar el espacio es la 
competencia de recursos como el agua situa-
ción que se agravó y se agudizó con los sis-
mos del 7 y 19 de septiembre dejando sin 
agua a las delegaciones que ya padecían es-
casez del recurso.

Si bien es cierto, ya el terremoto del 19 de 
septiembre de 1985 había demostrado que la 
Ciudad corría un grave peligro por las 
características del tipo de suelo en donde se 
ubicaban las distintas zonas sísmicas que 
ponen de manifiesto una mayor vulnerabilidad 
de la población, a pesar de esto el entorno no 
cambio, al contrario se siguió construyendo 
en áreas prohibidas y en lugares donde el tipo 
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de suelo en muchas ocasiones es de 
conservación o un área protegida; es evidente 
no se debía construir, los riegos siguieron 
creciendo y repartiéndose entre las diferentes 
capas de la sociedad, siguiendo el patrón 
expuesto por Beck y antes referido en este 
artículo, lo cual genera un panorama complejo 
y se podría ejemplificar en el siguiente 
esquema en donde interactúan los diferentes 
factores primitivamente descritos:

Los sismos del pasado 7 y principalmente 
del 19 de septiembre de este año, nos sor-
prendió a todos los Mexicanos, un fenómeno 
natural que tristemente cobró la vida de cien-
tos de personas, le cambió por completo la 
vida a otras y dejo sin patrimonio a cientos de 
mexicanos, esto nos vuelve a mostrar que tan 
vulnerables y expuestos a riesgos estamos, el 
desastre se presentó con estas condiciones 
que ya hemos descrito y es aquí donde cobra 
más vigencia el estudio de los desastres des-
de la perspectiva de la memoria de la vulnera-
bilidad y el riesgo.

 

A modo de conclusión 
Por todo lo antes expuesto, es que 
consideramos que los desastres más allá de 
ser prevenibles son procesos sociales que 
manifiestan el estado de vulnerabilidad de las 
sociedades, mismas que le dan sentido a lo 
que viven de acuerdo a su contexto cultural y 
procesan los destres de formas diferentes. 
Los desastres por triste que parezca la 
realidad pero sólo son visibles cuando 
ocurren, la memoria colectiva archiva y guarda 
aquellas cuestiones que nos parecen 
perturbadoras pero aún no logran ponernos a 
trabajar en proyectos que desde una 
perspectiva social contribuyan a entender a 
los desastres y mitigarlos a largo plazo, para 
ello se tendría que trabajar en una dirección 
correcta y es la búsqueda de reducir la brecha 
de desigualdad social. Por otro lado, los 
desastres también muestran que tan fuertes 
son las organizaciones sociales y el 
descontento de la sociedad por algunas 
cuestiones que parecen no ser factor 
determinante en algunos escenarios pero que 
se manifiestan cuando existen distintos 
componentes que activan ese descontento 
social, principalmente porque existe una 
negación de la propia idea de que nosotros 
somos los que construimos los riesgos y por 
ende posibilitamos los desastres.

Asimismo, los medios de comunicación 
tradicionales –televisión, radio y prensa escrita 
en muchas ocasiones generan información 
valiosa que contribuye de manera determinante 
en la toma de decisiones, para saber qué 
hacer en un contexto de desastre sin embargo, 
otros medios prefieren hacer de la noticia un 
show mediático que también refleja lo triste de 
nuestra sociedad. Las redes sociales y en 
general el internet juega y jugaron un papel 
central en la organización y el actuar de la 
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población esto contribuye de manera decisiva 
a desplazar la comunicación tradicional 
llevándola a un campo de acción e interacción 
que pone de manifiesto que la sociedad actual 
también utiliza y emplea estas herramientas 
tecnológicas a favor de la organización social. 
El internet, es un elemento adicional a analizar 
en el contexto de los desastres, también 
ayuda y podría ayudar mucho más a difundir 
los riesgos que ya existen en la Ciudad de 
México, buscando reducir sus consecuencias.  

Es importante resaltar que no debemos li-
mitarnos y ver a los desastres como fenóme-
nos perturbadores negativos, pues estos pue-
den ser mitigados desde la anticipación y pre-
vención, pero sobre todo generando modelos 
de convivencia con el medio ambiente que 
antepongan la vida humana y no los intereses 
de un grupo minoritario que busca sacar ga-
nancias en estos escenarios. Los desastres, 
pueden representar la oportunidad para ge-
nerar un cambio en la conducta de la pobla-
ción quien tendría que velar por no ser el pro-
pio creador o artífice de los desastres, más 
bien asimilar desde una perspectiva preventi-
va y a futuro que debemos de cambiar nues-
tra forma de convivencia entre unos y otros, y 
nuestra forma de construir sobre todo en la 
zonas mas vulnerables. 
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Introducción: el proceso y sus recepciones
El 17 de diciembre del 2014 los presidentes 
de Cuba y Estados Unidos, Barack Obama y 
Raúl Castro, anunciaban sorpresivamente el 
inicio de un proceso de normalización de las 
relaciones entre ambos países. 
Conversaciones secretas entre representantes 
de ambos gobiernos habían comenzado 
desde 2013, pero fue en esta fecha que la 
intención de terminar con las hostilidades se 
hizo pública. Meses después, en agosto de 
2015, los Estados Unidos reabría su embajada 
en La Habana, mientras que unas semanas 
antes Cuba había hecho lo propio en la capital 
estadounidense. 

En marzo del 2016 Obama aterrizó en La 
Habana fortaleciendo así un proceso de acer-
camiento entre las dos naciones. Su discurso 
al pueblo de Cuba, que fue transmitido por la 
televisión nacional de la Isla, llegó a todos los 
cubanos. Era la primera vez que el mensaje 
de un presidente en ejercicio de los EEUU lle-
gaba a cada rincón del país. Por primera vez, 
en mucho tiempo, los cubanos escucharon 
ideas sobre la reconciliación, la convivencia 
civilizada, los derechos ciudadanos y la mira-
da hacia el futuro, sin poner el pasado como 
escollo entre ambas naciones.

El impacto de la normalización y de la 
posterior visita del mandatario trajo varias 
reacciones dentro de Cuba y en su diáspora 
en suelo estadounidense. Por un lado, la línea 
dura de los cubanoamericanos se mostró 

La sociedad civil cubana y el entorno 
(post)normalización

Armando Chaguaceda 
Lennier López  
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contraria a cualquier acercamiento con “el 
régimen”. Entendían que Obama estaba 
haciendo concesiones al gobierno de la Isla 
sin recibir casi nada a cambio. Las premisas 
para cualquier diálogo, según esta posición, 
serían las de un contexto político de 
democracia liberal en Cuba y la salida del 
poder de Raúl Castro.

Contrariamente, la mayoría de los cubanos 
residentes en los Estados Unidos se han su-
mado paulatinamente a la idea de cambio de 
política hacia Cuba y al acercamiento entre 
los dos países. De acuerdo con una encuesta 
que realiza el Cuban Research Institute (Gre-
nier & Gladwin, 2016) en 2016 el 57% de los 
cubanos residentes en el Condado de Miami 
Dade apoyaban la ampliación de las relacio-
nes económicas entre los Estados Unidos y 
Cuba1. Además, de acuerdo a esta misma en-
cuesta, 64% de estos cubanos aprobaba en 
2016 las medidas impulsadas por Obama con 
relación a la “normalización” de relaciones 
con Cuba.

 
Por otra parte, y de acuerdo a una encues-

ta realizada por Bendixen & Amandi2 en 2015 
la posición de los cubanos dentro de la Isla 
respecto a la “normalización” es muy favora-
ble con un 97% de los cubanos residentes en 

1 Incluso, el tema presenta una ruptura generacional para la diáspora 
cubana de Miami Dade, que podría ser similar en otras zonas de los Es-
tados Unidos con números significativos de cubanos, dado que el 74% 
de los cubanos residentes en esta área con edades entre 18 y 39 años 
aprueban la expansión de negocios entre los dos países.	

2  Ver http://huelladigital.univisionnoticias.com/encuesta-cuba/	
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Cuba categorizándola como positiva para el 
país y con un 64% señalando que las nuevas 
relaciones cambiarán la vida económica de 
los cubanos. Por un lado, la gran mayoría de 
los cubanos han acogido con esperanza los 
cambios de política según este sondeo que 
encuestó a 1,200 cubanos residentes en dife-
rentes partes de Cuba. Por otro lado, una lí-
nea, al parecer muy pequeña, más conserva-
dora y cercana al (o parte del) gobierno, man-
tuvo cautela y recelo sobre lo que ellos llama-
ban “las verdaderas intenciones de Obama”3. 

Debe señalarse que esta tendencia al 
apoyo mayoritario al acercamiento con EEUU 
–y la valoración positiva del país vecino y del 
presidente Obama– mantenía niveles altos al 
año siguiente, según lo revelado por una 
encuesta realizada por la prestigiosa 
Universidad de Chicago en 20164. Por ello, en 
el terreno –al menos a nivel de percepción 
poblacional, en ambos lados del estrecho de 
la Florida– la mayoría de los cubanos aprueban 
el acercamiento; lo que supondría nuevos 
incentivos y oportunidades para un mayor 
involucramiento ciudadano en los procesos 
potencialmente detonados por dicha situación. 
Justo el tipo de procesos que suponen la 
existencia e incidencia de una sociedad civil 
activa y propositiva.

La sociedad civil cubana: diversidad, 
agencia y reconocimientos
El debate en torno a la sociedad civil va 
estrechamente ligado a los procesos de 
democratización vividos por naciones de 
Latinoamérica, Europa meridional y del este 
así como diversas regiones de Asia y África 

3 Para profundizar en esta corriente de opiniones en medios oficiales, pu-
eden verse, entre otros, diferentes artículos de opinión en el medio digital 
Cubadebate y el periódico impreso Granma: http://www.cubadebate.cu/
opinion/2016/04/06/el-proyecto-de-obama-para-cuba/#.WW48YrpFzn0; 
http://www.granma.cu/obama-en-cuba/2016-03-23/lo-que-dice-y-no-
dice-obama-23-03-2016-00-03-32
4 Ver http://www.norc.org/PDFs/Survey%20of%20Cuban%20Opinion/
Cuba%20Topline_FINAL.pdf

	

en las últimas tres décadas. Concebida como 
esfera de la sociedad compuesta por diversos 
tipos de movimientos y organizaciones 
sociales, medios alternativos y otros actores 
diferenciados del estado y el Mercado, la 
sociedad civil (en su variante/vocación 
democráticas) ha sido identificada con los 
principios de autonomía, autoorganización y 
autolimitación (Arato y Cohen, 2000). Pues 
son la construcción de normas, valores, 
formas de organización y accionar así como 
de incidencia ajenas a las del sistema político 
y el mundo empresarial, elementos centrales 
en su constitución. 

       
La sociedad civil se estructura, en buena 

medida, producto de la necesidad que tienen 
los ciudadanos de involucrarse activamente 
en los procesos que afectan sus vidas 
cotidianas. Allí se encuentran disimiles actores 
sociales que comienzan a reconocerse e 
interconectarse desde su diversidad, para 
solventar lo que les preocupa. La sociedad 
civil es entonces un espacio social plural, 
caracterizado por la organización de 
ciudadanos, basadas en lógicas de 
solidaridad y representación de identidades 
específicas, para enfrentar demandas 
colectivas, problemas comunitarios e incidir 
en lo público.

Una sociedad civil fuerte es imprescindible 
para la salud democrática de un país, pues 
propicia grados de participación importantes 
y dinámicas de retroalimentación entre la 
sociedad y el gobierno. En un emotivo discurso 
en 2012, Min KoNaing, activista por la 
democracia en Birmania decía que “sin la 
cooperación de la gente, el gobierno no puede 
construir una sociedad democrática. El 
gobierno no introdujo reformas porque se 
preocupaba por el bienestar de la gente, ellos 
cambiaron porque la gente lo demandó” 
(Naing, 2012).
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Desde esta perspectiva, la sociedad civil 
es un elemento en la correlación de fuerzas 
entre el gobierno que administra las 
instituciones y la sociedad que sirve como 
fiscalizador de dicha gestión. Sin embargo, no 
pretendemos establecer una visión simplista o 
binaria del par sociedad civil-gobierno, sino 
que entendemos esta correlación como un 
elemento difuso y diverso. El funcionamiento 
de un gobierno desde dentro del engranaje 
del Estado, por muy centralista que sea, nunca 
es monolítico y homogéneo. Su relación con 
distintos grupos de la sociedad civil también 
varía, pudiendo ser en algunos casos más 
cercana y cooperativa y en otros más distante 
y hostil. Partiendo de estas premisas nos 
proponemos repasar algunas características 
de la sociedad civil cubana y, particularmente, 
su labor cívica y posición respecto al 
acercamiento entre Cuba y Estados Unidos, 
enfocándonos en dos casos concretos: Cuba 
Posible5 y Convivencia.6

5  Ver https://cubaposible.com/
6  Ver www.convivenciacuba.es

bajo un régimen de tipo soviético –hoy en 
Enmarcando el análisis, es preciso reconocer 
que Cuba vive, desde hace casi 60 años, una 
fase postotalitaria– que consagra el monopar-
tidismo, la ideología de estado, el control esta-
tal de la economía, la educación y los medios 
masivos, así como el accionar extendido de 
una policía política carente de frenos –y es-
crúpulos– como elementos de control social. 
En el tema de las organizaciones sociales, la 
Constitución vigente (de 1976, reformada en 
1992 y 2002) reconoce la primacía del partido 
único y el Estado sobre las principales organi-
zaciones sectoriales (de masas) de tipo leni-
nista: obrera, campesina, estudiantil y femeni-
na. Donde –como muestran a continuación los 
datos de V-Dem–7 las oportunidades de parti-
cipación ciudadana desde la sociedad civil se 
mantienen a niveles precarios, como resulta-
do de las acciones de control y represión del 
gobierno hacia cualquier forma de autorgani-
zación y autonomía.

7  El proyecto V-Dem (https://www.v-dem.net/en/) es una iniciativa con-
junta del Departamento de Ciencias Políticas de la Universidad de Go-
thenburg (Suecia) y el Kellogg Institute en la Universidad de Notre Dame 
(USA). Con más más de 50 especialistas principales/regionales y 2.800 
expertos nacionales –uno de los cuales es coautor de este trabajo-, 
genera una robusta base de datos actualizada anualmente que mide 
siete formas de democracia -electoral, liberal, participativo, deliberativo, 
igualitario, mayoritario y consensual- y reconstruye su tayectoria desde 
1902 al presente. En lo relativo al estado de la sociedad civil, incluye 
varios indicadores para medir su desarrollo y/o restricciones en cada 
país incluido en su base de datos.

	

Fuente: https://www.v-dem.net/en/analysis/CountryGraph/
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Entre los análisis más recientes y completos 
sobre la sociedad civil cubana destacan los 
de Marie Laure Geoffrey (2012), Marlene Azor 
(2016) y Velia Cecilia Bobes (2007, 2015). Las 
dos primeras han aportado rigurosos análisis 
–con base empírica, a partir de trabajos de 
campo– sobre los actores emergentes y 
opositores, destacando la resistencia de estos 
a los intentos de control y cooptación estatal, 
al tiempo que reconocer su dificultad de 
expandir su accionar y conectar con 
expectativas de una población en buena 
medida cansada, desciudadanizada y 
enfrascada en la sobrevivencia cotidiana.

Bobes, por su parte, ha realizado una 
exhaustiva evaluación del fenómeno, 
relacionándolo con los cambios y 
permanencias del modelo de ciudadanía 
vigente. Este, entendido como ciudadanía 
militante –leal al proyecto oficial y dependiente 
del Estado– se articula alrededor de los 
derechos sociales, al tiempo que subordina y 
restringe los derechos civiles y políticos a la 
construcción del socialismo. Dicho modelo 
remite a un tipo de sociedad (homogénea e 
igualitaria) que está siendo hoy rebasado por 
el aumento de la desigualdad, la pobreza y la 
diferenciación territorial, la diversificación de 
identidades y estilos de vida, el auge de la 
corrupción, los flujos migratorios, etc. Frente a 
aquel modelo de ciudadano, Bobes (2015) y 
otros expertos reconocen que se va 
produciendo, en el último medio siglo, un 
proceso simultáneo de adaptación discursiva 
desde el campo oficial (presentando como 
sociedad civil las clásicas organizaciones de 
masas y algunas organizaciones no 
gubernamentales reconocidas) y emergencia 
de actores abiertamente opositores o 
presuntamente alternativos tanto a la 
oficialidad como la disidencia.

El desarrollo de la sociedad civil cubana 
permanece secuestrado por las leyes e 
instituciones. Desde 1997, el registro de 
asociaciones del Ministerio de Justicia no 
permite –amén de la regularización de alguna 
que otra ya existente– la inscripción de nuevas 
organizaciones. Además, a las ya reconocidas 
se les establece un “órgano de relación”, que 
no es otra cosa que una entidad estatal que 
vigila y tutela su trabajo. Para rematar, la 
supuesta representación de segmentos 
enteros de la sociedad que enarbolan algunas 
de las asociaciones existentes –sobre todo las 
de masas– se convierte en monopólica, lo que 
también juega en contra de la inscripción de 
nuevas organizaciones de mujeres, abogados, 
campesinos, etcétera. En temas tabú como 
Derechos Humanos o rendición de cuentas, la 
labor de la sociedad civil oficialmente 
reconocida es escasa y acotada a experiencias 
puntuales/locales, fuertemente vigiladas por 
el Estado. 

La sociedad civil oficial
El discurso oficial cubano ha presentado, 

desde mediados de los 90, la existencia de 
una “sociedad civil socialista”8, compuesta 
por organizaciones de masas como la 
Federación de Mujeres Cubanas (FMC), la 
Central de Trabajadores de Cuba (CTC) y los 
Comités de Defensa de la Revolución (CDR). 
En todos los casos, se trata de organizaciones 
afines al modelo leninista de participación 
vertical y autonomía restringida, que 
encuadran a franjas enteras de la población y 
desarrollan tanto objetivos políticos 
cuestionables –movilización y control de los 
ciudadanos– como tareas comunitarias 
positivas: donaciones de sangre, recolección 
de materias primas reciclables, saneamiento 
barrial, etcétera.  La participación en las 

8  Esta posición se consolidó como respuesta la estrategia de la Ley 
Helms-Burton de fortalecer organizaciones no-gubernamentales para 
ampliar la esfera no subordinada al Estado.
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organizaciones de masas ha decrecido, 
particularmente en calidad y compromiso. La 
asistencia a sus actividades se ha visto 
decrecida y rutinizada, aunque ese 
descontento no se refleja en acciones del 
pueblo por el cambio debido a la falta de 
personalidad jurídica/no legalización de las 
organizaciones de la sociedad civil alternativa, 
los mecanismos de control político vigentes y 
la mentalidad de sobrevivencia en que la 
sociedad cubana se encuentra.

En la más masiva de estas asociaciones, 
los CDR, las personas que ocupan responsa-
bilidades a nivel de cuadra son las mismas de 
hace diez a veinte años, pues los jóvenes no 
aceptan responsabilidades. Entre los CDR 
esa situación debilita el control social que per-
mitía impedir y/o solucionar crímenes y mante-
ner la crítica social y política en niveles bajos, 
por lo menos en el espacio público (Fagen, 
1969; Salas, 1979). Hoy resulta extremada-
mente rara una reunión del CDR, organización 
que ni siquiera convoca para la que alguna 
vez fuera su función esencial de vigilancia re-
volucionaria, de modo que ya no se realizan 
las guardias nocturnas que caracterizaron las 
décadas anteriores (Salas, 1979). Incluso en 
numerosos CDR ni siquiera se festeja el 28 de 
septiembre, la fecha en que se fundó la orga-
nización.

La CTC se conserva como mecanismo de 
transmisión de las directrices del gobierno e 
instrumento de control para mantener neutrali-
zados a los trabajadores, pero su función de 
socialización de los valores revolucionarios 
(Rosendahl, 1997) ya no existe. El énfasis en 
la búsqueda de la eficiencia y la productivi-
dad, el acotamiento del accionar reivindicati-
vo de los trabajadores a la participación en 
asambleas de base (fragmentando lo que de-
bería ser un movimiento nacional) y la manipu-
lación de la historia de la organización, son 
notorios en los documentos (2014) derivados 

del XX Congreso de la CTC.9 Frente a la inexis-
tencia de un movimiento sindical autónomo y 
de una organización que represente los inte-
reses de los trabajadores, la pertenencia a la 
CTC, sin embargo, es prácticamente obligato-
ria en cada centro de trabajo estatal, en los 
que los trabajadores son coaccionados para 
afiliarse. El tema de los bajos salarios ha influi-
do en el desinterés de los afiliados, lo que se 
reflejó en los cambios en cuanto a la fecha de 
celebración del XX Congreso y de la directiva 
que encabezó la organización de aquel even-
to. Las medidas oficiales que afectan a algu-
nos sectores del trabajo cuentapropista, así 
como el aumento de los impuestos y otras 
igualmente impopulares también han puesto 
de relieve la inutilidad de pertenecer a una or-
ganización sindical incapaz de representar o 
defender los derechos e intereses de sus afi-
liados.

Otros espacios más diversos y autónomos 
de la Sociedad Civil 
Desde finales de los años ochenta, aparecie-
ron organizaciones de oposición política al 
gobierno cubano. Una parte son asociaciones 
de defensa de los derechos humanos (como 
el Comité Cubano Pro Derechos Humanos), 
otra se constituye de protopartidos políticos 
con distintas orientaciones –que van desde el 
conservadurismo hasta el centro izquierda– y 
una más que se concentra en generar canales 
alternativos de información crítica sobre la 
realidad cubana (Dilla, 2014).

Esa oposición quedó pequeña y 
socialmente marginada por mucho tiempo por 
la represión que padeció y la propia 

9  En su intervención en el XX Congreso, acaecida el 22 de febrero 2014, 
Raúl Castro planteó: “la CTC y sus sindicatos deben concentrarse en lo 
esencial, que es ejercer su actividad en interés de la implementación 
exitosa de los Lineamientos y desarrollar un trabajo político-ideológico 
diferenciado y abarcador en defensa de la Unidad de los cubanos […]” 
Fin de la cita. Ver discurso completo en http://www.cubadebate.cu/opin-
ion/2014/02/22/discurso-de-raul-en-la-ctc-para-distribuir-riqueza-prime-
ro-hay-que-crearla/#.WcvaUbpFzn0
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fragmentación de los grupos que la integran. 
A partir de 2001, el Proyecto Varela (una 
propuesta de referéndum para rescribir la 
Constitución), liderado por Oswaldo Payá del 
Movimiento Liberal Cristiano, permitió que 
éste ganara visibilidad dentro y fuera de Cuba. 
La dura represión sobre esa iniciativa, con el 
encarcelamiento de 75 disidentes en 2003, 
también aumentó la visibilidad del sector 
opositor. Primero, dio a conocer la existencia 
del movimiento dentro de Cuba, ya que parte 
de los procesos fueron transmitidos por la 
televisión; segundo, desató una reacción muy 
negativa de parte de las cancillerías 
occidentales, y tercero, llevó a las mujeres y 
madres de los presos –las Damas de Blanco– 
a organizarse para pedir la liberación de sus 
familiares. La audacia y el coraje de esas 
mujeres, que no dudaron en desafiar la 
agresión física y moral en las calles de la isla, 
les ganó el respeto y apoyo de instituciones 
internacionales, de la Iglesia católica, y de 
ONG y de grupos de militantes en Europa, 
Estados Unidos y América Latina. En Cuba 
misma obtuvieron respeto y visibilidad; fueron 
apoyadas por blogueros, artistas e 
intelectuales críticos.

La liberación de los presos políticos del 
2003 en 2010 y 2011, gracias al cabildeo de la 
Iglesia católica en Cuba, pareció abrir una 
nueva era política más aperturista en la  Isla. 
De hecho, la represión sólo ha cambiado de 
forma. Como el encarcelamiento sigue siendo 
demasiado costoso para el gobierno (genera 
reacciones negativas de la comunidad inter-
nacional) han crecido las amenazas, el hosti-
gamiento y la agresión física. En 2013, con la 
actividad de la disidencia –campañas, mani-
festaciones públicas, reuniones en inmuebles 
privados– creció también la represión: mítines 
de repudio, detenciones arbitrarias, registros 
domiciliarios, desalojos con uso de la fuerza 
pública, incluidas tropas especiales en el 
caso de Oriente. Las Damas de Blanco y los 

miembros de la Unión Patriótica de Cuba 
(UNPACU) fueron los protagonistas de estos 
sucesos, en directa correlación a su protago-
nismo mediático y activismo público. Amnistía 
Internacional, citando datos de la Comisión 
Cubana de Derechos Humanos y Reconcilia-
ción Nacional (CCDHRN), entre enero y no-
viembre de 2016 se documentó una media 
mensual de 862 detenciones arbitrarias.10 Por 
su parte, el Observatorio Cubano de Dere-
chos Humanos, identificó durante el primer 
semestre de 2017, 2559 detenciones arbitra-
rias, a lo que habrá que sumar varias decenas 
de activistas han sido procesados o encarce-
lados y el veto a viajar al exterior a miembros 
de la oposición.11 

   
En los 90s aparecen actores al margen del 

modelo vigente e, inicialmente, del control 
estatal, que sugieren la aparición de una 
sociedad civil alternativa. Surgen ONG´s y 
movimientos comunitarios, asociaciones 
ligadas al mundo religioso (católicos, 
protestantes, hebreos, ortodoxos, cultos 
afrocubanos) y proyectos culturales 
independientes, que expresan una mayor 
diversificación (nuevos actores y agendas) de 
la sociedad civil aunque no necesariamente 
un mayor empoderamiento ciudadano. Ello 
sucede por cuanto los niveles de desarrollo (y 
la supervivencia) de estos actores van ligados 
a su nexo (autonomía negociada) con el 
Estado.

En este sector aparecen colectivos que si-
guen apoyando el socialismo como opción 
política, pero proponen cambios dentro del 
sistema vigente.12 La revista Temas, la Red 
Observatorio Crítico o el proyecto CUBAPOSI-

10  Ver  https://www.amnesty.org/es/countries/americas/cuba/report-
cuba/
11  Ver https://observacuba.org/2-559-detenciones-arbitrarias-en-el-prim-

er-semestre-de-2017/	
12 Para un análisis profundo de los colectivos contestatarios intrasistémi-
cos, véase Geoffray (2012).	
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BLE forman parte de ese sector crítico sin ser 
opositor. También se incluyen en este ámbito 
ciertos espacios abiertos por la Iglesia católi-
ca, tanto en la forma de centros de formación 
para laicos y población en general, como si-
tios web, publicación de boletines electróni-
cos y revistas, que acogen debates sobre el 
futuro de la Isla donde académicos socialistas 
debaten con intelectuales católicos y activis-
tas sociales. Según Farber (2012), esa relativa 
libertad de la Iglesia católica está vinculada 
con su determinación de ocupar un punto me-
dio entre el gobierno y la disidencia, sin que-
rer tomar parte de manera decisiva. Por esa 
razón, aunque no goce de mucho apoyo po-
pular (contrario a lo que pasó en la Polonia 
comunista, por ejemplo), ha conseguido ga-
nar legitimidad, y ser un actor social relevante 
en la Cuba actual y futura. Y es en el ámbito 
católico del que emanan los liderazgos que 
conformarán, luego de etapas previas de ma-
yor cercanía a la Iglesia, los dos proyectos 
cuyo accionar exponemos a continuación.

Convivencia y Cubaposible: dos apuestas 
por la transformación legal y pacífica de la 
realidad cubana en el entorno postnorma-
lización
Como modo de conectar el fenómeno 
abordado (sociedad civil) con el proceso y 
marco temporal (normalización de relaciones 
con EEUU) enfocamos nuestra mirada sobre 
la actividad de dos actores procedentes de la 
sociedad civil cubana: el Laboratorio de Ideas 
Cubaposible y el Centro de Estudios 
Convivencia. Los dos entes, aun en medio de 
restricciones materiales, financieras y de 
reconocimiento legal, han desarrollado un 
perfil profesional de alto nivel, así como 
adecuados esquemas de inserción en redes 
de activismo, cabildeo y articulación civil 
trasnacionales. Se trata de dos actores de la 
sociedad civil que tendieron puentes hacia la 
sociedad y actores políticos de EEUU en 
forma favorable al proceso normalizador. 

Comparten, desde sus diferencias, el rechazo 
a la violencia como recurso para promover 
cambios dentro de la sociedad cubana y 
reconocen al gobierno como interlocutor, sin 
dejar de criticar disimiles déficits del régimen 
vigente. Tanto los equipos de Convivencia 
como de Cubaposible rechazan las políticas 
que pueden ser presentadas como lesivas a 
la soberanía nacional (embargo, cambio de 
régimen) y a su par ciudadana (exclusión por 
razones políticas) en tanto nocivas para el 
accionar civil de los cubanos. Ideológicamente, 
sus integrantes y propuestas se ubican en un 
arco de posiciones plural, que gravita al centro 
(Convivencia) y centro/izquierda (Cuba 
Posible), estando sus coordinadores y equipo 
de trabajo basados en la isla. Así, 
cconsideramos que tanto Cuba Posible como 
Convivencia presentan proyectos similares 
desde una perspectiva macro, enfocada en la 
construcción de un “país de todos”, inclusivo; 
pero difieren en coordenadas ideológicas y 
énfasis de su posicionamiento y accionar 
públicos. 

De hecho, si se hace un análisis de los 
discursos difundidos de(sde) de Cubaposible 
y Convivencia,13 se apreciarán las diferencias 

13  Mediante un análisis estructural del discurso, desde la perspectiva de 
Jean Pierre Hiernaux de construcción de esquemas binarios de sentido, 
fueron analizados una selección de artículos publicados por Cubaposible 
- a) Editoriales https://cubaposible.com/la-batalla-final-por-el-futuro-de-
cuba-ha-comenzado/, https://cubaposible.com/interpelarnos-cuba-hoy/; 
b) Derechos Humanoshttps://cubaposible.com/la-practica-renovada-de-
los-derechos-como-pilar-del-desarrollo-social-en-cuba-2-aa6-2-8-4-2/, 
https://cubaposible.com/una-vision-la-politizacion-los-derechos-huma-
nos/ y https://cubaposible.com/los-derechos-humanos-en-cuba-apuntes-
criticos-2-aa5-2-4-7-2/; c) Reforma Políticahttps://cubaposible.com/
desarrollo-progresivo-de-los-derechos-humanos-y-renovacion-consti-
tucional-en-cuba-2-aa5-aa-6-8-aa/, https://cubaposible.com/la-cuba-
politica-mis-suenos/, https://cubaposible.com/la-constitucion-ese-
sol-del-mundo-ciudadano/ - y Convivencia -Editoriales http://www.
convivenciacuba.es/index.php/editoriales-mainmenu-59/1384-una-
democracia-sin-apellidos-y-un-dialogo-nacional-con-todos, http://
www.convivenciacuba.es/index.php/editoriales-mainmenu-59/1438-
cuba-2017-entre-la-incertidumbre-y-la-esperanza; b) Derechos Hu-
manos http://www.convivenciacuba.es/index.php/derechos-humanos-
mainmenu-52/1247-por-todos-los-derechos-de-todos-los-cubanos, 
http://www.convivenciacuba.es/index.php/derechos-humanos-main-
menu-52/834-el-respeto-a-la-legalidad-y-los-derechos-humanos-en-
cuba, http://www.convivenciacuba.es/index.php/derechos-humanos-
mainmenu-52/611-el-delito-poltico-en-cuba-causas-y-consecuencias; 
c) Reforma Política http://www.convivenciacuba.es/index.php/
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(que, en varios temas, no son necesariamente 
excluyentes y/o contrapuestas) de ambas 
perspectivas. Cuba Posible hace un énfasis 
en recordar los logros en derechos y en una 
transformación revolucionaria desde adentro. 
En cambio Convivencia habla de apertura 
política y transición. Del mismo modo, Cuba 
Posible no es tan explícita en recordar cuáles 
son exactamente los derechos civiles y 
políticos necesarios. Convivencia los marca 
explícitamente (participación electoral, 
libertad de asociación, libertad de expresión, 
etc. Pero ambos coinciden en otorgar un 
mayor protagonismo a los ciudadanos 
cubanos como artífices pacíficos y 
comprometidos de su destino.

En el caso de Cubaposible, lo que se valora 
y se sanciona14 presenta tres categorías 
compartidas con el material seleccionado de 
Convivencia (todos los cubanos, ciudadanía 
participativa y autónoma y justicia social); con 
un mayor énfasis en referencias a las dos 
primeras. Destaca la valoración positiva a la 
sociedad civil, a la participación, la autonomía 
y que se pida espacio para diferentes visiones. 
Sin embargo, al mismo tiempo, se valora la 
lealtad, el compromiso, la estabilidad y esas 
diferentes visiones vienen acompañadas del 
adjetivo socialista. El discurso de Cuba 
Posible, en este sentido, muestra una tensión 
entre categorías asociadas a la apertura, a la 

sociedad-civil-mainmenu-53/1379-reforma-al-sistema-electoral-cubano-
y-a-la-ley-de-asociaciones-y-su-reglamento-ponencia-presentada-
en-el-ii-encuentro-del-itinerario-de-pensamiento-para-cuba-sobre-
marco-juridico-y-transito-constitucional-parte-i-pinar-del-rio-23-y-
24-de-abril-de-2016, http://www.convivenciacuba.es/index.php/
sociedad-civil-mainmenu-53/1394-reforma-al-sistema-electoral-y-a-la-
ley-de-asociaciones-y-su-reglamento, http://www.convivenciacuba.
es/index.php/sociedad-civil-mainmenu-53/1378-codigos-y-leyes-prin-
cipales-para-crear-un-nuevo-marco-juridico-en-cuba-ponencia-pre-
sentada-en-el-ii-encuentro-del-itinerario-de-pensamiento-para-cuba-
sobre-marco-juridico-y-transito-constitucional-pinar-del-rio-23-y-24-de-
abril-de-2016- en los ultims dos años, cubriendo una gama de temas y 
posicionamientos claves.	
14  Debe traerse a colación la presencia, sobre este punto, de un es-
quema de sentido dicotómico explícito; ningún opuesto tuvo que ser 
abstraído por el investigador. Es decir, existe una directa y explícita vin-
culación entre lo que se valora y lo que se sanciona.	

pluralidad y otras al cierre de filas; una especie 
de pluralidad encausada, contenida.

Ahora bien, en cuanto a lo que se sanciona 
en su discurso, tienen un papel preponderan-
te el conflicto, lo que aparece como cultura de 
la burocracia y la incapacidad institucional. El 
adversario se construye en torno a estos tres 
ejes. Comparando con el discurso de una or-
ganización opositora, el adversario no es la 
dictadura o el régimen opresor; es la crítica 
desleal conflictiva, pero sobre todo esa inca-
paz cultura de la burocracia, conservadora, 
que desprecia el orden legal y que desecha 
nuevas ideas. Así visto, no se lee en su discur-
so la búsqueda de un cambio radical del esta-
do de cosas, sino mejorar lo que ya se tiene.

En los fragmentos asociados al tema de los 
derechos humanos destacan tres categorías; 
la referencia a los mecanismos legales y 
políticos de países amigos (Venezuela, 
Ecuador y Bolivia), ir más allá de las ganancias 
sociales de la revolución, la apropiación 
revolucionaria de los derechos y la categoría 
de fortalecer mecanismos (nótese que los dos 
primeros elementos también están presentes 
en el corpus de Convivencia). Estos ejes se 
relacionan muy bien en el esquema de sentido 
bosquejado arriba; hablar de ir más allá y de 
fortalecer tiene la intención de recordar las 
virtudes de lo que se conquistó, explotar los 
principios ya existentes (categoría presente 
también en el corpus de Convivencia). Por su 
parte, una apropiación revolucionaria es un 
llamado explícito a disputar la hegemonía del 
esquema de sentido más abiertamente 
opositor sobre el lenguaje de derechos. 
Mientras que apelar a los modelos de los 
países amigos es el mensaje más dirigido a 
ese adversario construido; la inflexible cultura 
de la burocracia y su desdén por otras visiones 
afines ideológicamente.
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Todo el discurso acerca de los derechos 
del corpus analizado desde Cuba Posible 
está atravesado por el mensaje de que todos 
los derechos son importantes. Esto no es 
gratuito; en términos de análisis del discurso, 
es una construcción que excluye y sanciona 
implícitamente la centralidad de los derechos 
civiles y políticos, un énfasis más presente en 
los discursos abiertamente opositores. 

En cuanto al tema de la reforma política, 
también pasa algo similar que cuando se 
habló de lo que se valora y se sanciona, esta 
vez en relación a la tensión entre fragmentos 
que apuntan a una apertura (protegerse frente 
al Estado, robustecer procedimientos 
democráticos, expansión empresarial, 
descentralización, propiedad social no estatal) 
con otros más de contención (socialismo y 
transformación revolucionaria desde adentro). 
En esa línea, debe destacarse que la única 
categoría que se comparte con el corpus de 
Convivencia es la de actualización; si cuando 
se habla de reforma política el mensaje se 
limita a una actualización, de nuevo se refuerza 
indirectamente esa base conquistada cuyo 
problema es solo de adaptación a las nuevas 
realidades y que no requeriría un cambio 
profundo. Sin embargo, también hay 
referencias más dirigidas a una reforma 
estructural. Quizás este tipo de tensiones es 
propio de un medio que juega entre la crítica 
y la (auto) censura.

  
 Para el caso de Convivencia, en lo valorado 

y sancionado también se encuentran con 
axiología positiva las categorías de todos los 
cubanos, justicia social y participación 
ciudadana. Igualmente, la comunicación 
directa y explícita entre lo que se valora y lo 
que se sanciona habla de un esquema binario 
de sentido tout court. La principal diferencia 
en Convivencia en el aspecto de lo que se 
valora es la mayor presencia de categorías 
que apuntan a la apertura (competencia, 

economía social de mercado, diálogo, libertad, 
acceso a la información, democracia, 
sociedad civil independiente). Es decir, la 
tensión mencionada arriba está menos 
presente; aquí la idea de transición se enfrenta 
a la de reforma revolucionaria desde adentro 
presente en el corpus específico analizado de 
Cuba Posible.

Esta idea es reforzada si acudimos a 
aquellos fragmentos que expresan lo que se 
sanciona discursivamente. Resaltan así 
categorías como exclusión, clausura, modelo 
estatista que no funciona, hostigamiento, 
ideología única, socialismo, totalitarismo. Sin 
embargo, llama la atención que el adversario 
nombrado que emerge es el poder. En este 
sentido, ocurre algo similar que con Cuba 
Posible; el adversario no es un nombre propio, 
no es una caracterización específica de una 
forma de gobierno (como en casos de grupos 
abiertamente opositores) sino que es una 
abstracción (el poder). 

En el tema de los derechos humanos 
reaparece la tensión de la que hemos venido 
hablando; se reitera la idea de explotar 
principios ya presentes al tiempo que se 
apuesta por una nueva legalidad, la cual 
sanciona discursivamente la categoría de 
reforma revolucionaria desde adentro. En 
otras palabras, en materia de derechos 
humanos, ambos sitios se debaten entre 
comenzar de cero o un superar que conserva. 
De igual forma, la apelación a otros contextos 
se repite aunque no hay una referencia que se 
limite a los países amigos mencionados en 
Cuba Posible. 

Por último, sobre el tema de la reforma po-
lítica vuelven a aparecer contenidos más au-
daces que en Cuba Posible. Categorías como 
transición, derecho a participar en elecciones, 
libertad de expresión, apertura política (la que 
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cuenta con mayor presencia en el discurso), 
alternancia en el poder y desarrollo de la so-
ciedad civil, articulan un esquema de sentido 
que apunta a temas específicos presentes en 
grupos abiertos de oposición. Sin embargo, 
hay una categoría que se comparte con el 
corpus de Cuba Posible, a saber, la de que lo 
que está bien debe continuar. La manera en 
que se interprete la presencia de esta catego-
ría dependerá de su vinculación con otro tipo 
de datos, no obstante, parecen haber dos po-
sibilidades: a) la intención de mandar un men-
saje de reconocimiento y de que no existe un 
cambio desde la nada o b) un guiño sofistica-
do de (auto) censura.

 
Pese al objetivo global común, el punto de 

partida y la ruta de acción de ambos proyec-
tos, presentan diferencias. Por un lado, el 
acercamiento entre Estados Unidos y Cuba 
significó un nuevo marco donde la administra-
ción Obama hacía entender que la transfor-
mación del sistema político cubano parecía 
ser más viable (o al menos posible) aceptan-
do los términos iniciales del actual gobierno. A 
partir de aquí, un giro significativo puede en-
marcarse: antes de los acontecimientos del 
17D el modelo hegemónico para promover los 
cambios dentro de Cuba era el de rechazar el 
marco limitado que ofrecía la institucionalidad 
cubana para promover agendas alternativas. 
Tal rechazo partía de la premisa de que acep-
tar las reglas del juego existentes era legitimar 
al gobierno de Raúl Castro. Y que, además, 
dicho marco prevenía cualquier posibilidad 
de conseguir avances en materia de derechos 
civiles y políticos, por lo que el objetivo final 
de construcción de un país plural e inclusivo 
se hacía inalcanzable asumiendo estas premi-
sas.

Más allá de las restricciones que esto su-
pone, desde Cuba Posible entendieron el 
nuevo contexto para impulsar una postura de 
trabajo desde dentro, moviéndose mayormen-

te dentro de los márgenes del modelo vigente 
pero abogando por uno más plural. Así, se 
propusieron crear un espacio de debate e in-
tercambios de ideas entre diferentes actores 
cubanos y extranjeros sobre temas internos 
de la Isla y referentes a sus relaciones bilate-
rales con otros países y actores internaciona-
les. Así lo refleja este fragmento de una nota 
de prensa de mayo pasado: 

“Las reflexiones auspiciadas por Cuba Posible rela-
tivas a la transformación de la sociedad cubana 
guiada por valores de fraternidad, principios de 
equidad y objetivos de justicia social, ratifican que 
el avance de Cuba y de cualquier otro país de la re-
gión depende de las dinámicas de desarrollo inclusi-
vo emanadas de una colaboración integral en el 
contexto de América Latina y el Caribe. Creemos 
que similar importancia tiene la integración econó-
mica y social de nuestras naciones en las relaciones 
de colaboración con los países de América del Norte 
y el resto del mundo”(Cuba Posible, 2017).

Cuba Posible parece coincidir con 
posiciones de la izquierda heterodoxa 
internacional (renta básica, nuevo 
constitucionalismo, derechos humanos 
integrales) fomentando el debate sobre las 
mismas y su posible implementación dentro 
de Cuba. Sin embargo, la capacidad de Cuba 
Posible para conseguir transformaciones 
sustanciales dentro de Cuba está aún por ver. 
Por ahora, la organización ha acompañado a 
diferentes actores de la política norteamericana 
en su desplazamiento cada vez más fuerte 
hacia posturas de apoyo a la normalización y 
la eliminación del embargo. Tal es el caso del 
encuentro sostenido entre el 21 y el 25 de 
mayo del presente año 2017 en Washington 
DC donde, de acuerdo a un comunicado de 
Cuba Posible, se sostuvieron encuentros y 
conversaciones con congresistas y otros 
actores norteamericanos sobre el tema del 
acercamiento entre Cuba y los Estados Unidos 
y en lo referente a la vida económica del país 



REFLEXIÓ
N

 EN
 TO

RN
O

 A...

110

sostuvieron también un “dinámico encuentro 
con economistas interesados en acompañar 
el desarrollo socio-económico de la Isla”(Cuba 
Posible, 2017).

Por su parte, Convivencia enfatiza su 
identidad como espacio plural e incluyente, 
enfocado en la creación y difusión de ideas a 
través de investigaciones e iniciativas de 
formación ética y cívica. Tiene una explícita 
vocación de tender puentes entre la nación y 
su diáspora. El CEC intenta contribuir a la 
unidad de la nación cubana tendiendo 
puentes de estudio y convivencia entre la Isla 
y su Diáspora. Particularmente reveladores de 
su trabajo han sido sus informes temáticos 
sobre economía, marco jurídico y 
constitucionalidad, cultura y educación,15 
elaborados por equipos de trabajo reunidos 
en la sede de la organización (Pinar del Río, 
Cuba) y la Universidad Internacional de la 
Florida (Miami, EUA) de 2015 a 2017.

 Convivencia usa el trabajo académico 
para insertar análisis que no se tienen en los 
ámbitos institucionales cubanos. Debates so-
bre temáticas económicas y políticas públicas 
que son únicamente vistos desde el sesgo 
ideológico en otros espacios, en Convivencia 
son aproximados desde el rigor intelectual, 
como sucede con las formas de propiedad no 
estatal16 y la apertura en materia de derechos 

15  Ver http://www.convivenciacuba.es/pdf/PRIMER_INFORME_DE_ESTU-
DIOS_DEL_CEC_ECONOMIA_Isla%20y%20Diaspora_28_enero_2016.
pdf, http://www.convivenciacuba.es/pdf/SEGUNDO_NFORME_DE_ES-
TUDIOS_DEL_CEC_MARCO_JURiDICO_Isla_y_Diaspora_8_septiem-
bre_2016.pdf,	
http://www.convivenciacuba.es/pdf/III_Informe_CULTURA.pdf,  
http://www.convivenciacuba.es/pdf/IV_Informe_EDUCACION%20.pdf
16 Ver los contenidos del texto “Ética y Cívica: Aprendiendo a ser persona 
y a vivir en sociedad”, material base de los diversos cursos (Somos Per-
sonas, Vivir en sociedad, Reconstruyendo la sociedad civil, etc.) impar-
tidos por Convivencia a grupos de ciudadanos en la isla. En especial, el 
tema de los alcances de la propiedad privada sigue siendo un tema tabú 
en el debate cubano, puesto que quienes la defienden como una forma 
más de propiedad -junto con la estatal, la cooperativa y la mixta- pueden 
ser rápidamente enmarcados en la casilla de “contrarrevolucionarios” 
con consecuencias que pueden llegar al hostigamiento y el procesa-
miento judicial. Sin embargo, ante la necesidad de conseguir resultados 
económicos y la contracción económica del año 2016, la idea de otras 
formas de propiedad además de la estatal y la cooperativa comienza a 
ser cada más aceptada por el gobierno.	

ciudadanos. Por otro lado, en el plano estric-
tamente político, el pluripartidismo -defendido 
también por ambos equipos, pero más abier-
tamente por “Convivencia” –es un elemento 
sensible en la discusión avanzada por los in-
tegrantes de la organización–. Mismo que de-
safía monopolios legales y posiciones ideoló-
gicas del actual gobierno. 

La respuesta del gobierno cubano, frente a 
ambos proyectos, ha sido diferenciada. Por 
una parte permite el trabajo de organización 
como Cuba Posible, pero aparecen desde 
hace varios meses artículos de reconocidos 
ideólogos oficiales (Iroel Sánchez, Enrique 
Ubieta) atacando directamente a los 
responsables y propuestas del proyecto, 
descalificándolos como centristas. Contra 
Convivencia se ha actuado directamente 
cerrando la sede bajo pretexto de investigación 
por presunto delito de evasión fiscal 
relacionado con la compra del inmueble, 
citando a interrogatorios sistemáticos y 
arbitrarios a sus integrantes, así como 
apresando temporalmente a un miembro de 
su equipo. Por un lado, organizaciones como 
Cuba Posible pretenden diluir este constructo 
de “ellos” y “nosotros” para trabajar y ganar 
legitimidad desde dentro (aunque esto a su 
vez otorga legitimidad al adversario y a su 
modelo) y por otro lado Convivencia trata de 
mantenerse al margen de la polarización, 
rechazando ser identificado como otra cosa 
que no sea sociedad civil. Sin embargo, para 
la ortodoxia, ambos proyectos parecen ser 
percibidos como factores ajenos al modelo de 
sociedad civil aceptable. 

Recientemente la nueva administración de 
los Estados Unidos anuncio cambios 
referentes a la relación bilateral de Cuba y el 
país norteño. Donald Trump, en una ceremonia 
muy controversial en Miami apareció con un 
grupo de cubanos y cubanoamericanos en 
donde anunciaron el cambio de política hacia 
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Cuba. El anuncio parece ser esencialmente 
un acto simbólico en apoyo a un sector 
pequeño de la sociedad civil cubana el cual 
desconoce la legitimidad del gobierno de la 
Habana y promueve posiciones hostiles de 
Estados Unidos y la comunidad internacional 
hacia Cuba. La ceremonia fue probablemente 
también un gesto por parte del presidente a 
los congresistas cubanoamericanos que tal 
vez eventualmente deban devolverle el favor 
en votaciones futuras en el Congreso. Las 
medidas que impulsara Trump (principalmente 
la prohibición de transacciones entre 
empresas estadounidenses, con algunas 
excepciones y el conglomerado empresarial 
de las Fuerzas Armadas Revolucionarias, 
GAESA) con respecto a las relaciones de 
ambos países parece que no echaran para 
atrás lo ya alcanzado pero sí pudiese estancar 
el avance en la apertura de nuevos vínculos 
entre diferentes actores norteamericanos con 
el gobierno de Cuba y su sociedad civil. 

Reflexiones finales
La sociedad cubana, en los escenarios 
abiertos tras la caída del muro de Berlín, se ha 
hecho más diversa: proliferan tribus urbanas, 
se rescatan y visibilizan de las demandas y 
grupos que reivindican el género, la diversidad 
sexual o la raza. Pero al mismo tiempo la 
sociedad se vuelve más desigual por el 
incremento de la pobreza, producto de la 
erosión del generoso modelo de política social 
posrevolucionario. La sociedad civil también 
cambia porque las nuevas identidades que 
aparecen —o las viejas que reaparecen— 
pugnan por una voz dentro de las instituciones 
y leyes vigentes. Ya sea en la oposición abierta 
o en grupos culturales autónomos, aparecen 
diferentes voces que quieren ser 
representadas.

Reconozcámoslo sin ambages: Cuba es 
una dictadura, no del proletariado, sino sobre 
el proletariado. En el país no son permitidas 

no ya las formaciones partidistas opositoras, 
sino tampoco las organizaciones y marchas 
autónomas de mujeres, los medios alternativos, 
la asesoría y litigio en Derechos Humanos, los 
think tanks independientes. Tampoco pueden 
operar capítulos locales de reconocidas 
organizaciones como Amnistía Internacional o 
Greenpeace. Y se criminaliza el acudir a 
fuentes foráneas de financiamiento o la 
concurrencia a foros extranjeros de 
articulación de la sociedad civil. 

Más allá de la creciente diversidad que 
presenta la sociedad civil cubana, la política 
nacional sigue estando marcada por el control 
de la élite estatal/partidista y por tanto la 
participación política desde los diferentes 
espacios de la sociedad civil que se van 
abriendo paso, poco a poco, siguen estando 
marcados por las pautas oficiales. En 1961 
Fidel Castro, en un encuentro con artistas e 
intelectuales, expresaba: “dentro de la 
Revolución, todo; contra la Revolución, nada. 
Contra la Revolución nada, porque la 
Revolución tiene también sus derechos; y el 
primer derecho de la Revolución es el derecho 
a existir. Y frente al derecho de la Revolución 
de ser y de existir, nadie” (Departamento de 
Versiones Taquigraficas del Gobierno 
Revolucionario, 1961).

Se enmarcaba el eje Revolucionario-
Contrarrevolucionario, que ha marcado el 
escenario político cubano hasta nuestros días, 
y que ha condicionado la participación desde 
la sociedad civil. Sin embargo, Tales palabras 
iban dirigidas a intelectuales y artistas, a gente 
que no necesariamente tenía relación directa 
con el poder ni objetivos políticos directos; 
pero eran tiempos donde los líderes entendían 
que había que construir una nueva conciencia 
colectiva “revolucionaria”. Pasado el tiempo el 
marco de las producciones artísticas y 
culturales se fue ampliando, con algunos 
zigzags, sobre todo en las dos últimas 
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décadas. En los últimos años se han dado 
pasos lentos hacia la apertura; sin embargo, 
dichos avances no han estado directamente 
relacionados con la redistribución del poder y 
el reconocimiento del pluralismo, sino más 
bien ligados a la tolerancia de la diversidad 
cultural, sexual, religiosa, etc.

Cuba Posible y Convivencia podrían 
representar un impulso diferente en tal 
escenario. Ambos actores tocan cuestiones 
directamente relacionadas con el poder y su 
gestión, pero sin una confrontación directa 
contra el ideario “Revolucionario” en su 
sentido más amplio. Promueven además la 
asimilación por parte del Estado de las 
diferentes posturas políticas existentes dentro 
de la sociedad civil, para que así 
paulatinamente se vaya transformando el 
contexto político tornándose más inclusivo. El 
gobierno ha respondido con cierta tolerancia 
en el caso de Cuba Posible (con alusiones y 
agresiones mediáticas por parte de 
funcionarios e intelectuales oficiales) pero 
más agresivamente (procediendo de forma 
penal) respecto al quehacer de Convivencia.17   
Lo que ha generado, en ambos casos, 
diferentes respuestas intelectuales y cívicas a 
las agresiones.18  

Hoy no existe (aún) en Cuba un entorno 
político en el que Estado y sociedad civil se 
retroalimenten creando flujos de ideas y 
espacios dialógicos. Más bien parece que el 
gobierno del Partido Comunista de Cuba 
refuerza, como lo ha hecho antes, la “batalla 
ideológica” en todos los espacios públicos –
incluido el ciberespacio– para desde allí 

17  Ver http://centroconvivencia.org/convivencia/ltima-hora/5598/
nota-prensa-del-centro-estudios-convivencia-21-septiembre-2017
18  Para lo relacionado a Cubaposible, ver principalmente los textos de 
Pedro Monreal en https://elestadocomotal.com/; en el caso de Conviven-
cia ver el pronunciamiento de académicos en http://centroconvivencia.
org/convivencia/ltima-hora/5636/pronunciamiento-integrantes-del-con-
sejo-academico-del-centro-estudios-convivencia

	

también disputarle el relato a quienes intenten 
proponer nuevas visiones y proyectos de país. 
Persiste la estrategia de “fragmentación 
inducida”, donde el gobierno tolera la 
existencia de algunos actores en la medida 
que no se articulen con otros; en particular 
con aquellos que cuestionan su autoritarismo. 
Ello genera una desconexión de demandas, 
luchas y actores susceptibles de articular 
iniciativas –o, al menos, de reconocerse– de 
cara al poder; bloqueando además una mayor 
socialización de experiencias y aprendizajes 
entre organizaciones y grupos. Superar ese 
modo de actuar –donde se mezclan las ganas 
de evadir la represión, la creencia de que solo 
así puedo mantener el activismo logrado y el 
peso de los dogmas ideológicos– es clave.

Habrá que ver entonces si la capacidad 
discursiva y aglutinadora de Cuba Posible, 
Convivencia y otros actores de la sociedad 
civil cubana actual y de los nuevos que se 
sumen, consiguen destrancar el escenario de 
discusión política y sus implicaciones en la 
vida cotidiana de la gente. 
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Fue a finales del siglo XIX cuando el físico Svante Arrhenius 
estableció una relación entre concentraciones de dióxido de 
carbono atmosférico y temperatura en 1895. El científico sueco 
jamás imaginaría que el descubrimiento que él y otros científicos  
hicieron  tendría la magnitud que hoy sabemos tiene el cambio 
climático.

Ahora, a más de cien años de distancia, las bases científicas 
del cambio climático son muy sólidas. De acuerdo al 5to reporte 
de evaluación del Panel Intergubernamental de Expertos en 
Cambio Climático (IPCC por sus siglas en inglés) hay cuatro 
conclusiones contundentes:

1)   El cambio climático está ocurriendo actualmente; 
2)   El origen de este cambio es antropogénico;
3)   Estamos viviendo ya los primeros impactos del fenómeno;
4)  Se requerirá un esfuerzo internacional de décadas para 
evitar que la temperatura global nos lleve a una “interferencia 
peligrosa en el sistema climático”.

Cambio climático desde la perspectiva 
de la seguridad nacional

Silvia Garza Galván 

“Las muertes debido a fenómenos naturales son lamentables tan lamentables como 

las tragedias ocurridas a manos de los seres humanos; el cambio climático es 

causado por el hombre y por tanto, cada muerte, cada país condenado a 

desaparecer será responsabilidad de la humanidad en su conjunto”
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En pocas palabras, la 
humanidad se enfrenta al reto 
más grande que ha tenido a lo 
largo de la civilización. De 
esta manera, el cambio 
climático es una de las 
mayores amenazas que la 
humanidad enfrenta, no sólo 
por los desafíos inherentes al 
aumento en la temperatura 
global (olas de calor, sequías, 
derretimiento de glaciares, 
inundaciones, etc.), sino 
también por su efecto 
multiplicador de otros riesgos, 
entre ellos, la seguridad 
alimentaria y el combate a la 
pobreza. 

Para minimizar los 
impactos del cambio climático, 
195 países del mundo 
acordaron, bajo el Acuerdo de 
París, limitar el aumento de 
temperatura “muy por debajo 
de los 2 grados centígrados”, 
y estabilizar la temperatura en 
1.5 grados por medio de 
reducciones voluntarias de 
gases de efecto invernadero y 
acciones de mitigación por 
parte de las naciones 
firmantes, con el fin de evitar 
los peores impactos del 
cambio climático.

No obstante lo anterior, de 
acuerdo a estudios de Climate 
Action Tracker (CAT), los 
compromisos de acción 
climática contraídos en virtud 
del Acuerdo de París en 2015, 
darán lugar a un calentamiento 

de 2.8 grados centígrados, 
con pocas probabilidades de 
que el calentamiento se 
mantenga por debajo de 
3.1°C. El CAT también evaluó 
las políticas de los gobiernos 
firmantes que se han 
implementado desde 
entonces, incluyendo la salida 
de EE.UU. y ha encontrado 
pocos cambios desde 2015. 
Las políticas aún conducen a 
un calentamiento de 3.6°C, 
ahora incluso más lejos del 
límite de calentamiento 
acordado globalmente de 
1.5°C. 

De esta manera, cada vez 
hay más pruebas de que, 
incluso con las ambiciosas 
medidas de mitigación bajo el 
Acuerdo de París, el sistema 
atmosférico de la Tierra 
llegará, a mediados de siglo, a 
un calentamiento superior a 
los 1,5 °C por encima de los 
niveles preindustriales, y es 
probable que los impactos del 
cambio climático, como las 
olas de calor, ya sean 
inevitables. 

Pese a lo alarmante de la 
situación, vivimos en una 
tranquila apatía la mayoría de 
las personas. No vemos la 
amenaza de nuestra 
permanencia en este planeta. 
¿Cuánto cambia nuestras 
vidas saber que fragmentos 
gigantes del hielo de la  
Antártida colapsen, que año 
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desde el Senado junto con la 
Universidad Nacional 
Autónoma de México, un foro 
en el marco del 7° Congreso 
Nacional de Investigación en 
Cambio Climático, con la 
finalidad de discutir la 
preparación necesaria en 
términos de adaptación desde 
las instituciones hasta la 
infraestructura requerida para 
hacer frente a esta gran 
amenaza ya no como un 
problema ambiental de 
segundo orden de importancia 
sino como una cuestión de 
seguridad nacional. 

Es importante que 
encontremos juntos 
soluciones y sobre todo, 
hagamos juntos que el tema 
de cambio climático sea un 
tema de la mayor prioridad 
para los gobiernos presentes 
y futuros de México. 

Obliguemos a las naciones 
del mundo a actuar antes de 
que sea demasiado tarde.  
Esa es nuestra gran respon-
sabilidad como individuos, 
como servidores públicos y 
como ciudadanos. 

con año rompemos los records 
de temperatura global  o saber 
que hemos sobrepasado las 
400 partes por millón de CO2 
atmosférico? ¿Cómo 
comprender la inminencia del 
fenómeno?

El cambio climático dará 
lugar a nuevos desafíos para 
los estados y configurará cada 
vez más las condiciones de 
seguridad y las políticas de 
seguridad nacional. Los 
aspectos físicos del cambio 
climático, como el aumento 
del nivel del mar, los 
fenómenos extremos y las 
perturbaciones hidrológicas, 
plantean retos importantes a 
las infraestructuras vitales de 
transporte, agua y energía. 

Algunos estados están 
experimentando grandes 
desafíos a su integridad 
territorial, incluidos los 
pequeños estados insulares y 
otros estados altamente 
vulnerables al aumento del 
nivel del mar.  Algunos 
impactos transfronterizos del 
cambio climático, como los 
cambios en el hielo marino, 
los recursos hídricos 
compartidos y la migración de 
las poblaciones de peces, 
tienen el potencial de 
aumentar la rivalidad entre los 
estados. 

Es así que el cambio 
climático es una cuestión de 
seguridad nacional. Ante esta 
realidad  llevamos a cabo 
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Financiamiento público a los partidos políticos. 
Del oportunismo electoral a la sensatez 

institucional

Horacio Vives Segl

Planteamiento
El propósito de este texto 

es contribuir a la discusión so-
bre el punto de equilibrio que 
debe haber sobre el financia-
miento de los partidos políti-
cos en México. Derivado de 
los devastadores terremotos 
del 7 y del 19 de septiembre 
de 2017 que golpearon signifi-
cativamente a amplias regio-
nes del sur y centro del país 
(Chiapas, Oaxaca, Guerrero, 
Puebla, Morelos, Ciudad de 
México y Estado de México), 
ocurrieron vertiginosamente 
una serie de reacciones en 
cadena. En primer lugar, una 
masiva y entusiasta respuesta 
de la sociedad civil para apo-
yar en las tareas de emergen-
cia. De nueva cuenta, la reac-
ción del voluntariado ciudada-
no estuvo a la altura de las 
trágicas circunstancias y 
acompañó, y en algún punto 
rebasó, al gobierno en la pri-

mera etapa de la emergencia. 
Otra de las primeras reaccio-
nes que rápidamente obtuvie-
ron una contundente simpatía, 
fue la de destinar el financia-
miento público de los partidos 
políticos a un fondo de re-
construcción para apoyar a 
los damnificados. Como era 
de esperarse y considerando 
el actual nivel de desprestigio 
en el que se encuentran los 
partidos políticos no sólo en 
México sino en Latinoaméri-
ca1  y en el mundo, la pro-
puesta encontró una rápida 
resonancia.

1  Por sólo dar un dato, revísese el Latinobaró-
metro 2016. De 2015 a 2016, la confianza hacia 
los partidos cayó de 20 a 17 puntos. De entre 
ocho instituciones (entre las que se cuentan 
congreso, poder judicial, institución electoral, 
policía, gobierno, fuerzas armadas e iglesia), 
los partidos políticos fueron los menos 
apreciados. Latinobarómetro 2016.

	

Campaña entre escombros
La propuesta de reducción de 
financiamiento público a los 
partidos no solamente fue 
apoyada por la opinión públi-
ca. Como la ocurrencia de los 
sismos coincidió con el arran-
que del proceso electoral que 
culminará el 1 de julio de 2018 
con la elección y renovación 
de poderes legislativos y eje-
cutivos, federales y locales, 
más grande en la historia del 
país, en donde estarán en jue-
go no sólo la Presidencia de la 
República, sino la totalidad de 
la Cámara de Diputados y del 
Senado, así como elecciones 
concurrentes en 30 estados 
de la República (incluyendo 
ocho gobernadores y el jefe 
de gobierno capitalino), los 
partidos percibieron una opor-
tunidad para sacar provecho 
de esta coyuntura. En esa ló-
gica de rentabilidad electoral, 
los partidos –dirigencias o  



118

facciones– empezaron a pro-
poner, y lo siguen haciendo, 
una serie de renunciamientos 
(disminución o eliminación en 
el extremo) a su financiamien-
to público en el ánimo de “sin-
tonizar” con el clima de opi-
nión y para sacar rédito políti-
co al calor de las definiciones 
de campaña que se están de-
sarrollando (aunque como tal 
el inicio formal de las campa-
ñas ocurrirá hasta el año que 
viene).

Se ha puesto sobre la mesa 
de todo: renunciar a una parte 
o a todo el financiamiento de 
2017 –como si quedaran 
muchos meses– y también 
para 2018. Hay que señalar 
que los partidos políticos 
tendrán, de manera muy 
reduccionista, cuatro grandes 
fuentes de financiamiento 
público para 2018: 
financiamiento para gastos de 
campaña y para actividades 
de sostenimiento ordinarias, y 
cada uno de estos rubros 
tanto para las contiendas 
federales, como las locales. 
Mediáticamente algunas de 
estas propuestas pueden 
considerarse como 
aportaciones importantes si 
se considera la enorme bolsa 
del financiamiento, pero hay 
que dimensionar el tamaño de 
los anuncios considerando de 
qué rubro de financiamiento 
es el que se propone dejar de 
recibir.

Al margen de que los 
partidos políticos –como 
muchos otros poderes, 
instituciones y actores– deben 
contribuir al esfuerzo de 
apoyar la infraestructura 
perdida y el tejido social 
afectado por los terremotos de 
septiembre, es importante 
aportar argumentos para una 
discusión sensata, 
entendiendo al menos las 
principales implicaciones 
jurídicas y políticas de lo que 
puede significar una medida 
tan bien intencionada (como 
lo es renunciar al 
financiamiento público a los 
partidos) pero que pudiera –
como suele hacerlo– poner 
incentivos perversos para que 
se produzca un escenario 
institucional más tóxico del 
que se pretende resolver. 
Volveré a este asunto más 
adelante.

Por otra parte, lo que debe-
ría ser una discusión supera-
da, es que para el adecuado 
funcionamiento de la demo-
cracia, es necesario que los 
partidos políticos cuenten con 
financiamiento para desarro-
llar sus actividades. Daniel 
Zovatto ha hecho las afirma-
ciones y preguntas claves so-
bre el tema: “[hay que] admitir 
que para la supervivencia de 
la democracia se requiere de 
un cierto grado de apoyo fi-
nanciero dirigido a los partidos 
y a las campañas electorales. 

El debate pasa entonces por 
determinar el origen de esos 
fondos, el monto de los mis-
mos, así como las razones o 
fines por los cuales se hacen 
esos aportes”.2

Financiamiento público: 
una decisión necesaria

De manera muy general, 
procedo a realizar un recuento 
de la historia del financiamien-
to público en México. Hay que 
recordar que, durante déca-
das, el país vivió una hegemo-
nía política en donde el Parti-
do Revolucionario Institucio-
nal (PRI), tuvo todos los recur-
sos del Estado a su alcance 
para ganar elecciones y prác-
ticamente monopolizar todos 
los cargos públicos (de la 
rama ejecutiva o legislativa y 
de los ámbitos federal, local o 
municipal). Las porosas, por 
no decir que inexistentes, 
fronteras entre partido semi 
oficial, gobierno y Estado per-
mitieron al PRI durante déca-
das contar con los recursos 
necesarios para financiar sus 
campañas políticas, conde-
nando a las oposiciones a 
mantenerse con raquíticos es-
fuerzos propios, esencialmen-
te provistos para el autofinan-
ciamiento de campaña y mo-

2  Zovatto, Daniel, “América Latina”, en Manuel 
Carrillo, Alonso Lujambio, Carlos Navarro y 
Daniel Zovatto (coords.), Dinero y contienda 
político electoral. Reto de la democracia, 
Méxoco 2003, Instituto Federal Electoral, IFES, 
Elections Canada, TEPJF, Ministerio del Interior 
de España, p. 39.	
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destas contribuciones de mili-
tantes de los partidos. Se 
cumplía con toda precisión lo 
señalado por Betilde Muñoz-
Possian: “Cuando los recur-
sos públicos son usados solo 
por aquellos que ostentan el 
poder, su uso deja de promo-
ver la competitividad e integri-
dad electorales”.3 Esto empe-
zaría a cambiar apenas en 
1977.

Cuando el Partido Acción 
Nacional (PAN) decidió no 
presentar candidato para con-
tender a la Presidencia de la 
República en 1976, denunció 
la naturaleza poco competitiva 
de las elecciones mexicanas. 
En aquella contienda, el único 
candidato registrado, José Ló-
pez Portillo, fue postulado por 
el PRI y por sus dos partidos 
satélites, por lo que se llevó el 
cien por ciento de los votos 
válidos de la elección. Ello lle-
vó a la reforma política de 
1977, en donde además de 
poner fin a la intolerancia ideo-
lógica del régimen al otorgarle 
el registro al Partido Comunis-
ta Mexicano (PCM), se esta-
blecieron reglas más claras, 
menos discrecionales, para el 
acceso de las oposiciones a la 

3  Muñoz-Pogossian, Betilde. (2015). Equidad 
en el financiamiento de campañas en América 
Latina y sus implicaciones para la competitivi-
dad electoral: una mirada a las elecciones en 
Centroamérica, 2010-2014. Colombia Interna-
cional, (85), p. 57. https://dx.doi.org/10.7440co
lombiaint85.2015.02

	

Cámara de Diputados.4 Esto 
es, el régimen solía no aplicar 
métodos consistentes para la 
asignación de los entonces 
llamados “diputados de parti-
do”. Con la transición a los di-
putados de representación 
proporcional, el reparto se 
hizo no sólo claro en términos 
de los mecanismos de asigna-
ción, sino que además se ga-
rantizaba una presencia ma-
yor de las oposiciones. A partir 
de la integración de la legisla-
tura 1979-1982 de la Cámara 
de Diputados en la que se es-
tablecieron 100 escaños de 
representación proporcional 
sumados a los 300 electos en 
distritos de mayoría relativa, 
se garantizaba que en caso 
de que el PRI ganara todas 
las elecciones en esos distri-
tos uninominales, al menos un 
25 por ciento de la Cámara 
estaría integrado por las dis-
tintas oposiciones. Un tercer 
aspecto importante, es que se 
determinó que los partidos po-
líticos fueran declarados, des-
de entonces y hasta la fecha, 
“entidades de interés público”. 
Esa disposición constitucional 
es clave, ya que a partir de en-
tonces, las distintas genera-
ciones de liderazgos políticos 
que han negociado reformas 
electorales, han interpretado 

 

4  Lujambio, Alonso con la colaboración de 
Horacio Vives Segl, El poder compartido. Un 
ensayo sobre la democratización mexicana, 
México, Océano, 2000.	

ese dispositivo constitucional 
de maneras muy distintas 
para justificar la entrega de fi-
nanciamiento público a los 
partidos.

En aquel entonces, la 
aportación a los partidos 
representaba franquicias 
postales y telegráficas. 
Paulatinamente, se dio 
también espacio a los medios 
electrónicos de comunicación 
(televisión y radio) a través de 
los tiempos de Estado. Pero la 
difusión de los mensajes de 
los partidos a través de esos 
medios masivos de 
comunicación, siempre fue 
profundamente inequitativa. 

Si bien la reforma de 1989-
1990 que dio lugar al naci-
miento del entonces Instituto 
Federal Electoral (IFE) fue un 
avance significativo en térmi-
nos de establecer procedi-
mientos electorales más cer-
teros para ir equilibrando las 
condiciones de competencia, 
la realidad es que dicha refor-
ma tocó de costado el delica-
do tema del financiamiento de 
partidos. Ese tema, sin duda, 
fue en medular de la reforma 
política de 1996. Ahí se en-
cuentran, para algunos, las 
razones que permitieron esta-
blecer un régimen multiparti-
dista de acceso, alternancia y 
reparto del poder político de 
tres fuerzas políticas consoli-
dadas en todos los ámbitos de 
competencia electoral, pero 
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con la crítica fundamental de 
que dicha pluralidad política 
se consiguió a costa de enri-
quecer indiscriminadamente a 
los partidos, a cargo del es-
fuerzo de los contribuyentes.

Véanse un par de datos 
que ilustran la contundencia 
de la anterior afirmación. Para 
1994, el financiamiento total a 
los partidos políticos fue en 
números cerrados de 201 
millones de pesos, de los 
cuales el sólo el PRI se llevó 
99 millones de pesos (esto es, 
el 49.3%, prácticamente la 
mitad del financiamiento a un 
solo partido). Para 1997, esto 
es, la inmediata siguiente 
campaña federal (en la que no 
estuvo en juego la Presidencia 
de la República) pero se 
inauguraron las reglas nuevas, 
el financiamiento total a los 
partidos creció a más de 2,111 
millones de pesos, esto es, se 
multiplicó por más de diez 
veces. En el caso del PRI, el 
financiamiento fue 892 
millones de pesos, poco más 
del 42% de la bolsa. Tanto en 
el caso del Partido Acción 
Nacional (PAN), como del 
PRD (Partido de la Revolución 
Democrática) el incremento 
tanto en porcentaje, pero 
particularmente en el monto, 
considerando lo que había 
crecido la bolsa, fue 
exponencial. No le faltaba a 
Ernesto Zedillo razón al 
impulsar una reforma 
electoral.

Otro ángulo sobre el mismo 
tema tuvo que ver con no sólo 
con la opacidad en el financia-
miento privado, sino con el im-
presionante aumento del fi-
nanciamiento público en el 
país a partir de 1997, como lo 
señaló Alonso Lujambio. Para 
el primer presidente de la Co-
misión de Fiscalización del 
transformado IFE ciudadano 
en 1996, “En 1989 el financia-
miento público total fue del or-
den de 7.29 millones de dóla-
res estadounidenses, mien-
tras que en el año 2000 fue de 
322 millones. Es decir, los 
doce años de transición de-
mocrática supusieron en su 
último año 44 veces superior 
al del primer año”.5  Adicional-
mente, señala que el financia-
miento aumentó significativa-
mente en años electorales, y 
que no existen datos de finan-
ciamiento privado sino hasta 
1994, ya que fue la reforma 
electoral de 1993 la que intro-
dujo en la ley la obligación de 
los partidos de reportar dicho 
financiamiento.6

Fue a partir de entonces 
también que se establecieron 
dos principios generales en el 
ámbito federal que rigen hasta 
el día de hoy en materia de 

5 Lujambio, Alonso, “México”, en Manuel Car-
rillo, Alonso Lujambio, Carlos Navarro y Daniel 
Zovatto (coords.), Dinero y contienda político 
electoral. Reto de la democracia, Méxoco 
2003, Instituto Federal Electoral, IFES, Elec-
tions Canada, TEPJF, Ministerio del Interior de 
España, p. 382.

6  Ibid.	

financiamiento a los partidos 
políticos en México: el 
financiamiento público debe 
prevalecer sobre el privado y 
la fórmula de reparto del 
financiamiento público es 
mixta, de la cual el treinta por 
ciento se reparte de manera 
equitativa entre los partidos 
existentes, mientras que el 
setenta por ciento restante se 
reparte en función del peso 
político de cada partido, 
medido en los resultados de la 
elección de diputados 
inmediata anterior. Por otro 
lado, se establecieron 
prohibiciones para que los 
partidos no pudieran recabar 
financiamiento privado, 
esencialmente de empresas, 
del extranjero, corporaciones 
religiosas, recursos 
gubernamentales y 
organizaciones vinculadas al 
crimen organizado. Se 
establecieron entonces seis 
grandes rubros de 
financiamiento público y 
privado para los partidos: 
actividades ordinarias, gastos 
de campaña, actividades 
específicas (editoriales y 
capacitación), contribuciones 
de militantes y simpatizantes y 
rendimientos financieros.

Sin duda alguna, el hecho 
de que los partidos políticos 
distintos al PRI pudieran tener 
un mayor acceso a 
financiamiento a partir de 
1996, los dejó en mejores 
condiciones de enfrentarlo 
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electoralmente. Los tres 
partidos que desde 1988 
encabezaron la transición 
política en México se vieron 
beneficiados de aquel arreglo. 
El PRI mantuvo las mismas 
condiciones que le permitieron 
afrontar las campañas 
electorales desde entonces, 
con la diferencia de que, a 
partir de 1996, el mecanismo 
de financiamiento fue más 
transparente, a diferencia de 
las décadas anteriores de 
opacidad rampante. El PAN, 
que ya desde el inicio de los 
años noventa venía 
experimentando una 
aceleración en el crecimiento 
de sus triunfos electorales en 
diversos rincones del país, se 
vio beneficiado de una 
proliferación de recursos que 
en buena medida explican la 
primera transición a la 
Presidencia de la República 
en el 2000. Probablemente el 
principal beneficiado del 
nuevo esquema de 
financiamiento partidario haya 
sido el PRD. Si como suele 
describir la literatura sobre el 
tema, los entes privados 
estarían más dispuestos a 
financiar a aquellos partidos 
que tienen más posibilidades 
de ganar elecciones, a nivel 
nacional principalmente el PRI 
y en menor medida el PAN, 
podían resultar proyectos 
políticos más atractivos para 
ser sujetos de financiamiento 
privado. En esa medida, dotar 
de recursos públicos más que 

suficientes al PRD a partir de 
1996, lo dejó en condiciones 
de competir en condiciones 
mucho más equitativas para 
encarar a sus adversarios 
electorales a partir de las 
campañas de 1997.

La principal crítica que 
enfrenta desde entonces ese 
modelo de financiamiento a 
los partidos políticos es que 
lejos de mantener o apenas 
incrementar el total de 
financiamiento de los partidos 
y que dado ese monto se 
distribuyeran los recursos 
para ir disminuyendo la 
rampante desigualdad entre el 
PRI y las oposiciones, el 
mismo aumentó.7

La solución política de 
los partidos que entonces 
pactaron la reforma electoral, 
fue mantener los faraónicos 
montos y condiciones de 
financiamiento al PRI, tanto 
por recursos públicos como 
por capacidad de levantar 
financiamiento privado, a la 
vez que multiplicó 
exponencialmente el 
financiamiento público a las 
oposiciones, de las cuales los 
principales beneficiados 
fueron el PAN y el PRD. Por 
otra parte, las prohibiciones al 
financiamiento privado 
tampoco han resultado 

7  De manera muy gráfica, esto se expone en 
un artículo de Luis Carlos Ugalde “Democra-
cia a precio alzado”, en Nexos, 1 de agosto 
de 2015. http://www.nexos.com.mx/?p=25810	

contundentes. De manera 
acertada, apenas en la 
reforma electoral de 2014 se 
establecieron criterios para 
quitarle el triunfo a un 
candidato que habiendo 
ganado la elección, lo haya 
hecho rebasando topes de 
campaña. Esa situación no 
estaba contemplada antes de 
2014, por lo que los partidos 
preferían pagar multas –con 
financiamiento público– en 
tanto tuvieran asegurado el 
triunfo. Los incentivos puestos 
en burlar la ley.

Algo que no suele recor-
darse, es que a pesar del ex-
cesivo financiamiento a los 
partidos, a partir de 2006 se 
dio una moderación en el fi-
nanciamiento de campaña. 
Desde la reforma de 1996 y 
hasta 2006, la regla estable-
cía que se otorgaba un finan-
ciamiento para campañas 
igual al monto del financia-
miento por actividades perma-
nentes. A partir de 2007, se 
presentó un a moderación en 
el sentido de que el financia-
miento de campaña no se du-
plicaría, sino que se daría en 
porcentajes diferenciados de-
pendiendo de si se trataba de 
una elección presidencial o 
legislativa intermedia. Otra ra-
zón por la que fue relevante la 
reforma de 2007 en términos 
de recursos a los partidos, fue 
por eliminar el mercado de 
medios para la contratación 
de spots, ya que, a partir de 
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entonces, la autoridad electoral (el entonces IFE y hoy INE), se convirtió en el administrador úni-
co de los tiempos de Estado para publicidad partidaria en medios electrónicos (televisión y radio).8 

Financiamiento en perspectiva internacional
Analizando un bloque de países de América Latina, se puede observar que esencialmente hay 
dos modalidades para sostener a partidos: uno que depende de la tasa de participación por la 
que los ciudadanos votan por los partidos, y que tiene un valor predeterminado del voto, y otro 
esquema por el que el reparto es un porcentaje del presupuesto del Estado, que en ningún 
caso rebasa el 1% del PIB. Claramente la primera alternativa es la más empleada en la región. 
El cuadro 1 da cuenta de ello.

Cuadro 1. Modalidades de financiamiento partidario en algunos países de América Latina

 

8  Para tener una visión panorámica de esa reforma, revisar el texto de Ciro Murayama, “Financiamiento a los partidos políticos: el nuevo modelo”. En 
Lorenzo Córdova Vianello y Pedro Salazar Ugarte (coords.), Estudios sobre la reforma electoral de 2007. Hacia un nuevo modelo, Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, 2008

	

Fuente: Instituto Federal Electoral, Estudios electorales en perspectiva internacional comparada. Regulación 
de las campañas electorales en 18 países de América Latina, 2013, pp. 40-41.
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Para el caso mexicano, y 
como ya se describió 
anteriormente, el 
financiamiento de campañas 
se deriva de una proporción 
del financiamiento para 
actividades ordinarias. Pero 
en todo caso, y a pesar de la 
percepción generalizada de lo 
desproporcionado que es el 
financiamiento a los partidos 
en México, se encuentra 
dentro del rango regional.

Apuntes finales
Uno de los temas más con-

trovertidos en la democracia 
tiene que ver con el punto de 
equilibrio para el financia-
miento de los partidos políti-
cos. No sólo por la posibilidad 
de que los partidos cometan 
actos de corrupción, por la ac-
tual inconformidad social so-
bre su desempeño, y porque 
en nada garantiza que no re-
curran a fuentes de financia-
miento prohibido. En ese sen-
tido, “La regulación en un sis-
tema que apunta a generar 
equidad electoral implica: a) la 
promoción del uso de recur-
sos que favorecen un piso mí-
nimo de equidad para la com-
petencia, b) la restricción de 
aquellas fuentes de financia-
miento que generan efectos 
adversos y c) el estableci-
miento de límites al costo de 
las campañas”.9 Y el otro as-
pecto que sin duda debe ser 
considerado en el financia-
miento partidario, se refiere a 
la rendición de cuentas que 

9  Muñoz-Pogossian, Betilde, Op. Cit., p. 60.	

debe exigirse a los partidos. 
En palabras de David Alma-
gro: “Tres son en definitiva los 
grandes ejes sobre los cuales 
ha de girar la financiación de 
los partidos: la procedencia 
equilibrada de las fuentes de 
financiación, la transparencia 
y la publicidad de la contabili-
dad partidaria y la fiscaliza-
ción eficiente de la actividad 
económico-financiera”.10

Eliminar el financiamiento 
público traería consecuencias 
mucho más nocivas para el 
país, peores que las que se 
quieren erradicar. Más allá de 
dificultades de interpretación 
jurídica (por ejemplo, si la ley 
establece que el 
financiamiento público debe 
de prevalecer sobre el privado, 
una interpretación llana y lisa 
llevaría a que los partidos 
tampoco pudieran recibir por 
ley financiamiento privado). 
Por definición, no sabemos 
con precisión cuánto 
financiamiento privado fuera 
de la ley entra a las campañas 
de los partidos. Pero de lo que 
sí podríamos estar 
completamente seguros, es 
que en caso de eliminarse o 
reducirse drásticamente, los 
partidos tendrán todos los 
incentivos a buscar de fuentes 
privadas lo que no reciban del 
Estado, y en esa medida 

10  Almagro Castro, David, 2014, Sao Paulo, 
“Democracia y financiación de los parti-
dos políticos en España. Revista Direito GV, 
10(2), p. 548. https://dx.doi.org/10.1590/1808-
2432201422

	

cobrar favores a las eventuales 
autoridades que financiaron. 
Dworkin es terminante al 
respecto: “Los individuos 
tienen derechos, de los que 
depende su dignidad, para 
poder tomar parte en los 
asuntos del gobierno nacional; 
las corporaciones no”. Todo 
esto, en un contexto en el que 
las campañas austeras son 
una rareza, ya se han vuelto 
exponencialmente caras: “El 
problema es que ahora se 
necesitan costosas campañas 
profesionales para asegurar el 
gobierno”.11 

11  Van Onselen, Peter y Wayne Errington. 
(2004). “Political Donations & party fund-
raising: Buying time with a Minister?”, en 
AQ: Australian Quarterly, 76 (6), p. 6.	
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Sobre el financiamiento público de 
los partidos políticos

Luis Fernando Ramírez Ruíz

Introducción 
Dados los acontecimientos 
recientes en el país, aunado a 
las decisiones tomadas por 
autoridades locales para 
hacer frente a las exigencias 
coyunturales, se ha 
introducido en la opinión 
pública la cuestión relativa al 
financiamiento de los partidos 
políticos. Asimismo, el debate 
incitado por la cantidad de 
dinero otorgado a los 
organismos electorales, con el 
fin de realizar las actividades 
dispuestas por la ley, solo ha 
iniciado un mayor número de 
voces al respecto, aunado al 
mantenimiento de la prensa 
para tratar temas tales como: 
estado de la democracia en 
México, representación 
política, la razón de ser de los 
partidos políticos, entre otros. 
Si bien es necesario tratar 
cada tema de manera 
particular, es importante 
destacar la importancia, al 
menos históricamente, del 

financiamiento público de los 
partidos políticos, ya que 
resalta y condensa el cambio 
político en México a través de 
instituciones políticas 
particulares. De esta manera, 
hablar del financiamiento 
implica reflexionar acerca del 
estado actual del sistema 
político en su conjunto, así 
como realizar prospectivas 
ficticias para determinar el 
objetivo a alcanzar [un 
elemento intelectual normativo 
que funja como directriz para 
el diseño político actual], y se 
muestra como necesario 
retomar el debate actual para 
clarificar ideas, conceptos, y 
así mejorar la calidad del 
debate cuyo significado se 
refiere más al funcionamiento 
político que configura el tipo 
de democracia en 
construcción.

En este sentido se torna de 
suma importancia la pregunta 
por el financiamiento público 
de los partidos políticos, por 

tanto ¿es necesario destinar 
recursos públicos para llevar a 
cabo acciones políticas? Para 
elaborar una respuesta es 
menester tomar en cuenta la 
cuestión desde una perspecti-
va histórico-temporal, al me-
nos un en un primer plano, 
con el fin de entender tanto las 
razones por las cuales fueron 
configuradas las instituciones 
políticas como sus efectos en 
todo el sistema [político]. En 
un segundo término, una vez 
desglosados los argumentos 
que resultaron en la asigna-
ción de recursos públicos a 
los partidos políticos, se torna 
necesario retomar el debate 
para verificar los argumentos 
en contra. Lo anterior con el 
fin de aumentar la calidad de 
la discusión y así poder obte-
ner mayor potencia argumen-
tativa. Finalmente, la cons-
trucción de una síntesis des-
emboca hacia un ámbito a fa-
vor del financiamiento público 
a partidos políticos. Empero, 
se deja abierta la conclusión 
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hacia la construcción de un 
esquema diferente de finan-
ciamiento, aunque siempre 
condicionado a las condicio-
nes en el ámbito socio-políti-
co, ya que de otra manera se 
pueden generar dos desenla-
ces: “gatopardismo”,1 o pun-
tos de equilibrio donde en lu-
gar de mejorar simplemente 
se está en una condición peor 
(en términos de utilidad neta) 
en comparación con el equili-
brio anterior (Statu Quo).

Breve recuento histórico 
El Inicio del sistema político 
mexicano moderno debe 
trazarse desde la fundación 
del PNR por Plutarco Elías 
Calles como una estrategia 
para gestionar las disputas 
políticas de la familia 
revolucionario de manera 
institucional. El punto central 
reside en la institucionalización 
de la pugna por el poder 
político para iniciar la 
reconstrucción y pacificación 
del país en la era 
posrevolucionaria. Para 
dichos fines se hizo uso de las 
uniones obreras y campesinas 
para dotar al partido de una 
base mínima basada en los 
sectores más importantes de 
la población mexicana. Ahora 
bien, durante este periodo la 
competencia política fue 
básicamente inexistente o 
simplemente simbólica con el 
fin de permitir al régimen del 
partido hegemónico continuar 

1  Cambiar todo para que nada cambie	

teniendo el control de todos 
los niveles de gobierno 
(municipal, local y federal).

Las reformas anteriores a 
la de 1977 pueden leerse 
como afirmativas al régimen, 
ya que utiliza e incorpora 
reglas y elementos que logran 
consolidar parte de la 
oposición política sin que ésta 
sea amenazante para el 
régimen. Es por ello que 
Lorenzo Córdova considera 
“la presencia de los partidos 
de oposición era prácticamente 
testimonial” (Córdova, 656). 
Por tanto, “[...] era un régimen 
compacto y vertical, articulado 
en torno a la figura 
presidencial, que por su 
hermetismo resultaba 
refractario a la incorporación 
del mundo institucional de 
postura políticas e ideológicas 
divergentes” (Córdova, 656). 

Con la reforma de 1977 se 
marca el inicio del cambio en 
el paradigma político. Empero, 
dicho año no fue casualidad 
debido a las elecciones 
presidenciales de 1976 donde 
sólo hubo un candidato del 
partido hegemónico. En este 
punto se llega a una paradoja, 
ya que para mantener el poder 
y gestionar la pugna por el 
poder político de manera 
institucional, es necesaria la 
competencia de proyectos 
alternativos bajo la forma de 
partido políticos, es decir, para 
mantener el poder es 
necesaria la competencia 
política entre partidos. De ahí 

la importancia de lo esbozado 
por Córdova donde “esa falta 
de cauces legales e 
institucionales [...] fue 
presentándose como un 
obstáculo que, en perspectiva, 
abría la posibilidad para 
estallidos sociales de 
consecuencias imprevisibles” 
(Córdova, 657). De otra, el 
Estado mexicano se 
arriesgaba a detonar 
movimientos sociales, ya sea 
por medio de lucha sindical, 
huelgas, etcétera, que no 
pudiese mantener el control. 
En este sentido, la reforma 
político-electoral resultó ser 
una válvula de escape 
institucional para proyectos 
políticos alternativos. Empero, 
solamente se les dio cabida 
para ser parte del régimen 
político, aunque, de manera 
efectiva, se les anulaba la 
capacidad de incidir en la 
política cotidiana. 

Se les negaba dicha 
posibilidad de competencia e 
incidencia debido al arreglo 
institucional que prevalecía en 
el Congreso, lo cual generaba 
una sobrerrepresentación a 
favor del partido hegemónico. 
Es decir, la proporción de 
votos obtenidos no era 
equivalente a la cantidad de 
escaños obtenidos en el 
Congreso, simplemente la 
regla de mayoría simple les 
otorgaba mayores asientos de 
los que deberían tener. Dichos 
en las reglas fueron realizados 
en reformas subsecuentes, y 
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la existencia de diputados 
plurinominales ayuda a mitigar 
dichas diferencias de 
representación. 

 
Entonces, hay al menos 

dos criterios que deben ser 
destacados. A saber, para el 
inicio del tránsito a la 
democracia es necesario “[..] 
conseguir la consolidación y el 
desarrollo nacional de los 
partidos políticos y, en 
segundo lugar, crear unas 
leyes y unas instituciones 
capaces de regular la 
competencia electoral entre 
ellos” (Woldenberg, 13).

Análisis sobre el funciona-
miento de los partidos en la 
vida democrática 
Un funcionamiento adecuado 
de los partidos políticos resulta 
prescindible para el 
funcionamiento democrático. 
Ahora bien, ¿cómo se 
relaciona el “buen 
funcionamiento” con el 
financiamiento público? En 
primera instancia, la reforma 
introduce la figura de los 
partidos políticos como 
entidades de interés público, 
lo cual implica la recepción de 
recursos públicos para 
financiar sus operaciones 
internas y así iniciar la pugna 
por el poder de manera 
equitativa. Es por ello que la 
Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, a 
través del artículo 41, 
establece la primacía del 
financiamiento público sobre 

el privado. Asimismo, añade 
un componente de dinero 
mínimo y constante (30% 
igual para todos los partidos) y 
uno variable (70% 
dependiendo de la cantidad 
de votos obtenidos en la 
elección).

Ahora bien, parece preciso 
señalar el carácter e 
importancia de los partidos en 
la vida democrática del país. 
Es decir, ¿por qué existen los 
partidos? ¿cuáles son sus 
funciones? En suma, un 
partido político se concibe 
como “cualquier grupo político 
identificado por una etiqueta 
oficial que presenta a las 
elecciones y puede sacar en 
elecciones candidatos a 
cargos públicos” (Sartori, 
1980). Bajo esta definición se 
le considera más como una 
agrupación que tiene la 
capacidad de conjugar, 
ordenar y articular una 
narrativa propia para 
diferenciarse de otros grupos 
distintos, formar una especie 
de identidad partidaria y, al 
final, lograr obtener cargos 
públicos con el fin de mantener 
y ejercer poder para llevar a 
cabo sus intereses (de grupo). 
Empero, ello no implica que 
cualquier grupo sea 
considerado como partido 
político, para ello deben 
cumplir ciertos requisitos 
(explicitados en la ley de 
partido políticos).

El punto central de la 
discusión respecto el 

funcionamiento y las razones 
para continuar con un sistema 
de partidos radica en la 
concepción plasmada en la 
propia Constitución. En el 
artículo 3º de la Ley General 
de Partidos Políticos, se 
establece que su fin es 
“promover la participación del 
pueblo en la vida democrática, 
contribuir a la integración de 
los órganos de representación 
política y, como organizaciones 
de ciudadanos, hacer posible 
el acceso de éstos al ejercicio 
del poder público” (LGPP, 
2015). Por tanto, podemos 
inferir de la propia legislación 
que el papel de los partidos 
resulta como mediador, fiel, e 
institución que posibilita un 
canal pacífico de lucha por el 
ejercicio del poder político. 
Asimismo, la implicación de 
ser considerada como 
entidades de interés público 
implica una especie de interés 
privado desplegado hacia la 
“cosa pública”. Es decir, se 
refiere a la esfera en la cual 
las decisiones que se toman, 
y acciones implementadas, 
impactan en la vida de todos 
los ciudadanos, ya sea de 
manera directa o indirecta. 
Por tanto, está ligado el interés 
público con la participación 
política y, en último término, 
con la representación política. 
En estas 3 dimensiones se 
requiere que la directriz se 
refiera al bienestar público, no 
el privado. De esta manera, 
los partidos políticos son un 
instrumento que trabajan en 
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múltiples dimensiones del 
poder político, y se configura 
como un vaivén de la autoridad 
política hacia los ciudadanos. 
Ahora bien, el financiamiento 
público para llevar a cabo 
aquellas actividades explícitas 
en la ley se entiende, 
entonces, como un mecanismo 
para mantener el beneficio 
público por encima de lo 
privado. En este sentido, se 
configura de tal manera pueda 
fungir como una alineación de 
incentivos respecto la 
configuración de políticas o 
plataformas políticas para el 
electorado, en general.

 
Análisis argumentativo 
Si bien los problemas de 
representación son inherentes 
debido a lo abstracto de la 
denominación del “interés 
público” o simplemente hacer 
referencia a “la cosa pública”, 
ello no implica que los partidos, 
con sus diversas funciones, 
dejen de mirar hacia dicho fin. 
En consecuencia, el debate 
inaugurado por el 
financiamiento público no 
responde, de considerarse 
como un elemento negativo, 
al bienestar de los ciudadanos, 
sino es simplemente una 
reacción inmediata a los 
sucesos actuales. Ello porque, 
de llevarse a cabo una 
anulación del financiamiento 
público, esto generaría un 
reacomodo en la organización 
interna de los partidos con el 
fin de conseguir recursos 
financieros para llevar a cabo 

sus actividades. Esto, a su 
vez, impactaría en el contenido 
de las plataformas políticas, 
porque aquellas personas que 
funjan como benefactores de 
los partidos políticas 
necesariamente, antes incluso 
de aportar [en especie o en 
otras formas], buscarán 
alguna forma de retorno de 
tales recursos. Entonces, esto 
implica que los partidos 
funcionen más como 
empresas de lo político donde 
se buscaría maximizar la 
recaudación de 
“inversionistas” o benefactores 
de tal manera que la moneda 
de cambio podría verse 
reflejado en aquello se ofrece 
a la ciudadanía como opciones 
de política, bienestar y de 
acciones gubernamentales. 
Es decir, el interés privado 
sería primordial al momento 
de configurar las decisiones 
gubernamentales que 
conciernen el interés público.

Se podría argumentar que 
dicha primacía del interés 
privado sobre el público está, 
de hecho, disfrazado en casi 
todas las acciones 
gubernamentales y que 
fenómenos como los 
problemas de representación 
en una democracia 
representativa (donde la 
elección de representantes, 
que actúen a nuestro nombre 
y conforme el interés de todos 
en tanto comunidad, es una 
forma eficiente de organizar a 
la sociedad política), asimetría 

de información e incluso 
miopía racional, fungen como 
catalizadores o incentivos 
para actuar a favor del interés 
individual. Empero, lo 
sustantivo radica, al menos en 
este argumento, no en una 
especie de realismo político, 
donde no cabría hacer nada 
para resolver dichos 
problemas porque “así son”, 
sino en la pérdida del ideal 
político al cual tendemos en 
tanto comunidad política. De 
hecho, citando a Kant, la 
posibilidad de construir un 
Estado propiamente liberal, 
cuyo principio, fin y base 
fundamental sea el interés 
público puede seguirse bajo la 
estructura del imperativo 
categórico transformado a la 
acción política, con el fin de 
dotar de contenido tanto el 
plano normativo como el plano 
descriptivo. De esta manera, 
se obliga un ejercicio 
intelectual y ético, donde la 
acción política sea, siempre, 
en aras del bien público.

De manera similar, la 
cantidad de dinero otorgada 
para financiar las actividades 
políticas se genera, como 
muchas otras cosas, mediante 
parámetros subjetivos. Es 
decir, en este punto la 
argumentación recae más 
sobre una eficiencia en el 
gasto público, más allá de 
condenar cualquier asignación 
hacia los partidos. Entonces, 
las acciones que se deben 
realizar, de manera 
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estratégica, radican más hacia 
el flujo de información para los 
ciudadanos. Por tanto, se 
engarza con el problema de 
transparencia y rendición de 
cuentas. Empero, dichas 
solución solamente funciona 
si existen canales, incentivos 
y una “cultura ciudadana” para 
estar en constante vigilancia 
del uso de los recursos 
públicos por parte de los 
partidos. Por ello, al final 
implica una especie de 
reivindicación de la política 
por parte del ciudadano, 
donde las actividades políticas 
sean parte constitutiva de 
cada individuo.

Como conclusión, el 
financiamiento público a los 
partidos políticos en México 
se refiere no solo como un 
despliegue de un conjunto de 
hechos políticos durante el 
siglo XX, también como una 
condición de posibilidad para 
el cambio político hacia 
democracia y, finalmente, 
como un medio de 
participación política. Al final, 
lo sustantivo radica en dos 
categorías las cuales capturan 
tanto los argumentos en 
contra del financiamiento 
público. A saber: transparencia 
de los partidos políticos, y 
eficiencia en la asignación del 
gasto. Con estas dos 
soluciones se pueden 
combatir los argumentos 
expuestos. Asimismo, la 
creación de una ciudadanía 
más vinculada con la política 

es una condición necesaria 
para un mejor funcionamiento 
del aparato institucional, en su 
conjunto, por lo cual tanto las 
propuestas como los debates 
e incluso las plataformas 
pueden verse mejoradas por 
medio de una participación 
más activa y así condensar lo 
denominado “interés público” 
en la acción política. 
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